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PRóLOGO 
Atender la sugerencia de Amparo Navarro Faure para 
que redactara unas líneas de prólogo a su trabajo sobre 
el domicilio tributario, con el que la editorial Marcial 
Pons inicia una colección, era no sólo previsible y extre-
madamente fácil de cumplir sino que constituye, para mí, 
al propio tiempo un honor y una satisfacción. 
Probablemente, de todas las vicisitudes de la vida uni-
versitaria, una de las más gratificantes sea la de asistir al 
proceso de formación y progresiva consolidación cientí-
fica y docente de personas que oyeron por primera vez 
hablar de la correspondiente disciplina asistiendo a nues-
tras clases de licenciatura. De ahí que constituya un 
honor ser requerido por quien fue mi atenta y paciente 
discípula para prologar su trabajo sobre el domicilio 
tributario . 
Pero además esta sugerencia constituye una satisfac-
ción por las circunstancias que rodean la aparición de 
esta obra. Ante todo por el trabajo en sí mismo, cuya ela-
boración y publicación pone bien a las claras que la au-
tora ha sabido conectar con los problemas cotidianos del 
ordenamiento tributario sin perder un ápice de su rigor 
académico. Asimismo, porque con este trabajo se inicia 
una colección editorial que pretende cubrir una parcela 
hasta ahora poco cultivada, como es el de las monogra-
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fías, que, sin pretensiones de exhaustividad, den noticia 
específica de problemas jurídicos y apunten soluciones. 
En tercer lugar pero no en último, este libro se publi-
ca con el concurso del Servicio de Publicaciones de la 
Universidad de Alicante, poniendo así de manifiesto la 
política de estímulo científico que anima al centro docen-
te e investigador al que, tanto la autora como yo, perte-
necemos y al que nos unen especiales lazos de afecto. 
Desde que la profesora Navarro Faure decidió abor-
dar el estudio del domicilio tributario y hasta este mo-
mento de dar a la publicación el resultado del mismo he 
tenido siempre presente la imagen del celebérrimo talón 
de Aquiles de nuestra mitología occidental. En efecto, 
aun antes de adentrarse en la lectura de estas páginas, se 
tiene la sensación -puramente intuitiva- de que todo el 
complejo edificio de normas, procedimientos, obligacio-
nes, potestades, advertencias, sanciones, facultades y re-
cursos que configuran nuestro ordenamiento tributario 
descansa sobre una figura, casi diría «una piececilla» 
como el domicilio tributario, sin cuya adecuada concre-
ción y engarce toda la compleja trama parece desmoro-
narse o, al menos, quedar vacía de su sentido último, con 
grave riesgo de impedir el logro de su principal finalidad. 
Y, sin embargo, esta figura no ha merecido, hasta aho-
ra, más que la modesta relevancia de un epígrafe dentro 
de alguna de las lecciones de los manuales al uso o es-
cuetos comentarios en los textos dedicados a la glosa de 
nuestra Ley General Tributaria. Y es que parece, en prin-
cipio, tan simple la determinación del domicilio y el aná-
lisis de los efectos que el mismo despliega en la órbita de 
acción del sujeto pasivo, siendo, como es, uno de los 
complementos esenciales de la esfera de la personalidad, 
que apenas merece la pena detenerse en el análisis de un 
instituto jurídico que roza los límites de la obviedad. 
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Pues bien, la pequeña monografía que el lector tiene 
entre sus manos viene a demostrarnos, precisamente, lo 
contrario, es decir, que la cuestión del domicilio plantea 
especificidades en el ámbito jurídico-tributario, donde se 
hace preciso comenzar por una depuración conceptual 
respecto al concepto de residencia, para desplegar a con-
tinuación un análisis de las cuestiones que tanto desde la 
perspectiva subjetiva como objetiva, plantea la figura. 
Este trabajo contribuye a hacernos reflexionar sobre 
cuestiones que, por comodidad o ligereza unas veces, por 
la enormidad de ámbitos científicos que atender otras ve-
ces, no se había sometido hasta ahora a la consideración 
pública de forma sistemática. Esta es, a mi juicio, la prin-
cipal aportación de esta monografía que, como tal, se de-
dica más a abrir caminos que a cerrarlos mediante pom-
posas y pretenciosas conclusiones. De esta manera, el 
presente libro se inserta en el proceso de la investigación 
propia del quehacer universitario, dirigida a abrir nue-
vos horizontes en el conocimiento, siempre inacabado, 
de la realidad circundante. 
El análisis efectuado tiene un marcado acento jurídi-
co-positivo, adoptando como objeto central de estudio el 
domicilio tributario tal como aparece configurado en 
nuestro ordenamiento, tanto en el plano genérico como 
en el específico de determinados tributos, y a ese mismo 
objeto aparecen referidos la práctica totalidad de los apo-
yos doctrinales utilizados. La jurisprudencia, prudente-
mente citada en algún momento especialmente significa-
tivo, no constituye, en cambio, un pilar fundamental del 
análisis. 
Se trata, por consiguiente, de una monografía de in-
vestigación aplicada, con referencia a circunstancias y 
problemas concretos, en la que no faltan las apelaciones 
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y remisiones a los esquemas conceptuales básicos del or-
denamiento tributario. 
La obra se enmarca, en definitiva, en esa esplendoro-
sa corriente doctrinal que, en el seno de la disciplina del 
Derecho Financiero, están fmjando nuestros jóvenes 
investigadores, caracterizada por acometer el análisis 
pormenorizado de figuras y procedimientos de nuestro 
ordenamiento, con el apoyo de los conceptos básicos de 
antaño pero con la frescura y agilidad que proporciona 
el acercamiento a la realidad viva. 
Todo ello tiene como objetivo último la consecución 
de un ordenamiento más claro en su interpretación y, por 
consiguiente, más fácil de cumplir, al tiempo que se van 
cerrando las vías de la defraudación tributaria en la me-
dida en que se arroja luz sobre un determinado instituto 
jurídico, evitándose el aprovechamiento ilícito y en be-
neficio propio de las zonas de penumbra normativa o 
doctrinal. 
No quisiera concluir este prólogo sin dedicar unas lí-
neas a glosar la personalidad de su autora. Quien aunan-
tes de terminar los estudios de licenciatura se enfrentaba 
ya, en el seno del entonces incipiente Departamento de 
Disciplinas Económicas y'Financieras de la Universidad 
de Alicante, al estudio de los aspectos tributarios de un 
fenómeno como el de la economía sumergida, tan arrai-
gado en algunos sectores productivos de nuestro entor-
no, no debe precisar ya, a estas alturas, de ninguna 
presentación. 
Sus estudios sobre aspectos variados de la disciplina 
como el déficit público, la hacienda autonómica o el ré-
gimen jurídico de la responsabilidad solidaria la han ido 
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dando a conocer al pequeño pero autoexigente mundo 
de nuestra comunidad científica. 
Sin embargo, otros aspectos de la personalidad de la 
autora son menos conocidos, en la medida en que no se 
reflejan en las páginas de imprenta, y a ellos quiero re-
ferirme, muy brevemente, en este momento. 
Amparo Navarro Faure, que, como señalaba, se acer-
có al ámbito de la disciplina aun antes de finalizar sus 
estudios de licenciatura, percibió casi de inmediato el sen-
tido del quehacer universitario como la combinación de 
un proceso individual de formación y la conciencia de 
pertenecer a un grupo que se vertebra en torno a un de-
partamento universitario y, así, ha formado desde hace 
años con Eva Aliaga y Mercedes Núñez un equipo cuya 
mutua colaboración docente e investigadora ha dado 
como fruto unas <<Lecciones de Hacienda Pública» que 
facilitan la docencia en el ámbito de la Escuela Univer-
sitaria de Ciencias Empresariales y otras diplomaturas. 
En ese ambiente de mutua colaboración y esfuerzo 
personal, Amparo Navarro ha contribuido de manera de-
cisiva a forjar el Departamento de Disciplinas Económi-
cas y Financieras tal como hoy es y, por ello, es de jus-
ticia agradecerle públicamente su esfuerzo y entrega, en 
la confianza de que estas virtudes le han de acompañar 
durante el resto de su vida, hasta culminar la carrera uni-
versitaria a la que se encuentra plenamente dedicada. 
Alicante, junio 1994. 
JUAN JOSÉ BA YONA DE PEROGORDO 

INTRODUCCIÓN 
Tradicionalmente el estudio del domicilio fiscal se in-
cluye dentro del análisis del sujeto pasivo de la obliga-
ción tributaria. Criterio lógico si se mantiene la sistemá-
tica de la Ley General Tributaria o si se considera, como 
también es obvio, que el domicilio es una característica 
o un dato de identificación de los sujetos de la relación 
jurídico-tributaria. Sistemática que, por otro lado, tam-
poco supone ninguna especialidad del Derecho tributa-
rio respecto del Derecho común, ya que en éste el do-
micilio se integra también dentro del estudio de la per-
sona como sede jurídica del ejercicio de sus derechos y 
obligaciones. 
En principio, la fácil aprehensión del concepto en el 
lenguaje ordinario y las consecuencias derivadas de su 
determinación, que sólo se ponen de manifiesto después 
del análisis de todo nuestro sistema tributario y no úni-
camente de la Ley General Tributaria, han minimizado 
el interés de la doctrina por este concepto. 
Como ocurre muchas veces cuando una noción pare-
ce subordinada a otra de la que pueden derivarse más 
importantes consecuencias, el estudio del domicilio se 
ha visto oscurecido por la importancia del concepto de 
residencia --o incluso en otras épocas el de nacionali-
dad- como punto de conexión para la aplicación de las 
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normas tributarias. El interés del legislador por fijar el 
ámbito de aplicación de las normas tributarias o , dicho 
en otros términos, el interés del Estado en el ejercicio 
de su poder tributario, ha situado como problema de se-
gundo orden la determinación de la competencia de los 
órganos de la Administración o la localización, dentro 
o fuera de su territorio, de los sujetos que deben rela-
cionarse con la Administración Tributaria. 
Este problema no es exclusivo del Derecho tributa-
rio, sino común a todo el Ordenamiento jurídico, y de 
especial importancia en sectores como el Derecho pro-
cesal, el Derecho civil y sobre todo en aquellos otros, 
como el Derecho internacional privado, cuyo eje de 
construcción dogmática es precisamente la respuesta del 
Ordenamiento jurídico interno a la aplicación de las 
normas en el espacio. 
En una primera aproximación, el concepto de domi-
cilio tributario parece claramente diferenciado del con-
cepto de residencia. La residencia es el punto de co-
nexión que determina la aplicación de las leyes tributa-
rias a las personas naturales o jurídicas. Es también el 
que determina las modalidades de sujeción a los impues-
tos que en nuestro Ordenamiento tienen el carácter de 
personales. El domicilio es, sin embargo, el que fija el 
lugar, dentro del espacio físico en el que las leyes des-
pliegan sus efectos, donde se producen las relaciones en-
tre la Administración Tributaria y los obligados tributa-
rios en orden a la aplicación de los tributos. 
Así, mientras la residencia desplegaría sus efectos en 
el ámbito del Derecho tributario material, en unos casos, 
o en el de la aplicación de las normas, en otros, el domi-
cilio lo haría en el ámbito del Derecho tributario formal 1. 
1 La distinción en el ámbito del Derecho tributario de un Derecho tri-
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Sin embargo, esta primera explicación se oscurece en 
nuestro Ordenamiento por las siguientes razones: los 
criterios que utilizan nuestras normas tributarias para fi-
jar la residencia y el domicilio son, en ciertos casos, de 
difícil determinación. No siempre el legislador diferen-
cia los conceptos de domicilio y residencia, define unos 
con respecto a otros y lleva al intérprete, en ocasiones, 
a una auténtica tautología; pero además el domicilio, 
que como dijimos al principio sólo debería desplegar sus 
efectos en el ámbito del Derecho tributario formal tras-
ciende de este ámbito para erigirse en punto de co-
nexión, en el mismo nivel que la residencia, para la apli-
cación de las leyes tributarias de las Comunidades Au-
tónomas con regímenes económicos especiales y como 
criterio de atribución para la cesión de tributos respec-
to de las Comunidades Autónomas del régimen general. 
Si a todo ello unimos la creciente movilidad de las 
personas, no sólo en el ámbito internacional sino tam-
bién en el interno, que pueden provocar situaciones 
butario formal y de un Derecho tributario material no ha sido pacífica en 
nuestra doctrina desde que fuera formulada por HENSEL (Diritto tribu-
tario, trad. por D. JARACH . Giuffre, Milán, 1956) y BLUMENSTEIN 
(Sistema di Diritto del/e Imposte, Giuffre, Milán , 1954). En nuestra doc-
trina han sido posturas contrarias las mantenidas por CORTES DOMIN-
GUEZ (Ordenamiento tributario espmlol, Civitas, Madrid , 1985) y GON-
ZALEZ GARCIA Y PEREZ DE A Y ALA (Curso de Derecho tributario , 
t. 1, Editorial de Derecho Financiero, Madrid, 1986). La doctrina mayo-
ritaria, sin embargo, mantiene esta distinción como criterio lógico y didác-
tico de exposición. En este sentido, SAINZ DE BUJANDA manifiesta 
que: «constituye un criterio posible de investigación y de enseiianza del De-
recho tributario la distinción entre un Derecho tributario material y un De-
recho tributario formal, asignando al primero, como objeto, el análisis de 
los elementos componentes del tributo, y al segundo, el estudio de los pre-
supuestos para el despliegue de la actuación administrativa de aplicación 
del tributo y el análisis de los efectos jurídicos que tal aplicación provoca» 
(Sistema de Derecho Financiero, t. 1, vol. 2. 0 , Universidad Complutense, 
Madrid , 1985, pág. 170). 
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anómalas respecto al domicilio tanto por la posible plu-
ralidad de domicilios como por la indeterminación de 
los mismos, y si consideramos, por último, que en la fi-
jación del domicilio no sólo hay un interés por parte de 
la Hacienda Pública, sino que es también una garantía 
del contribuyente estar informado de la actuación de la 
Administración en el procedimiento de gestión tributa-
ria, no es de extrañar que el estudio del domicilio fiscal 
se convierta en pieza clave para la correcta aplicación 
de los tributos. 
Ahora bien, como se pondrá de manifiesto a lo largo 
de este trabajo, el domicilio puede dar lugar a dos tipos 
de discurso: el domicilio como criterio de territorialidad 
en el ámbito de aplicación de ciertas normas tributarias 
y el domicilio en el seno de las relaciones entre la Ad-
ministración Tributaria y los obligados tributarios. 
Pretendemos centrar este trabajo en el segundo as-
pecto, sin perjuicio de poner de manifiesto la línea de 
investigación a la que podría dar lugar el primer enfo-
que del domicilio tributario. 
Abordaremos, por tanto, en nuestro estudio: la de-
puración conceptual del domicilio tributario, los efectos 
del mismo en el ámbito tributario, los criterios de atri-
bución en el Ordenamiento tributario español vigente y 
el régimen jurídico al que se encuentra sometido. 
Pretendemos, por tanto, aportar una construcción y 
reflexión sobre un tema del área de conocimiento del 
Derecho financiero y tributario poco estudiado hasta 
ahora desde la perspectiva que aquí se aborda . Esto es, 
un análisis del domicilio tributario más amplio que el de 
la concreta exégesis del artículo 45 de la Ley General 
Tributaria. El presente trabajo se apoyará fundamen-
talmente en el Derecho tributario español vigente y en 
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la jurisprudencia más reciente, así como en las aporta-
ciones doctrinales que , algunas veces sin tener como ob-
jeto de análisis el domicilio tributario , clarifican los efec-
tos que cabe deducir de este objeto de estudio 2 . 
2 DE CASTRO manifiesta en este sentido que «una enumeración com-
pleta de las disposiciones jurídicas que utilizan el concepto de domicilio , 
para localizar efectos de las relaciones jurídicas, exigiría un previo y de-
tenido estudio de casi todas las instituciones jurídicas>  (Derecho Civil de 
España, t. II-1, Madrid , 1952, pág. 453). Esta reflexión es en buena parte 




l. CONFIGURACION DEL DOMICILIO 
EN EL ORDENAMIENTO JURIDICO 
El artículo 45 de la Ley General Tributaria, en su 
apartado primero, establece que: «El domicilio, a los 
efectos tributarios, será: 
a) Para las personas naturales, el de su residencia 
habitual, y 
b) Para las personas jurídicas, el de su domicilio so-
cial, siempre que en él esté efectivamente centralizada 
su gestión administrativa y la dirección de sus negocios. 
En otro caso, se atenderá al lugar en que radique dicha 
gestión o dirección.» 
Este precepto, que situamos en el frontispicio de este 
trabajo, será constantemente aludido en los distintos 
epígrafes del mismo, pero, a efectos de delimitación 
conceptual, obliga a analizar por el propio tenor literal 
del precepto («el domicilio, a los efectos tributarios»), 
si existe un concepto institucional o general del domici-
lio que ceda ante el domicilio tributario y respecto del 
cual este último tenga el carácter de especial. 
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A este respecto, es necesario recordar que las normas 
tributarias pueden fijar con autonomía conceptos acu-
ñados en otros sectores del Ordenamiento, porque los 
efectos que se persiguen de la institución pueden ser dis-
tintos de los que se derivan en el orden común, o res-
ponden a principios específicos de la materia tributaria 3 . 
Con respecto al domicilio, si bien en el lenguaje usual 
la comprensión del mismo, como localización determi-
nada de una persona en el espacio, no ofrece proble-
mas, el tratamiento que se le da en las distintas áreas 
jurídicas no es homogéneo. Y ello porque las normas 
que regulan el domicilio, tanto en el Derecho tributario 
como en otros sectores del Ordenamiento, no definen 
qué es el domicilio, sino qué lugar se considera como 
tal a determinados efectos. 
Por tanto, parece conveniente analizar, en primer lu-
gar, con qué características se diseña el domicilio en el 
Derecho civil como atributo de la personalidad y por 
qué es necesario ofrecer un concepto específicamente 
tributario. 
Por otro lado, no podemos olvidar que la Constitu-
ción consagra como derecho fundamental, en el artícu-
3 En la actualidad se encuentra superada la polémica, surgida a prin-
cipios de este siglo en la doctrina francesa , acerca de la autonomía del De-
recho tributario respecto del Derecho civil. Los más brillantes exponentes 
de esta polémica, GENY, F. (<<Le particularisme du Droit fiscal>> , en Me-
langes Carré de Malberg, Recueil Sirey , 1933) y TROTABAS, L. (<<Essai 
sur le Droit Fiscal>> RDF, núm. 2, 1928), pese a sus divergencias respecto 
a la autonomía del Derecho tributario en el terreno interpretativo, esta-
ban de acuerdo en que la ley tributaria puede regular los conceptos e ins-
tituciones jurídicas de un modo distinto a como lo hace la ley civil, no cons-
tituyendo el Derecho común un límite al poder regulador del legislador fis-
cal. Sobre la citada polémica, ver RAMALLO MASSANET, J.: <<Dere-
cho fiscal frente a Derecho Civil: discusión en torno a la naturaleza del De-
recho fiscal entre L. Trotabas y F. Geny», Revista de la Facultad de De-
recho de Madrid, núm. 46, vol. XVII, 1973, págs. 7 y ss. 
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lo 18, la inviolabilidad del domicilio, y en el artículo 19 
el derecho a elegir libremente la residencia. Derechos 
referidos a un concepto general de domicilio, pero que 
aparecen también en nuestras leyes tributarias cuando 
exigen, por ejemplo, en el artículo 141 de la Ley Gene-
ral Tributaria, a los órganos de la Inspección de los tri-
butos la obtención del oportuno mandamiento judicial 
para la entrada en el domicilio particular de cualquier 
español o extranjero. En el mismo sentido, la STC 
7611992, de 14 de mayo, declaró inconstitucional el ar-
tículo 130 de la Ley General Tributaria, en la redacción 
dada por la Ley 33/1987, de Presupuestos para 1988, y 
aunque no lo hizo en base al artículo 18 de la Constitu-
ción sino en base al artículo 134, es evidente que ma-
nejaba el concepto constitucional de domicilio 4 • Del 
mismo modo, la STC 137/1985 de 17 de octubre amplió 
la interpretación del citado artículo 130 de la Ley Ge-
neral Tributaria a la inviolabilidad del domicilio de las 
personas jurídicas. 
Existe, por tanto, una primera cuestión que exige 
analizar si el domicilio definido en el artículo 45 de la 
Ley General Tributaria lo es a todos los efectos tribu-
tarios o si las normas tributarias contienen otros con-
ceptos de domicilio que es necesario interpretar a la luz 
de las normas generales del Derecho civil. En definitiva 
debe determinarse cuál es el ámbito de aplicación ob-
jetiva del artículo 45 de la Ley General Tributaria. 
El artículo 40 del Código Civil establece que: «Para 
el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obli-
4 La STC 76/1992, de 14 de mayo establece en el fundamento tercero 
que <<el artículo 130 de la Ley General Tributaria es ante todo y sobre todo 
una norma de atribución a un órgano judicial de una función garantizado-
ra de un derecho fundamental, la inviolabilidad del domicilio, y de fija-
ción de las condiciones del ejercicio de dicha competencia>>. 
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gaciones civiles el domicilio de las personas naturales es 
el lugar de su residencia habitual, y, en su caso, el que 
determine la Ley de Enjuiciamiento Civil.» 
Respecto de las personas jurídicas el artículo 41 dis-
pone que «Cuando ni la ley que las haya creado o reco-
nocido, ni los estatutos o las reglas de la fundación fi-
jaren el domicilio de las personas jurídicas, se entende-
rá que lo tienen en el lugar en que se halle establecida 
su representación legal o donde ejerzan las principales 
funciones de su instituto». 
No se ha de ver, sin embargo, como ha señalado 
DIEZ PI CAZO 5 , en el concepto de domicilio civil un 
objetivo limitado, puesto que servirá también para to-
das las materias que se rijan por leyes especiales en de-
fecto de normas sobre el mismo, en virtud de la fuerza 
atractiva del Derecho común 6 . 
Del artículo 40 del Código Civil la doctrina civilista 
ha extraído el concepto de domicilio como el lugar o 
círculo territorial donde se ejercitan los derechos y se 
cumplen las obligaciones y que constituye, por tanto, la 
sede jurídica y legal de la persona 7 . 
5 DIEZ PICAZO, L.; GULLON, A .: Sistema de Derecho Civil, vol. I, 
Tecnos, Madrid, pág. 286 
6 SAINZ DE BUJANDA manifiesta que: «Es interesante recordar 
aquí que los preceptos del Derecho común tienen carácter supletorio de 
la normativa tributaria (art . 9, apartado 2, de la Ley General Tributaria). 
De ahí que los artículos 40 y 41 del Código Civil, así como la doctrina y 
jurisprudencia elaboradas en torno a ellos, deban tenerse en cuenta como 
elementos reguladores de domicilio tributario>> (Lecciones de Derecho fi-
nanciero, 7.' ed., Universidad Complutense, Madrid, 1989, pág. 206. 
7 En este sentido y sobre la doctrina civilista en materia de domicilio 
civil: DE CASTRO, F.: Derecho Civil de España, t. JI, vol. 1." ob. cit., 
págs. 459 y ss.; CASTAN TOBEÑAS, J.: Derecho Civil español, común 
y foral, t. I. Reus, S. A. Madrid, 1982, págs. 150 y ss.; DIEZ PICAZO, 
L., y GULLON, A.: Sistema de Derecho civil, vol. I, Tecnos, Madrid, 
1985, págs. 286 y ss.; ALBADALEJO , M.: Comentarios al Código Civil 
y Compilaciones forales, t. I, EDERSA, 1978, págs. 867 y ss.; CAFFA-
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El domicilio se caracteriza por dos elementos: la re-
sidencia efectiva o de hecho y la habitualidad de esa re-
sidencia. La polémica surge respecto a la interpretación 
de la habitualidad. Esta se puede considerar como una 
residencia prolongada durante un espacio de tiempo; 
como la existencia de una voluntad de permanencia en 
el lugar en el cual se reside; o por la conjunción de am-
bos elementos en el sentido de que se trata de una vo-
luntad exteriorizada u objetivada. 
La primera de estas tesis, en la interpretación de la 
habitualidad, parece rechazada por la mayoría de la 
doctrina. 
Para PEREZ GONZALEZ y ALGUER 8 «el con-
cepto de residencia habitual supone, por la propia na-
turaleza de este hecho, que se constituya por la volun-
tad de establecerse permanentemente en un lugar y por 
establecerse efectivamente en este lugar. Si no se tuvie-
ra en cuenta este elemento intencional ( ... ) resultaría 
que el domicilio no podría distinguirse del paradero de 
la persona, o bien sería menester esperar a que desde 
el establecimiento de la persona en un lugar transcurrie-
ra un cierto tiempo para poder atribuir a la residencia 
el carácter de habitual. Estimamos , pues, que la habi-
tualidad exigida en el artículo 40 del Código Civil debe 
interpretarse en este sentido de elemento intencional y 
no en el sentido de residencia más o menos larga en un 
lugar determinado». Opinión que coincide con el Códi-
RENA LAPORTA, J.: Comentario del Código Civil, Ministerio de Justi-
cia. Madrid , 1991 , págs. 251 y ss. ; AL VAREZ VIGARA Y, R.: <<El do-
micilio>>, ADC, t. XXV, 1972, págs. 549 y ss . ; PUIG FERRIOL, L.: 
<<Cuestiones en torno al Domicilio civil de las personas>> , RDP, 1978, 
pág. 235 y SS. 
R PEREZ GONZALEZ y ALGUER: en Notas a la trad. de ENNE-
CERUS, KIPP, WOLF: Tratado de Derecho Civil, t. 1, vol. 1. 0 , Bosch , 
Barcelona, 1934, pág. 408. 
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go Civil, que no establece un lapso de tiempo que mar-
que la habitualidad. 
Sin embargo, tampoco es exclusivamente la voluntad 
del sujeto la que determina el domicilio. Como dice a 
este respecto PUIG FERRIOL: «Si se piensa que el do-
micilio cumple esencialmente una función identificado-
ra del sujeto de cualquier relación jurídica, no parece 
prudente otorgar preponderancia a la intención del su-
jeto que no aparezca explícita u objetivamente exterio-
rizada, pues de otra suerte el domicilio vendría a crear 
fácilmente inútiles irregularidades frente a terceros 
cuando precisamente su función es la de localizar a las 
personas» 9• 
Se tratará, en definitiva, como dicen DIEZ PICAZO 
y GULLON 10 , de una voluntad exteriorizada, objeti-
vada, que debe resultar de las circunstancias de aquel 
vivir. En otras palabras, debe plasmarse en una conduc-
ta significativa de que se reside habitualmente. ' 
Finalmente, es también mayoritariamente admitido, 
siguiendo a DE CASTRO, que precisar cuáles son los 
requisitos que ha de tener el domicilio y su respectivo 
valor es cuestión de derecho, pero será una cuestión de 
hecho cuya apreciación corresponde a los Tribunales de-
cidir en caso de litigio si existen dichos requisitos de re-
sidencia y habitualidad 11 . 
9 PUIG FERRIOL, L.: Cuestiones en torno al domicilio civil de las per-
sonas, ob. cit., pág. 239. 
10 DIEZ PICAZO, L.; GULLON, A.: Sistema de Derecho civil, 
ob. cit., pág. 287 
11 Un pormenorizado estudio de la jurisprudencia del Tribunal Supre-
mo sobre el domicilio en PUIG FERRIOL y PUIG BRUTAU: Funda-
mentos de Derecho Civil, t. 1, vol. 1, págs. 140 y ss. Los autores destacan 
que el elemento fundamental no es la permanencia más o menos larga o 
ininterrumpida en un lugar determinado, sino la voluntad de establecerse, 
así como la apreciación de ciertos elementos objetivos que dan relevancia 
a esa voluntad . 
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Siguiendo a la citada doctrina, al lado de este domi-
cilio voluntario o general, al que la ley concede efectos 
jurídicos, las leyes pueden establecer el llamado domi-
cilio legal o necesario, que es el establecido en los ar-
tículos 64 a 68 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, bien 
para imponer la obligación de residir junto a otra per-
sona (hijos bajo patria potestad, menores e incapacita-
dos) o para el cumplimiento de ciertas obligaciones (co-
merciantes, empleados, militares en activo, etc.). 
Por último, destacan los civilistas, la existencia de 
ciertos domicilios especiales o electivos que son los que 
se escogen para la ejecución de un acto o de una con-
vención, y que se fundan en la facultad que tienen las 
personas de establecer en sus convenciones todas las 
cláusulas que no contradigan a las leyes o a las buenas 
costumbres. Realmente, en este caso, más que de un do-
micilio se trataría de la domiciliación de los efectos de 
un contrato o de un negocio jurídico. 
Centrándonos en el ámbito tributario en principio, la 
existencia de un domicilio fiscal supondrá una deroga-
ción para la materia tributaria del concepto general de 
domicilio que acabamos de analizar. Se trataría de un 
domicilio especial frente al general del Derecho civil, 
siendo a su vez general respecto al que puedan estable-
cer otras normas tributarias particulares. 
Para el Derecho tributario el domicilio fiscal no se-
ría, como ha definido ACOSTA ESPAÑA 12 , la sede 
de los sujetos pasivos, sino el lugar en que aquellos es-
tán para la Administración tributaria, constituyendo la 
referencia de lugar para toda la actividad administrati-
va de comunicación. 
12 ACOSTA ESPANA, R.: <<El domicilio fiscal>>, en Comentarios a las 
leyes Tributarias y Financieras, t. I, EDERSA, págs. 384 y ss. 
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Las definiciones de domicilio tributario se pueden ba-
sar en los requisitos que ha de tener un lugar para ser 
considerado domicilio, que es el utilizado en el artícu-
lo 45 de la Ley General Tributaria, o bien en la eficacia 
jurídico-tributaria atribuida al mismo. 
En este segundo sentido, el domicilio civil desplega-
ría sus efectos respecto a la generalidad de las relacio-
nes jurídicas de una persona. El domicilio tributario se-
ría el lugar donde se deben cumplir las obligaciones y 
deberes tributarios y en el cual se desarrollan las rela-
ciones entre la Administración y los obligados tributa-
rios; esto es, la sede del desarrollo de la función 
jurídico-tributaria. 
El domicilio tributario tiene que ser especial porque 
determina un ámbito competencia! de los órganos de la 
Administración Tributaria, que en el desarrollo de sus 
funciones -básicamente las de comprobación e inves-
tigación- necesita no sólo conocer quién es el sujeto 
pasivo sino dónde está. 
Ahora bien, si comparamos el artículo 45 de la Ley 
General Tributaria con el artículo 40 del Código Civil, 
encontramos que las diferencias sólo se producen res-
pecto a las personas jurídicas. 
Para las personas naturales, el domicilio es la residen-
cia habitual, idéntico criterio que el civil y que traslada 
al ámbito tributario la apuntada polémica acerca de la 
habitualidad, como veremos más adelante 13 . 
13 En algunos países las normas tributarias remiten directamente al con-
cepto de domicilio civil. Así, en Suiza el Impuesto Federal sobre la Renta 
de las Personas Físicas define el domicilio por remisión a los artículos 23 
a 26 de Código Civil suizo, según los cuales, el domicilio de una persona 
es el lugar donde reside con la intención de establecerse en él. El domici-
lio de la mujer casada es el del marido, y el de los hijos sujetos a patria 
potestad, el de los padres. 
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Respecto a las personas jurídicas, el Código Civil da 
preferencia al domicilio social («cuando ni la ley que las 
haya creado o reconocido, ni los estatutos o las reglas 
de fundación fijaren el domicilio de las personas jurídi-
cas»). Establece luego dos criterios subsidiarios y jerar-
quizados en orden a su aplicación: primero, el lugar de 
su representación legal, y segundo, donde ejerza las 
principales funciones la entidad. 
La Ley General Tributaria sólo fija un criterio: el de 
la gestión administrativa y dirección de los negocios, 
porque aunque haga referencia al domicilio social, sólo 
lo tiene en cuenta cuando en él radique dicha gestión y 
dirección. 
Con respecto a las personas jurídicas, la especialidad 
del Derecho tributario queda plenamente justificada, 
porque no se trata sólo de conocer el dato formal del 
domicilio con efectos meramente censales, sino de po-
der realizar sobre ellos una actividad fiscalizadora y de 
control. 
Este precepto, respecto a las personas jurídicas, tie-
ne, sin embargo, una importancia relativa. Respecto a 
las Sociedades Anónimas coincide con lo dispuesto en 
el artículo 5 del Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 
22 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refun-
dido de la Ley de Sociedades Anónimas, que determi- · 
na para estas sociedades un domicilio social cercano al 
tradicional concepto de domicilio tributario. Establece 
el citado artículo que «la sociedad fijará su domicilio 
dentro del territorio español en el lugar en que se halle 
el centro de su efectiva administración y dirección o en 
que radique su principal establecimiento o explotación». 
En un sentido parecido, el artículo 4 de la Ley de 17 de 
julio de 1953, sobre Régimen Jurídico de las Socieda-
des de Responsabilidad Limitada, obliga a las socieda-
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des de nacionalidad española a tener un domicilio en 
territorio español y a fijar en la escritura de constitu-
ción los lugares en que la sociedad vaya a establecer sus 
sucursales, agencias o delegaciones. 
Por otro lado, como veremos en su momento, la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades ofrece un concepto de 
domicilio más depurado que el del artículo 45 de la Ley 
General Tributaria, y que permite aplicarlo práctica-
mente a todas las personas jurídicas, habida cuenta, 
además, del carácter censal y no meramente recaudato-
rio que ofrece este impuesto. 
La importancia del artículo 45, en orden al concepto 
de domicilio, es muy limitada. Su especialidad radica en 
el régimen jurídico específico que establece respecto del 
mismo, del que derivan derechos y obligaciones para 
ambas partes, la Administración y el obligado tri-
butario. 
Pero además, junto a este concepto aparecen otros 
en leyes tributarias particulares o en los Reglamentos 
de desarrollo de la Ley General Tributaria que relativi-
zan el concepto fijado en el artículo 45 y a cuyo análisis 
dedicamos el siguiente epígrafe de este trabajo. 
11. FIGURAS AFINES EN EL AMBITO 
TRIBUTARIO 
l. Domicilio, residencia y nacionalidad 
La nacionalidad, la vecindad civil, la residencia o el 
domicilio son jurídicamente, y entre otras, circunstan-
cias que influyen sobre la condición jurídica de las per-
sonas y que, por tanto, también pueden tener relevan-
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cia para el Derecho tributario en cuanto estas personas 
pueden ser sujetos pasivos o destinatarios de las normas 
tributarias. 
La nacionalidad significa, desde un punto de vista ju-
rídico, el vínculo que une a cada individuo con un Es-
tado determinado. Se llama vecindad civil al vínculo de 
dependencia regional que lleva como consecuencia la 
sumisión a una u otra de las legislaciones vigentes den-
tro de un Estado. 
En el Derecho tributario el elemento determinante 
del sometimiento al poder tributario de un Estado no 
es tanto ese vínculo político como el vínculo económi-
co, consistente en residir en un determinado Estado. 
Como explicaba UCKMAR 14 «en sustancia la exacción 
de impuestos se justifica por la producción de servicios 
públicos. El ente público para producir tales servicios 
ha de hacer frente a unos costes que no pueden ser cu-
biertos con ingresos patrimoniales; de ahí la necesidad 
de repartir el gasto entre quienes se benefician de los 
servicios». Así se deriva de nuestra Constitución cuan-
do establece en el artículo 31.1 que <<todos contribuirán 
al sostenimiento de los gastos públicos», no haciendo 
ninguna mención a la nacionalidad como lo hacían nues-
tras anteriores Constituciones. 
En el mismo sentido, el artículo 21 de la Ley Gene-
ral Tributaria establece que: «Salvo lo dispuesto por la 
ley en cada caso, los tributos se aplicarán conforme a 
los siguientes principios: 
a) El de residencia efectiva de las personas natura-
les cuando el gravamen sea de naturaleza personal. 
14 UCKMAR, V.: «Influencia del domicilio, de la residencia y de la 
nacionalidad en el Derecho tributariO>>, RDFHP, núm. 24, 1956, pág. 589. 
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b) El de territorialidad en los demás tributos, y, en 
especial cuando tengan por objeto el producto, el patri-
monio, las explotaciones económicas o el tráfico de 
bienes.» 
Es evidente que aunque este artículo haya suscitado 
el conocido problema interpretativo acerca de si respon-
den ambos criterios al principio de territorialidad 
(SAINZ DE BUJANDA) 15 o el primero a un criterio 
personal (CORTES DOMINGUEZ) 16 , lo que parece 
obvio es que lo que se descarta es el vínculo político de 
la persona con el Estado y que aunque sea la residencia 
una cualidad de la persona, ésta se adquiere por la per-
manencia en un determinado territorio. 
A pesar del carácter subsidiario con el que se presen-
ta el artículo 21, es lo cierto que en nuestro Ordena-
miento tributario se suelen combinar ambos criterios, el 
de residencia y territorialidad, para someter al impues-
to a las personas naturales o jurídicas y a los hechos que 
se realicen o los bienes que se posean en nuestro 
territorio 17 • 
La residencia es, por tanto, una noción delimitadora 
de la jurisdicción fiscal en el ámbito general al que hace 
referencia el artículo 21 de la Ley General Tributaria y 
un criterio para determinar la modalidad de sujeción a 
los impuestos o el ámbito espacial del hecho imponible 
15 SAINZ DE BUJANDA, F.: Lecciones de Derecho Financiero, 
ob. cit., pág. 52. 
16 CORTES DOMINGUEZ, M.: Ordenamiento tributario español, Ci-
vitas, Madrid, 1985, pág. 109. 
17 Así, el artículo 11 del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí-
sicas (Ley 18/1991, de 6 de junio); el artículo 4 de la ley del Impuesto so-
bre Sociedades (Ley 6111968, de 27 de diciembre); el artículo 5 de la Ley 
de Impuesto sobre Patrimonio (Ley 19/1991, de 6 de junio); artículos 6 y 
7 de la Ley del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (Ley 29/1987, de 
18 de diciembre). 
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de los impuestos de tipo personal. Como manifiesta grá-
ficamente DE JUAN Y PEÑALOSA 18 , la residencia 
no es una circunstancia de lugar: se es residente, no se 
tiene una residencia. 
Como antes manifestamos, los impuestos que en 
nuestro sistema tienen el carácter de personales acuden 
al criterio de la residencia para sujetar a las personas 
por la totalidad de su renta o de su patrimonio. 
En este sentido, el criterio de residencia efectiva cede 
al de otro concepto, el de residencia habitual, en el caso 
de las personas naturales. Para las personas físicas el ar-
tículo 12 de la Ley 18/1991, del Impuesto sobre la Ren-
ta de las Personas Físicas, establece que: «Se entenderá 
que el sujeto pasivo tiene su residencia habitual en terri-
torio español cuando se dé cualquiera de las siguientes 
circunstancias: 
a) Que permanezca más de ciento ochenta y tres 
días durante un año natural en territorio español. 
b) Que radique en España el núcleo principal o la 
base de sus actividades empresariales o profesionales o 
de sus intereses económicos.» 
Este segundo criterio, que no figuraba en el artícu-
lo 6 de la derogada Ley 44/1978, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, plantea, a nuestro juicio, 
un resurgimiento de la citada polémica acerca de la in-
terpretación de la residencia. 
En efecto, el dato objetivo de la permanencia en Es-
paña por más de ciento ochenta y tres días , que otorga-
ba una cierta cualidad a la persona con independencia 
de sus ausencias temporales, se completa con un crite-
IH DE JUAN Y PEÑALOSA: «La residencia y el domicilio en la Ley 
General Tributaria>> , CT, núm. 50, 1984, pág. 165. 
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rio eminentemente territorial como es el núcleo princi-
pal o la base de sus actividades empresariales o profe-
sionales o de sus intereses económicos en España. 
Esta redacción puede plantear diversos problemas en 
su aplicación práctica. Las personas no residentes some-
tidas por obligación real, cuando operan por medio de 
establecimiento permanente también tienen una base fí-
sica en territorio español, y actúen o no con estableci-
miento permanente poseen igualmente en nuestro terri-
torio unos intereses económicos y realizan actividades 
empresariales o profesionales. ¿Cómo se puede saber si 
es el «núcleo principal» o la «base»?, ¿acudiendo a un 
criterio cuantitativo respecto a la totalidad de sus ren-
dimientos? Y si los sujetos pasivos por obligación real 
sólo tienen que declarar por los rendimientos obtenidos 
en España, ¿cómo saber si es su actividad principal o 
no? 
Por otro lado, si un sujeto pasivo es residente en vir-
tud del segundo de los criterios no le afectaría la obli-
gación de designar un representante con domicilio en 
España a pesar de no tener residencia habitual en Es-
paña, según el artículo 22 de la propia Ley del Impues-
to sobre la Renta de las Personas Físicas. 
Pensemos, además, que otros tributos, como el Im-
puesto sobre Sucesiones y Donaciones, remiten el con-
cepto de residencia habitual para exigir el impuesto por 
obligación personal a las normas del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, que al modificar el con-
cepto de residencia habitual, puede sujetar al Impuesto 
a personas cuando ninguno de los elementos del hecho 
imponible se realiza en nuestro territorio. 
Respecto a las personas jurídicas, también es la resi-
dencia la que determina la obligación personal de con-
tribuir. Según el artículo 9 de la Ley 6111978, de 27 de 
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diciembre, «Se considerarán entidades jurídicas residen-
tes en Espaüa las que cumplan cualquiera de los requi-
sitos siguientes: 
a) Que se hubieran constituido conforme a las leyes 
españolas. 
b) Que tengan su domicilio social en territorio 
espaüol. 
e) Que tengan la sede de dirección efectiva en terri-
torio español». 
En este caso se utiliza un criterio , despreciado en el 
artículo 45 de la Ley General Tributaria, como es el do-
micilio social, para atribuir la residencia cuando este 
mismo criterio no atribuye el domicilio tributario. Y al 
mismo tiempo se atiende al criterio de la dirección efec-
tiva, que es el que también sirve para determinar el 
domicilio. 
Aparecen, como vemos, la residencia y el domicilio 
interrelacionados a través de definiciones recíprocas. Lo 
que puede parecer un juego de palabras creemos que 
debería ser distinguido en el siguiente sentido. 
La residencia, además de su función jurídica como 
punto de conexión en la aplicación de las normas tribu-
tarias y criterio modulador de los sistemas de tributa-
ción , es un concepto más amplio que el del domicilio. 
Supone una vinculación jurídica con el Estado , que con-
fiere a la persona un estatuto personal en materia 
tributaria. 
Con este carácter aparece recogida sistemáticamente 
en la Ley General Tributaria : Capítulo II (aplicación de 
las normas), sección 1." (ámbito de aplicación). 
El domicilio es una circunstancia de lugar, de locali-
zación, en orden al ejercicio de los derechos y cumpli-
miento de las obligaciones que la aplicación previa de 
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las normas tributarias determina. De ahí que la residen-
cia habitual a la que hace referencia el artículo 45 de la 
Ley General Tributaria no puede suponer la permanen-
cia en un territorio, sino el lugar exacto (población, ca-
lle, número y vivienda) donde puede ser localizada una 
determinada persona dentro del territorio. 
La residencia habitual, a efectos del domicilio, será 
el lugar dentro de un territorio donde la persona ha ele-
gido permanecer y al que la ley tributaria reconoce efec-
tos como lugar de desarrollo de sus relaciones ju-
rídico-tributarias. 
También la Ley General Tributaria sistemáticamente lo 
distingue situándolo en el Capitulo III (el sujeto pasivo). 
Esta diferenciación queda claramente delimitada en al-
gunos impuestos, como el Impuesto sobre Sociedades, en 
el que aparecen normas que determinan la residencia 
(art. 9) y normas que determinan el domicilio (art. 8). 
Para las personas jurídicas, el domicilio fiscal ocupa 
un lugar destacado en la aplicación del impuesto. Pen-
semos que según sea el lugar del domicilio habrá de pre-
sentarse solicitud de alta en el censo de empresarios y 
profesionales de una u otra Delegación de Hacienda; 
igual sucede respecto a las autoliquidaciones, notifica-
ciones, recursos, etc. 
Esta misma distinción, por los distintos efectos que 
produce, es la que se echa en falta con respecto a las 
personas físicas. Parece criticable, por tanto, que la cla-
ridad en la delimitación de ambos conceptos que apa-
rece en el Impuesto sobre Sociedades no se haya repro-
ducido respecto a las personas físicas en el Impuesto so-
bre la Renta de las Personas Físicas 19 . 
1 ~ En este sentido CORTES DOMINGUEZ, M., manifiesta que <<el 
concepto legal de residencia habitual es en principio válido tan sólo para 
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2. Domicilio fiscal y domicilio particular 
Una vez delimitados el domicilio y la residencia es ne-
cesario destacar que en las leyes tributarias particulares 
e incluso en la propia Ley General Tributaria y en los 
reglamentos que la desarrollan, junto ar domicilio tri-
butario aparecen otros conceptos que no siempre coin-
ciden con el fijado en el artículo 45: el domicilio parti-
cular, el domicilio a efectos de notificaciones, el domi-
cilio del representante, el domicilio social. Analizare-
mos en este epígrafe las relaciones entre el domicilio fis-
cal y el particular, posponiendo el comentario de los 
otros tipos de domicilio mencionados a otros lugares de 
este trabajo respecto de otras cuestiones con las que 
guardan una mayor relación. 
A) Domicilio fiscal 
Es el concepto genérico que define el lugar donde se 
encuentran los obligados tributarios para el desarrollo 
ele la función tributaria y que determina, por tanto, la 
sede del cumplimiento de las obligaciones y deberes 
tri bu tarios. 
Los efectos tributarios a los que se refiere el artículo 
45 de la Ley General Tributaria son, sin embargo , más 
limitados de los que en principio pudiera parecer. Ade-
el impuesto para el que fue dado , lo que permite que , en otros casos , el 
legislador determine el concepto atendiendo a otros criterios. En este sen-
tido quizá pueda afirmarse que estamos ante un concepto jurídico inde-
terminado , y que, por tanto , los problemas que suscite su determinación 
en los casos concretos son cuestiones de derecho más que cuestiones de 
hecho». Ordenamiento tributario espwiol, ob. cit.,, pág . 354 
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más de que ciertas leyes tributarias particulares ofrez-
can un concepto propio de domicilio fiscal y específico 
respecto al del artículo 45, en el orden general no siem-
pre se atiende al domicilio fiscal. 
Con respecto a la competencia territorial de las ofici-
nas gestoras a que hace referencia el artículo 92 de la 
Ley General Tributaria, no se atiende sólo al domicilio 
tributario en el segundo de los criterios, sino también a 
los siguientes: l. El lugar en que radiquen los factores 
productivos, las explotaciones económicas o los bienes 
inmuebles sujetos a tributación. 3. El lugar en que se 
utilice el dominio público o se preste el servicio o se rea-
lice la actividad u obra. 4. El lugar donde se produzca 
el hecho o negocio determinante de la transmisión. 
El tercer criterio hace referencia a las tasas y contri-
buciones especiales y el primero y cuarto a tributos de 
carácter real. Por tanto, parece que el domicilio deter-
mina la competencia en el ámbito de los impuestos per-
sonales, salvo que otras leyes particulares determinen 
otra cosa. 
Respecto al desarrollo de los actos de la Inspección, 
el artículo 143 de la Ley General Tributaria establece 
que podrán desarrollarse indistintamente: 
<<a) En el lugar donde el sujeto pasivo tenga su do-
micilio tributario o en el del representante que a tal efec-
to hubiera designado. 
b) En donde se realicen total o parcialmente las ac-
tividades gravadas. 
e) Donde exista alguna prueba, al menos parcial, 
del hecho imponible. 
d) En las oficinas públicas a que se refiere el apar-
tado 2 del artículo 145, cuando los elementos sobre los 
que haya de realizarse puedan ser examinados en dicho 
lugar.» 
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Lo que demuestra este precepto es que el domicilio 
tributario no es un domicilio necesario porque sea el lu-
gar donde se encuentren las pruebas del hecho imponi-
ble . Es sólo un lugar de localización del sujeto pasivo 
que puede ser utilizado junto a otros para la realización 
de ciertas funciones por parte de la Administración. 
Esta opinión aparece confirmada por el artículo 21.5 
del Reglamento General de la Inspección de los Tribu-
tos cuando establece que: «La Inspección de los tribu-
tos en cuyo ámbito de competencia territorial se halle 
el domicilio tributario del interesado podrá examinar 
cuantos libros, documentos o justificantes deban serie 
aportados aunque se refieran a bienes, derechos o acti-
vidades que radiquen, aparezcan o se desarrollen en un 
ámbito territorial distinto.» 
Este precepto viene a confirmar además la competen-
cia territorial de los Organos de la Inspección en base 
al domicilio tributario, que se especifica aún más clara-
mente en la Orden Ministerial de 26 de mayo de 1986 
que establece que «será el domicilio fiscal que el obli-
gado tributario tenga al iniciarse las actuaciones inspec-
toras el determinante en su caso de la competencia del 
órgano actuante de la Inspección de los Tributos inclu-
so respecto de hechos imponibles o períodos anteriores 
relacionados con un domicilio tributario distinto». 
Respecto a la recaudación, el artículo 17 del Regla-
mento General de Recaudación (RO 1684/1990, de 20 
de diciembre) establece que «l. A efectos recaudato-
rios, tratándose de deudas tributarias, se considerará 
como domicilio de los obligados al pago el señalado en 
los artículos 45 y 46 de la Ley General Tributaria. 
2. Cuando se trate de deudas no tributarias se consi-
derará como domicilio de los obligados el que proceda 
conforme a las normas que lo regulan». 
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En este segundo caso se hace referencia a los artícu-
los 40 y 41 del Código Civil y 64 a 69 de la Ley de En-
juiciamiento Civil. 
Las normas tributarias particulares suelen fijar tam-
bién el lugar de la presentación de declaraciones y el 
pago de las deudas tributarias, que con una remisión ge-
nérica al órgano de recaudación competente hacen re-
ferencia , salvo algunas excepciones, al órgano en cuya 
demarcación se encuentre el domicilio fiscal de sujeto 
pasivo. 
Por tanto, el domicilio fiscal al que hace referencia el 
artículo 45 de la Ley General Tributaria sirve para de-
terminar la sujeción a la potestad tributaria de la Ad-
ministración, básicamente en los tributos de carácter 
personal, la sede del ejercicio de determinadas funcio-
nes de gestión, el lugar de cumplimiento de ciertas obli-
gaciones tributarias y principalmente, como veremos en 
su momento , el lugar al que han de dirigirse las notifi-
caciones de la Administración al obligado tributario. 
B) Domicilio particular: el derecho a la inviolabilidad 
El legislador, consciente de que el domicilio fiscal no 
siempre es el lugar donde se realiza el hecho imponible 
o se encuentran los datos para comprobar o verificar los 
declarados por el sujeto pasivo, utiliza otros lugares 
para ejercer las funciones de comprobación e investiga-
ción. Del mismo modo, en el procedimiento de recau-
dación en vía de apremio puede resultar necesaria la en-
trada en el domicilio del deudor para el embargo de los 
bienes que cubran el importe de la deuda no satisfecha. 
El problema se plantea cuando uno de estos lugares 
es el domicilio del obligado tributario. Aparecen así en 
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nuestras normas tributarias los conceptos de «domicilio 
particular» o «domicilio del deudor» que parece nece-
sario clarificar, en cuanto pueden no coincidir con el do-
micilio tributario fijado en el artículo 45 de la Ley Ge-
neral Tributaria 
La primera referencia al domicilio particular la en-
contramos en el artículo 141.2 de la Ley General Tri-
butaria, según el cual: «Cuando el dueño o morador de 
la finca o edificio o la persona bajo cuya custodia se ha-
llare el mismo se opusiere a la entrada de los Inspecto-
res, no podrán llevar a cabo éstos su reconocimiento sin 
la previa autorización escrita del Delegado o Subdele-
gado de Hacienda; cuando se refiera al domicilio par-
ticular de cualquier español o extranjero será preciso la 
obtención del oportuno mandamiento judicial.» 
En el desarrollo de este artículo, el Reglamento Ge-
neral de la Inspección establecía en el artículo 39.3 que 
«cuando la entrada y reconocimiento se refiera al domi-
cilio particular de una persona física será preciso la ob-
tención del oportuno mandamiento judicial si no media-
re consentimiento del interesado. Si la misma finca se 
destina a casa-habitación y al ejercicio de una actividad 
profesional o económica con accesos diferentes y clara 
separación entre las partes destinadas a cada fin, se en-
tenderá que la entrada a las habitaciones donde se de-
sarrolle una actividad profesional o económica no lo es 
al domicilio particular. 
A estos efectos se considerará domicilio particular no 
sólo la vivienda que sirva de residencia habitual a una 
persona física, sino asimismo cualquier vivienda o lugar 
que sirva efectivamente de morada». 
Este artículo plantea diversas cuestiones respecto al 
domicilio fiscal. 
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En primer lugar y en el nivel conceptual al que nos 
estamos refiriendo, el domicilio particular es un concep-
to más amplio que el del domicilio fiscal, ya que no se 
trata sólo de la residencia habitual, sino de cualquier lu-
gar que sirva de morada. Desde un punto de vista sub-
jetivo tampoco se hace referencia a que sea el domicilio 
del sujeto pasivo, sino de cualquier español o extranje-
ro. Limitaba, sin embargo, el artículo 39.3 su ámbito al 
de la personas físicas. 
Según GUIO MONTERO, «el adjetivo particular no 
añade ninguna calificación jurídica al domicilio, por lo 
que en principio debe referirse al domicilio sin especi-
ficar ninguna otra particularidad. Entiendo que el legis-
lador tributario pretendió llamar la atención sobre la. po-
sibilidad de que en el domicilio de una persona se ejer-
ciese al mismo tiempo una actividad económica o pro-
fesional (médico que mantiene su consulta en una sala 
de su domicilio, arquitecto que utiliza la buhardilla de 
su vivienda como estudio, etc.). Con el fin de evitar 
cualquier tipo de suspicacia ante estas situaciones, es 
por lo que el legislador incluyó el adjetivo calificativo 
que pretende crear una diferencia entre el domicilio y 
el local de negocio» 20 . 
En nuestra opinión, la interpretación de GUIO 
MONTERO debe ser revisada a la luz de la doctrina 
del Tribunal Constitucional. El concepto de domicilio 
particular debe ser actualmente interpretado de la mis-
ma manera que el concepto de domicilio que aparece 
en el artículo 18.2 de la Constitución, por cuanto tanto 
el artículo 141.2 como el artículo 130 de la Ley General 
Tributaria pretenden garantizar, respecto a una actua-
211 GUJO MONTERO , F.: El contribuyente ante la Inspección de Ha· 
cienda, Lex Nova , Valladolid , 1985, pág. 181. 
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ción específica de la Administración Tributaria , aquel 
derecho fundamental. 
En un sentido parecido al del domicilio particular, el 
artículo 130 de la Ley General Tributaria, en el proce-
dimiento de recaudación en vía de apremio, establecía, 
en la redacción dada al mismo por el artículo 110 de la 
Ley 33/1987, de Presupuestos Generales del Estado para 
1988, que «previa exhibición del documento individual 
o colectivo, acreditativo de la deuda tributaria, los Jue-
ces de Instrucción autorizarán, dentro de las veinticua-
tro horas siguientes a la solicitud, la entrada en el do-
micilio del deudor, siempre que se manifieste por los ór-
ganos de recaudación haber perseguido cuantos bienes 
sea posible trabar sin necesidad de aquella entrada». 
En concordancia con aquella redacción, el artícu-
lo 115.4 del Reglamento General de Recaudación de 
1990 establece que: «Finalizada la traba de bienes para 
la que no sea necesaria la entrada en el domicilio o en 
los restantes edificios o Jugares de acceso dependientes 
del consentimiento de su titular, si el valor estimado de 
aquéllos no cubre el importe de la deuda, se solicitará 
del Juez de Instrucción autorización para la entrada en 
el domicilio en que se encuentren. A la solicitud se uni-
rá copia del título ejecutivo y justificación de la necesi-
dad de la misma. Las solicitudes pueden referirse a uno 
o más títulos. 
No será necesaria dicha autorización si el titular con-
siente la entrada en el domicilio.» 
Pues bien, por domicilio particular o por domicilio 
del deudor no cabe entender el domicilio tributario, 
aunque este último pueda coincidir con aquél. 
Estos artículos están haciendo referencia al domicilio 
tal como se entiende en el orden general y tal como se 
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encuentra protegido por el artículo 18 de la Cons-
titución 21 . 
La nueva redacción del artículo 130 de la Ley Gene-
ral Tributaria ha sido declarada inconstitucional por la 
STC 76/1992, de 14 de mayo, y el artículo 39.3 del Re-
glamento General de la Inspección de los Tributos ha 
sido declarado nulo por la Sentencia del Tribunal Su-
premo de 22 de enero de 1993. 
Ninguna de las dos sentencias inciden, sin embargo, 
en el tema de fondo que plantean los artículos 141 y 130 
de la Ley General Tributaria y el artículo 39.3 del Re-
glamento General de la Inspección. La primera, porque 
declara nulo el artículo 130 por razones distintas a la de 
la inviolabilidad del domicilio; la segunda, porque cree-
mos contiene una doctrina confusa en la interpretación 
del concepto de domicilio. 
Ello no obstante, ambas sentencias han reavivado el 
polémico tema acerca del alcance del principio de la in-
violabilidad del domicilio y los límites que el artícu-
lo 18.2 de la Constitución impone a la actuación admi-
nistrativa. En materia tributaria, como hemos manifes-
21 SOLER ROCH, comentando la primitiva redacción del artículo 130 
de la Ley General Tributaria y el Reglamento General de Recaudación de 
1968, manifestaba que: «Tanto este precepto legal como el artículo 103 del 
RGR se refieren en todo momento al "domicilio" del deudor, expresión 
que, en un principio , podría entenderse en sentido técnico estricto como 
domicilio a efectos tributarios determinado, para personas naturales y/o ju-
rídicas, de acuerdo con los criterios establecidos en el artículo 45 LGT Sin 
embargo, otra posible interpretación que sin duda se aparta del tenor li-
teral, pero se aproxima, en cambio, a la lógica impuesta por la considera-
ción de este trámite (autorización judicial de entrada) como actuación pre-
via al embargo de los bienes del deudor, lleva a integrar el contenido de 
aquella expresión con todos aquellos lugares en los que puedan localizarse 
los bienes objeto del embargo, siempre, claro está, que guarden alguna re-
lación de titularidad con el deudor tributario>> (Comentarios a la Leyes Tri-
butarias y Financieras, t. U. dir. por N. Amorós Rica, Editorial de Dere-
cho Financiero, Madrid, 1983, pág. 286) 
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tado al principio, tales límites pueden afectar a la acti-
vidad inspectora y al procedimiento recaudatorio en vía 
de apremio. 
Los preceptos que analizamos están en íntima co-
nexión con el artículo 18.2 de la Constitución, que es-
tablece el derecho a la inviolabilidad del domicilio. Se-
gún el citado precepto «ninguna entrada o registro po-
drá hacerse en él sin consentimiento del titular o reso-
lución judicial, salvo en caso de flagrante delito». Tal 
derecho fundamental vincula, obviamente, a todos los 
poderes públicos, incluida la Administración Tributaria, 
por lo que parece necesario recordar la doctrina del Tri-
bunal Constitucional en la interpretación del concepto 
de domicilio protegido por el citado artículo. 
Los problemas que plantea el artículo 18.2 de la Cons-
titución en orden a la actuación administrativa son de 
diversa índole. Sistemáticamente son los siguientes: pri-
mero, el posible conflicto entre los principios de auto-
tutela administrativa e inviolabilidad del domicilio; se-
gundo, la determinación de la competencia del Juez que 
ha de otorgar la autorización para la entrada en el do-
micilio; tercero, el ámbito subjetivo y objetivo que pro-
tege el artículo 18.2 de la Constitución. 
a) Respecto al posible conflicto entre autotutela ad-
ministrativa y derechos fundamentales debe resolverse , 
siguiendo a la mayoría de la doctrina, en el sentido de 
que la Administración en el ejercicio de su potestad de 
autotutela debe, como el resto de los poderes públicos , 
respetar los derechos y libertades proclamados en la 
Constitución 22 . 
22 A este respecto SOSA W AGNER mantenía, antes de la promulga-
ción de la Constitución , que: <<cuando, como en este supuesto, se genera 
una tensión entre privilegio de ejecutoriedad y derechos fundamentales, 
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En este sentido SOLER ROCH manifiesta que: 
«Desde esta perspectiva, tampoco entiendo que pueda 
considerarse la solicitud de autorización judicial para la 
entrada en el domicilio del deudor antes de proceder al 
embargo, contemplada en el artículo 130 de la LGT, 
como una limitación del privilegio de la autotutela eje-
cutiva, toda vez que los actos relativos al procedimien-
to de apremio, como manifestación de aquel privilegio, 
se realizan, en todo momento, con sujeción al principio 
de legalidad en la actuación administrativa, cuya legiti-
midad exige además, ante todo, la observancia de los 
preceptos constitucionales» 23 . 
Sin embargo, la inviolabilidad del domicilio como lí-
mite a la potestad de autotutela administrativa ha teni-
do su origen y desarrollo en la jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional. 
La primera sentencia del Tribunal Constitucional so-
bre este tema (STC 22/1984, de 17 de febrero) estable-
ció la necesidad de autorización judicial para cualquier 
entrada de la Administración en un domicilio, así como 
el nexo de unión entre la inviolabilidad del domicilio y 
el derecho a la intimidad. La necesidad de autorización 
judicial la extendía el Tribunal no sólo a los casos en que 
se tratara de una resolución administrativa, sino incluso 
cuando lo que se ejecuta es una resolución judicial. 
debe ínstrumentarse la intervención -todo lo sumaría y ágil que se estime 
conveniente, pero obligada- del Juez. ( ... )La generalización de este me-
canismo constituiría la vía más adecuada para, por un lado, no dejar iner-
me a la Administración, lo que no tendría mayor justificación y, por otro, 
mantener incólume el principio cardinal del resídencíamíento jurisdiccio-
nal de la tutela y protección de los derechos fundamentales del ciudada-
no» (Ejecución forzosa e inviolabilidad del domicilio, CREDA , núm. 14, 
1977, pág. 487). 
23 SOLER ROCH, M. T., en Comentarios a las Leyes Tributarias y Fi-
nancieras, ob. cit., pág. 280. 
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En la doctrina administrativista LOPEZ RAMON 
mantuvo una postura contraria a la del Tribunal Cons-
titucional. Compartiendo con el alto Tribunal la rela-
ción entre la inviolabilidad del domicilio y derecho a la 
intimidad , el citado autor señala que no hubiera sido di-
fícil compatibilizar la protección del artículo 18.2 de la 
Constitución con la ejecución administrativa de aque-
llos actos no orientados a violar la intimidad , pero que 
precisan para su cumplimiento de la entrada en un 
domicilio 24 . 
La rígida doctrina de la citada sentencia, que exigía 
la autorización judicial en todo caso, tanto para ejecu-
tar resoluciones administrativas como judiciales, ha sido 
suavizada por la STC 160/1991, de 18 de julio , según la 
cual la autorización judicial para la entrada en el domi-
cilio no será necesaria cuando proceda de una resolu-
ción judicial cuyo fallo lleve implícita la entrada en el 
domicilio 25 . 
En materia tributaria, sin embargo, será difícilmente 
aplicable esta doctrina del Tribunal Constitucional, por 
cuanto las resoluciones judiciales en dicha materia , por 
su propio carácter, no tienen por qué depender para su 
24 LO PEZ RAMO N, F.: «Límites constitucionales de la autotutela ad-
ministrativa», RAP, núm. 115, 1988, pág. 89. 
25 En comentario a esta sentencia LAFUE NTE BENACHES ha man-
tenido que: «Así, por ejemplo y en relación a decisiones jurisdiccionales 
del orden contencioso-administrativo , la ejecución de una Sentencia que 
declare la conformidad a Derecho de un acto de expropiación o de una 
declaración de ruina lleva implícita la entrada domiciliaria , siendo redun-
dante e innecesaria --<:amo ha señalado el Tribunal Constitucional en el 
caso debatido--- la solicitud de una nueva resolución judicial que ordene 
dicha entrada. No ocurrirá lo mismo si la necesidad de entrada domicilia-
ria no se deriva del fallo jurisdiccional y, por el contrario, obedece a la 
decisión de la propia Administración para vencer la resistencia del obliga-
do>>. («Reflexiones sobre la inviolabilidad del domicilio a propósito de la 
STC 160/1991 , de 18 de julio». CREDA , núm. 73, 1992, pág. 79). 
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ejecución de la entrada en el domicilio y, por tanto, no 
tienen por qué preverla 26 . 
Esta última sentencia no altera, por tanto, la necesa-
ria autorización judicial para la entrada en el domicilio, 
tanto para la realización de actividades inspectoras 
como para el embargo de los bienes en el procedimien-
to de apremio. 
La doctrina establecida en la Sentencia 22/1984 pro-
vocó también el problema de la determinación del Juez 
competente para otorgar las autorizaciones judiciales. 
La Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, en su ar-
tículo 87.2, atribuyó tal competencia a los Juzgados de 
Instrucción 27 . 
El artículo 140 de la Ley General Tributaria nada dice 
sobre esta competencia, mientras que el artículo 130 la 
atribuía a los Jueces de Paz comarcales o municipi:tles, 
según el que existiese en cada localidad. Precisamente 
por ello, la Ley 3311987, de Presupuestos Generales del 
26 En este sentido JUAN LOZANO, A. M. , mantiene que <<dado el 
carácter esencialmente pecuniario del cumplimiento de los actos de la Ad-
ministración Tributaria, parece difícil sostener que la resolución judicial 
que se emite tras su impugnación es expresión implícita de esa actividad 
de garante del derecho a la inviolabilidad del domicilio que el órgano del 
que procede habría llevado a cabo>> («Inviolabilidad del domicilio y lími-
tes materiales de la Ley de Presupuestos. Un pronunciamiento capital del 
Tribunal Constitucional», CREDF, núm. 76, 1992, pág. 681). 
27 La atribución de la competencia a los Juzgados de Instrucción pro-
vocó diferentes posturas en la doctrina: NIETO , A., se muestra contrario 
a esta solución por entender que distorsiona el planteamiento del tema, 
que nada tiene que ver con la jurisdicción criminal (<<Actos administrati-
vos cuya e jecución precisa una entrada domiciliaria>>, RAP, núm. 112 , 
1987, pág. 48); para ALVAREZ-LINERA Y URIA, sin embargo, es la 
solución más acertada , por un lado, porque de ellos cabe esperar una ac-
tuación más rápida que la de los Juzgados de Primera Instancia y porque 
si se atribuyera la competencia al Juez de lo contencioso-administrativo, 
éste se encuentra más alejado del justiciable (<<La autorización judicial para 
la entrada en domicilios particulares, en ejecución de actos administrati-
VOS>> , La Ley, 1989, t. 1. , pág. 1039). 
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Estado, dio nueva redacción al artículo 130 de la Ley 
General Tributaria, otorgando también la competencia 
a los Juzgados de Instrucción. 
Conectado con la conveniencia de atribuir la compe-
tencia a los Juzgados de Instrucción aparece el tema de 
las facultades que tiene el Juez en orden a conceder la 
citada autorización 28 . 
b) Las facultades del Juez, en orden a la autoriza-
ción para la entrada en el domicilio, ha sido un debate 
clásico en la interpretación del artículo 130 de la Ley 
General Tributaria y que actualmente se traslada tam-
bién a la interpretación del artículo 87.2 de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial. 
La fórmula utilizada por el artículo 130 de la Ley Ge-
neral Tributaria: «Los Jueces ... autorizarán» y el corto 
espacio de tiempo para dictar la resolución judicial 
(veinticuatro horas) obligaban a dilucidar cuáles eran las 
facultades del Juez en orden a la citada autorización. 
El SDFUM mantenía que «no podemos en modo al-
guno considerar que en virtud del precepto legal trans-
crito (art. 130 LGT) carezca el Juez de atribuciones para 
denegar la autorización. Lo que ocurrirá es que seme-
jante denegación habrá de estar fundamentada» 29 . 
lB Según LO PEZ DIAZ, A.: «Si dicha intervención adquiere carácter 
automático, sin facultades de control por parte del Juez, creemos que es 
importante el argumento de la rapidez. Ahora bien, si las facultades otor-
gadas a los Jueces son relevantes, creemos que debiera pesar más el 
conocimiento específico de la materia , en este caso de la actuación admi-
nistrativa, por lo que debiera atribuirse a los Juzgados de lo Contencioso-
Administrativo>> (La recaudación de deudas tributarias en vía de apremio, 
IEF, Madrid, 1992, págs. 269-270). 
29 SDFUM: Notas de Derecho financiero, vol. III, dir. por F. SAINZ 
DE BUJANDA, Universidad Complutense. Madrid, 1975, pág. 260. 
A la misma conclusión llegaba SOLER ROCH de una interpretación 
conjunta del artículo 130 de la Ley General Tributaria y 103 del anterior 
Reglamento General de Recaudación que preveía la posibilidad de la de-
negación de Juez. Según la citada autora: <<En definitiva , entiendo que de 
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Esta misma postura fue la mantenida por el Tribunal 
Constitucional en la Sentencia 2211984, que aclara en su 
FJ 4. 0 que «nada autoriza a pensar que el Juez a quien 
el permiso se pide y competente para darlo debe fun-
cionar con un automatismo formal». 
Esto no significa, como se ha planteado algún au-
tor 30 , que el Juez deba comprobar la legalidad del acto 
o la cuestión de fondo, vulnerando el orden de juris-
dicciones, sino que la autorización lo que debe con-
templar es la necesidad de la entrada en el domicilio 
para la ejecución del acto administrativo, la compe-
tencia del órgano que la solicita y la individualización 
del sujeto y del domicilio respecto al cual se autoriza 
la entrada. 
En este sentido la STC 144/1987, de 23 de septiem-
bre, establecía que «el Juez de Instrucción actúa en es-
tos supuestos como garante del derecho fundamental a 
la inviolabilidad del domicilio y, en consecuencia, lo úni-
co que ha de asegurar es que requiere efectivamente la 
entrada en él la ejecución de un acto que, prima facie, 
parece dictado por autoridad competente en ejercicio 
de facultades propias, garantizando al tiempo que esa 
irrupción en el ámbito de la intimidad se produzca sin 
más limitaciones de ésta que aquellas que sean estricta-
mente indispensables para ejecutar la resolución ad-
ministrativa» . 
la lectura del artículo 130 LGT, en relación con el artículo 103 RG R, se 
desprende la existencia de un deber, por parte de la autoridad judicial, de 
pronunciarse sobre la solicitud formulada por el Recaudador, pero no ne-
cesariamente de conceder la autorización requerida» (Comentario al artí-
culo 130 de la Ley General Tributaria, ob. cit., pág. 283). 
30 LOPEZ RAMON , F.: Límites constitucionales de la autotutela ad-
ministrativa, ob. cit., pág. 93; ALVAREZ-LINERA Y URIA, C.: La au-
torización judicial para la entrada en domicilios particulares, en ejecución 
de actos administrativos, ob. cit., págs. 1040 y ss. 
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Una última cuestión en la interpretación del derecho 
a la inviolabilidad del domicilio es determinar qué luga-
res se encuentran protegidos y a qué personas se les otor-
ga el derecho a la inviolabilidad del domicilio. Esto es, 
el ámbito objetivo y subjetivo del domicilio. 
e) Respecto al ámbito objetivo del domicilio, la 
Constitución no ha definido cuáles son los lugares cuya 
entrada requiere autorización judicial. 
En este sentido, el Tribunal Constitucional interpre-
tó en STC 22/1984, de 17 de febrero, que el domicilio 
al que hace referencia el artículo 18 es un concepto más 
amplio que el establecido en el Derecho privado o en 
el Derecho administrativo. Según la citada sentencia: 
«En relación con este tema debe señalarse que la idea 
de domicilio que utiliza el artículo 18 de la Constitución 
no coincide plenamente con la que se utiliza en materia 
de Derecho privado ( ... ). La protección constitucional 
del domicilio es una protección de carácter instrumen-
tal que defiende los ámbitos en que se desarrolla la vida 
privada de la persona. Por ello existe un nexo de unión 
indisoluble entre la norma que prohíbe la entrada y el 
registro en un domicilio, artículo 18.2 de la Constitu-
ción, y la que impone la defensa y garantía del ámbito 
de la privacidad. Todo ello obliga a mantener por lo me-
nos prima facie un concepto constitucional de domicilio 
con mayor amplitud que el concepto jurídico-privado o 
jurídico-administrativo» (FJ 2. o). 
En concordancia con esta interpretación el artícu-
lo 87.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial atribuye 
a los Juzgados de Instrucción la autorización, en reso-
lución motivada «Cuando ello proceda para la ejecución 
forzosa de los actos de la Administración», garantizan-
do no sólo la inviolabilidad del domicilio sino también 
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de los «restantes edificios o lugares de acceso depen-
dientes del consentimiento de sus titulares». 
d) La interpretación de esta sentencia, como del ar-
tículo 87.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, llevó 
a una conclusión, en nuestra opinión equivocada, según 
la cual la protección del domicilio sólo se aplicaba a las 
personas físicas 3\ y por otro lado, que el bien jurídico 
que protegía el artículo 87.2 era doble: la intimidad de 
las personas y el derecho de propiedad 32 . 
El Tribunal Constitucional no ha dejado, sin embar-
go , lugar a dudas respecto al ámbito subjetivo de apli-
cación del derecho que estamos examinando. 
La STC 137/1985, de 17 de octubre, manifestó que: 
«Este derecho a la inviolabilidad del domicilio tiene 
también justificación en el supuesto de personas jurídi-
cas y posee una naturaleza que en modo alguno repug-
na la posibilidad de aplicación a estas últimas, las que 
-suele ponerse de relieve- también pueden ser titula-
res legítimas de viviendas, las que no pueden perder su 
carácter por el hecho de que el titular sea una u otra, 
derecho fundamental que cumple su sentido y su fin 
también en el caso de que se incluyan en el círculo de 
los titulares de este derecho fundamental a personas ju-
rídicas u otras colectividades. 
31 NIETO, A.: Actos administrativos cuya ejecución precisa una entra-
da domiciliaria, ob. cit.,; LO PEZ RAMON , F.: Límites constitucionales a 
la autotutela administrativa, ob. cit., 
32 QUERALT, J. J., si bien admite el derecho a la inviolabilidad del 
domicilio para las personas jurídicas, considera que el artículo 87.2 de la 
LOPJ esta protegiendo, por un lado, la intimidad (el domicilio), y por 
otro, lado la propiedad (restantes edificios o lugares dependientes del con-
sentimiento de sus titulares). Ver QUERALT, J . J.: <<La inviolabilidad do-
miciliaria y los controles administrativos. Especial referencia a las empre-
sas>>, Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 30 , 1990. 
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En suma, la libertad de domicilio se califica como re-
flejo directo de la protección acordada en el ordena-
miento a la persona, pero no necesariamente a la per-
sona física, desde el momento en que la persona jurídi-
ca venga a colocarse en el lugar del sujeto privado com-
prendido dentro del área de la tutela constitucional, y 
todas las hipótesis en que la instrumentación del dere-
cho a la libertad no aparezcan o sean incompatibles con 
la naturaleza o la especialidad de fines de ente colecti-
vo» (FJ 3. 0 ) . 
Del análisis conjunto de esta sentencias nuestra pos-
tura es la siguiente: 
En primer lugar, la conexión de la inviolabilidad del 
domicilio con el derecho a la intimidad no es incompa-
tible con que se otorgue tal derecho a las personas ju-
rídicas. En efecto, en el desarrollo de sus actividades la 
entidades jurídicas tienen un ámbito de privacidad que 
normalmente está vedado a terceros y cuya protección 
debe garantizar la Constitución. La intimidad, por otra 
parte, es un concepto que no tiene por qué circunscri-
birse exclusivamente a la intimidad familiar propia de 
las personas físicas, sino que puede extenderse a la in-
timidad profesional o empresarial predicable de cual-
quier persona . 
Esta vinculación con el derecho a la intimidad es la 
que impide manejar un concepto estricto de domicilio, 
que debe extenderse, como lo ha hecho el Tribunal 
Constitucional , a «los ámbitos en que se desarrolla la 
vida privada de la persona». De tal manera que lo de 
menos es el título jurídico que se ostente sobre el lugar, 
sino el desarrollo dentro del mismo de una actividad 
privada. 
Era evidente que ni el artículo 141.2 de la Ley Ge-
neral Tributaria , ni mucho menos el Reglamento Gene-
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ral de la Inspección, respetaban esta doctrina. Ambas 
normas exigían la autorización judicial sólo en el caso 
de personas físicas y circunscrito a los lugares que sir-
vieran de morada a las mismas, esto es, el domicilio 
particular. 
La STS de 22 de enero de 1993 declara nulo el ar-
tículo 39.3 del Reglamento General de la Inspección y 
utiliza la ocasión para pronunciarse sobre el artículo 
141.2 de la Ley General Tributaria. Reproduce la Sen-
tencia la doctrina del Tribunal Constitucional acerca de 
la aplicación del derecho a la inviolabilidad del domici-
lio a las personas jurídicas. 
Por tanto, cuando el artículo 141.2 de la Ley General 
Tributaria hace referencia al domicilio particular de 
cualquier español o extranjero hay que entenderlo re-
ferido también a las personas jurídicas. 
Se aparta la sentencia, sin embargo, de la interpreta-
ción que del ámbito objetivo del domicilio hace el Tri-
bunal Constitucional y que parece corroborada por el 
artículo 87.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
En efecto, el Tribunal Supremo anula el artículo 39.3, 
que entendía por domicilio particular no sólo la vivien-
da que sirviera de residencia habitual, sino cualquier vi-
vienda o lugar que sirviera de morada a una persona fí-
sica, así como cuando consideraba que la entrada a las 
habitaciones donde se desarrolle una actividad profesio-
nal o económica no lo es al domicilio particular si tenía 
accesos diferentes. Pero lo anula basándose en que el 
domicilio a que hace referencia el artículo 39.3 no es 
coincidente con el establecido en el artículo 45.1 de la 
Ley General Tributaria. 
Se expone en la citada Sentencia que: «La Ley Ge-
neral Tributaria, en su artículo 45.1 contiene un con-
cepto de "domicilio fiscal" plenamente coincidente con 
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el Código Civil ( ... ). No cabe duda que este concepto 
es claro, armónico con el resto del Ordenamiento jurí-
dico y específico en el orden tributario, por lo que el for-
mularlo en el artículo 39.3 del Reglamento General de 
la Inspección no hace sino separarse de él --con su ine-
vitable cotejo de nulidad- e introducir confusiones que 
nunca deben producirse en tan importante materia» (FJ 
21."). 
El fallo del Tribunal , en relación con este punto, se 
expresa en el siguiente pronunciamiento: «Se anula el 
artículo 39.3 del Reglamento excepto en su primer 
párrafo o inciso, debiendo estarse a efectos de lo que 
debe entenderse por domicilio fiscal a lo que dispone el 
artículo 45 .1 de la Ley General Tributaria , y en cuanto 
al tratamiento del domicilio de las personas jurídicas, a 
la doctrina del Tribunal Constitucional». 
En nuestra opinión no tiene en cuenta el Tribunal, en 
primer lugar, que el domicilio fiscal no es coincidente 
con el domicilio civil en el caso de las personas jurídi-
cas, como hemos tenido ocasión de comprobar en el pri-
mer epígrafe de este trabajo . 
En segundo lugar, al interpretar el domicilio particu-
lar como domicilio fiscal, si bien amplía la necesidad de 
autorización judicial para la entrada en el domicilio de 
las personas jurídicas, restringe los lugares para los cua-
les es necesaria la autorización judicial. Precisamente el 
artículo 39.3, aunque sólo referido a las personas físi-
cas, ampliaba el concepto a otros lugares que no fueran 
la residencia habitual, que es el criterio establecido en 
el artículo 45 .1 de la Ley General Tributaria. Por otro 
lado, los criterios de atribución del domicilio para las 
personas jurídicas establecidos en el artículo 45.1 no sir-
ven para proteger la inviolabilidad del mismo ya que és-
tas pueden desarrollar sus actividades empresariales o 
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profesionales en múltiples lugares a uno solo de los cua-
les, y por sus especiales características, se le reconoce 
el carácter de domicilio fiscal como punto de conexión 
para sus relaciones con la Administración Tributaria. 
Por tanto, la Sentencia anula acertadamente el artí-
culo 39.3, pero no por las razones que debería hacerlo . 
Esto es, porque no respetaba el artículo 18.2 de la Cons-
titución cuando precisamente quería garantizarlo; y no 
lo respetaba porque sólo protegía a las personas físicas 
y en un ámbito más reducido que el que cabe deducir 
de la propia Constitución y de la interpretación que del 
precepto ha hecho el Tribunal Contitucional. 
En nuestra opinión, la autorización judicial debiera 
ser requerida en cualquier lugar para cuya entrada sea 
necesario el consentimiento. de su titular por desarro-
llarse en él su actividad personal, familiar o profesional 
que estando vedada a terceros pudiera ser descubierta 
en el ejercicio de la actividad administrativa. 
Ahora bien, esto no significa que la autorización ju-
dicial sea necesaria en todos los casos. En primer lugar 
no será necesaria cuando haya consentimiento del inte-
resado. En segundo lugar, no se pueden considerar da-
tos vedados a la Administración Tributaria todos aque-
llos que, según los artículos 109 y 110 de la Ley Gene-
ral Tributaria, sean objeto de comprobación e investi-
gación por parte de la Administración Tributaria. En 
nuestra opinión, la doctrina del Tribunal Constitucional 
debería ir perfilando también los límites al derecho a la 
inviolabilidad del domicilio cuando éste se utiliza en 
contra del interés general, pudiendo provocar, como ha 
resaltado SANCHEZ GARCIA 33 , una actitud abusiva 
u obstruccionista. 
33 SANCHEZ GARCIA, N.: <<Inspección. Lugar>> , en Comentarios a 
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El artículo 130 de la Ley General Tributaria también 
fue declarado nulo por la STC 76/1992, de 14 de mayo, 
pero el fallo no se basó en este caso en el artículo 18 
de la Constitución, sino en la falta de idoneidad de la 
Ley de Presupuestos (Ley 33/1987, de Presupuestos Ge-
nerales del Estado para 1988) para modificar la Ley Ge-
neral Tributaria 34 . 
Según la citada Sentencia, «el artículo 130 de la Ley 
General Tributaria es ante todo y sobre todo una nor-
ma de atribución a un órgano judicial de una función ga-
rantizadora de un derecho fundamental, la inviolabili-
dad del domicilio, y de fijación de las condiciones del 
ejercicio de dicha competencia. Este es, pues, el conte-
nido del precepto mencionado, por lo que resulta claro 
su carácter de norma general del régimen jurídico apli-
cable a todos los tributos, cuya incidencia en la ordena-
ción del programa anual de ingresos y gastos es sólo 
accidental y secundaria y, por ende, insuficiente para le-
gitimar su inclusión en la Ley de Presupuestos, cuyo 
contenido propio y su función constitucional (arts. 66.2 
y 134.2) resulta desvirtuado por la incorporación de nor-
mas típicas del Derecho codificado». 
la Ley General Tributaria y líneas para su reforma, IEF, Madrid, 1991 , 
pág. 1672. 
34 RAMALLO MASSANET, J. , manifiesta que el razonamiento del 
Tribunal va dirigido a «que lo inconstitucional es que la Ley de Presupues-
tos modifique "esta" materia, el Derecho codificado. Por tanto, la incons-
titucionalidad en este caso no viene motivada exclusivamente por el ins-
trumento utilizado para la modificación legislativa, sino también por lama-
teria objeto de modificación>> (<<Modificaciones de la Ley General Tribu-
taria por la Ley Anual de Presupuestos Generales>>, CT, núm. 64 , 1992, 
pág. 136). En el mismo sentido, JUAN LOZANO, A. M.: <<Inviolabili-
dad del domicilio y límites materiales de la Ley de Presupuestos. Un pro-
nunciamiento capital del Tribunal Constitucional», CREDF, núm. 76, 
pág. 675. 
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No se pronuncia el Tribunal, sin embargo, sobre el 
tema que nos ocupa, aunque, implícitamente del carác-
ter con el que define el artículo 130 se puede interpre-
tar que lo consideraba acorde con el artículo 18.1 de la 
Constitución. 
Por otro lado, la nueva redacción que se le había dado 
al artículo 130 de la Ley General Tributaria era más idó-
nea que la anterior para la protección del derecho a la 
inviolabilidad del domicilio 35 . 
En efecto, el artículo 130, según la redacción de la 
Ley de Presupuestos para 1988, modificaba la compe-
tencia del Juez autorizante, atribuyendo la competencia 
a los Jueces de Instrucción tal como prescribe la Ley Or-
gánica del Poder Judicial. 
En segundo lugar, hacía referencia al domicilio del 
deudor, por lo que no pugnaba con su aplicación al caso 
de las personas jurídicas. 
Por último, la entrada se supeditaba a aquellos su-
puestos en que después de haber embargado todos los 
bienes para los que no fuera necesaria la entrada en el 
domicilio, todavía no se hubiera cubierto el importe de 
la deuda. De tal forma que la entrada en el domicilio 
se consideraba como una medida excepcional en aque-
llos casos que resultara imprescindible para satisfacer el 
importe de la deuda. 
Ante la nulidad del artículo 110 de la Ley de Presu-
puestos Generales del Estado para 1988, que daba nue-
35 La primitiva redacción del artículo 130 de la Ley General Tributaria 
establecía: <<Previa exhibición del documento acreditativo del crédito tri-
butario o, en su caso, de la relación de deudores, debidamente providen-
ciados de apremio, los Jueces de Paz, comarcales o municipales, según sea 
el que exista en cada localidad, autorizarán, dentro de las veinticuatro ho-
ras siguientes a la solicitud, la entrada del Recaudador en el domicilio de 
los deudores responsables>>. 
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va redacción al artículo 130 de la Ley General Tributa-
ria, debe considerarse sin efecto tal modificación y, por 
tanto, subsistente la primitiva redacción del artícu-
lo 130. Hay que recordar que lo declarado inconstitu-
cional no es el artículo 130 sino la modificación del 
mismo 36 . 
No obstante, esta situación aconseja urgentemente 
una nueva redacción del artículo 130. En primer lugar, 
porque el artículo 115 del Reglamento General de Re-
caudación desarrolla el artículo 130 en la redacción hoy 
anulada, pudiendo provocar problemas de jerarquía 
normativa respecto al primitivo precepto. En segundo 
lugar, porque la competencia judicial atribuida origina-
riamente por el citado artículo ha quedado superado por 
la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
Finalmente, es necesario destacar que la entrada en 
el domicilio, tanto en el desarrollo de la actividad ins-
pectora como en el procedimiento recaudatorio, deberá 
tener presente la doctrina del Tribunal Constitucional 
comentada, así como un concepto amplio de domicilio 
sobre la base de esta doctrina que trasciende, sin duda , 
el reducido concepto del artículo 45.1 de la Ley Gene-
ral Tributaria. 
3
c, En este sentido, RAMALLO MASSANET, J. , ha manifestado que: 
<< No estamos , pues, ante un supuesto de vacío normativo( ... ), sino de in-
constitucionalidad de la modificación , lo que quiere decir que debemos 
considerarla inexistente, pues, por otra parte, ninguna de las disposiciones 
derogatorias de la citada Ley de Presupuestos para 1988 se refirió al artí-
culo 130 LGT anterior, esto es , no fue derogado , sino sólo modificado , 
siendo esto último lo inconstitucional>> (Modificaciones de la Ley General 
Tributaria por la Ley anual de Presupuestos Generales, ob. cit., pág. 139). 
La misma posición mantiene CAYON GALlARDO, A.: <<Declaración de 
inconstitucionalidad del artículo 130 de la Ley General Tributaria», Téc-
nica Tributaria, núm. 17, 1992, pág. 101. 
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3. Domicilio y sede de la Administración Tributaria 
El domicilio tributario se puede definir sobre la base 
de la Ley General Tributaria como la sede jurídica de 
los sujetos pasivos a efectos, fundamentalmente, de sus 
relaciones con la Administración Tributaria. 
Sin embargo, el domicilio del sujeto pasivo no es ex-
clusivamente el que determina el lugar donde estas re-
laciones con la Administración se pueden llevar a cabo . 
Como manifiesta SAINZ MORENO , «Si el particular 
tiene un domicilio, la Hacienda tiene sede» 37 . 
Existe una tendencia en la práctica administrativa e 
incluso en la legislación tributaria a desplazar las rela-
ciones entre los obligados tributarios y la Administra-
ción Tributaria a la sede de los órganos de la Ad• 
ministración. 
A este respecto GUIO MANTERO ha mantenido 
que existe una fuerza atractiva hacia el último supuesto 
comentado no sólo por la comodidad de los servicios de 
la Inspección, sino por ser el lugar más conveniente para 
la inmensa mayoría de contribuyentes , que apenas sitie-
nen documentación con que avalar su conducta tri-
butaria 38 . 
A la sede de la Administración Tributaria se refieren 
los artículos 142, 143 y 145 de la Ley General Tributa-
ria cuando fijan el lugar para realizar la función ins-
pectora. 
El artículo 142.2 de la Ley General Tributaria, en la 
redacción dada al precepto por la Ley 10/1985 , de 26 de 
37 SAINZ MORENO , J.: Elementos de Derecho finan ciero, 2.' ed. t. I , 
parte general , Rafael Castellanos , Madrid , 1988, pág. 268. 
3
" GUIO MANTERO, F.: El comribuyente ante la Inspección, Lex 
Nova , Valladolid , 1985, págs. 185-186. 
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abril, establece que para el examen de libros y docu-
mentación del sujeto pasivo , cuando se trate de «regis-
tros y documentos establecidos por normas de carácter 
tributario o de justificantes exigidos por éstas, podrá 
requerirse su presentación en las oficinas de la Admi-
nistración para su examen». En el mismo sentido, el ar-
tículo 21.2 del Reglamento General de la Inspección es-
tablece que previa conformidad del interesado se pue-
dan examinar los libros y documentación relacionada 
con las actividades gravadas en las oficinas públicas. 
En el mismo sentido, los actos de la inspección pue-
den desarrollarse indistintamente, según el artículo 143, 
en el domicilio tributario, donde se realicen las activi-
dades gravadas, donde existan pruebas del hecho impo-
nible o «en las oficinas públicas a que se refiere el apar-
tado 2 del artículo 145, cuando los elementos sobre los 
que hayan de realizarse puedan ser examinados en di-
cho lugar». Las oficinas públicas a las que se refiere el 
precepto son, según el artículo 145, «las oficinas de la 
Administración Tributaria o del Ayuntamiento del tér-
mino municipal en que hayan tenido lugar las ac-
tuaciones». 
La sede representa el elemento estable de localiza-
ción de la Administración , y en tal sentido el lugar don-
de los obligados tributarios localizan a la Administra-
ción tributaria y se relacionan con ella . 
La diferencia fundamental entre el domicilio y la sede 
es para SAINZ MORENO que «el domicilio privado es 
un lugar cerrado y la sede pública es un lugar abier-
to» 39 . Esta diferenciación viene a confirmar lo que el 
39 SAINZ MORENO , J.: Teoría del procedimiento fiscal, Departamen-
to de Derecho Financiero y Tributario , Universidad Autónoma de Ma-
drid , 1985, pág. 26. 
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autor denomina «teoría del espejo», según la cual toda 
figura jurídica que traspasa la línea que separa el Dere-
cho público del Derecho privado cambia de sentido. 
De tal manera que las normas jurídicas intentan pro-
teger, por un lado, el domicilio de los sujetos pasivos 
como lugar cerrado, y abrir , en sentido opuesto, la sede 
de la Administración. A esta última tendencia respon-
de, por ejemplo , la creación de la Oficina del Contri-
buyente en el seno de la Agencia Estatal de la Admi-
nistración Tributaria, a través de la cual se pretende ins-
taurar un centro para la asistencia al contribuyente en 
todas sus relaciones con la Administración Tributaria. 
CAPÍTULO 11 
Criterios de atribución del domicilio 
En el análisis de los criterios de atribución del domi-
cilio es necesario distinguir a qué personas reconoce el 
artículo 45 de la Ley General Tributaria un domicilio fis-
cal y cuáles son los lugares relevantes, para las normas 
tributarias, a efectos de fijar el domicilio. 
Podemos partir de la distinción, por tanto, a efectos 
expositivos de los criterios subjetivos y objetivos de atri-
bución del domicilio. 
l. ASPECTOS SUBJETIVOS 
l. El domicilio de los sujetos pasivos y de los obligados 
tributarios 
En nuestro ordenamiento tributario junto a los suje-
tos pasivos , entendidos éstos en un sentido amplio como 
deudores de la obligación tributaria (contribuyentes , 
sustitutos y responsables), aparecen otras personas a 
quienes la ley impone ciertos deberes en relación con el 
procedimiento de gestión tributaria y a los que , en sen-
tido amplio, el Reglamento General de la Inspección de-
nomina obligados tributarios. Esta terminología es acep-
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tada por la mayoría de la doctrina para referirse a los 
particulares (deudores o no del tributo) a los que la ley 
exige una serie de conductas en relación con la gestión 
tributaria 40 . 
La primera cuestión, trascendente para analizar los 
efectos del domicilio tributario, reside en determinar el 
ámbito subjetivo del domicilio definido en el artículo 45 
de la Ley General Tributaria. 
La ubicación sistemática dentro del capítulo III rela-
tivo al sujeto pasivo podría llevar a la conclusión de que 
sólo a éstos se refiere el artículo 45. En el mismo sen-
tido, el apartado segundo del citado precepto únicamen-
te respecto a los sujetos pasivos establece que la Admi-
nistración podrá exigirles que declaren su domicilio 
tributario. Finalmente, el artículo 46 sólo a los sujetos 
pasivos que residan durante más de seis meses en el ex-
tranjero les obliga a designar un representante con do-
micilio en España. 
Esta interpretación, utilizando los propios conceptos 
de la Ley General Tributaria, llevaría a la conclusión de 
que este artículo se refiere únicamente al contribuyente 
y al sustituto, dejando fuera de su ámbito de aplicación 
a los responsables y demás obligados tributarios. Las 
consecuencias de esta interpretación no podrían ser más 
ilógicas en el procedimiento de gestión, donde creemos 
40 Sobre esta cuestión, entre otros, SOLER ROCH, M. T.: <<Notas so-
bre la configuración de las obligaciones y deberes tributarios con especial 
referencia al Impuesto sobre la Renta de la Personas Físicas>>, CREDF, 
núm . 25, 1980, págs. 5 y ss. ; ESEVERRI MARTINEZ, E.: «Las posicio-
nes subjetivas derivadas de la aplicación del tributo» , en Estudios de De-
recho y Hacienda, vol. II , Ministerio de Economía y Hacienda. Madrid , 
1987, págs. 835 y ss.; CASADO OLLERO/FALCON Y TELLA/LOZA-
NO SERRANO/SIMON ACOSTA: «Una cuestión metodológica previa. 
¿Sujetos pasivos o interesados en el procedimiento de gestión?, en Cues-
tiones tributarias prácticas, La Ley, Madrid , 1989, págs. 128-133. 
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que el domicilio despliega la mayoría de sus efectos. 
En nuestra opinión, sin embargo, del propio tenor del 
artículo 45 se puede realizar una interpretación más am-
plia que la apuntada anteriormente. 
En primer lugar, su ubicación dentro del capítulo 111 , 
titulado genéricamente «El sujeto pasivo» , no impide 
una interpretación más amplia, pues en él se incluyen , 
aunque formalmente la Ley General Tributaria no los 
considere sujetos pasivos, a los responsables tributarios . 
En segundo lugar, el artículo 45 establece que el do-
micilio fiscal lo será a los efectos tributarios, entre los 
que debemos incluir no sólo los efectos materiales rela-
tivos a la obligación tributaria y a los sujetos deudores 
de esa obligación, sino todos los efectos que se produ-
cen en el procedimiento de aplicación de esos tributos 
en los que pueden aparecer otros sujetos que se rela-
cionan con la Administración en el desarrollo de este 
procedimiento. 
Por último, el precepto hace referencia a las perso-
nas naturales o jurídicas sin referencia a la posición que 
ocupen respecto a la obligación tributaria; omite, sin 
embargo, la referencia a los entes sin personalidad ju-
rídica que normas posteriores, como enseguida vere-
mos, han tenido que desarrollar. 
En conclusión, el artículo 45 de la Ley General Tri-
butaria fija los criterios de atribución del domicilio para 
todas las personas que , sea cual sea la posición que asu-
man en la relación jurídico-tributaria, hayan de relacio-
narse con la Administración Tributaria. El ámbito sub-
jetivo del domicilio se refiere a todas aquellas personas 
que se relacionan jurídicamente con la Hacienda Públi-
ca en su calidad de sujetos pasivos o con la Administra-
ción Tributaria como obligados tributarios. 
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Otra cuestión distinta es analizar si este criterio es 
adecuado a la función que cumple el domicilio en las dis-
tintas relaciones que la Administración entabla con los 
particulares. En efecto, el domicilio del artículo 45 de 
la Ley General Tributaria puede no revestir ningún in-
terés respecto a los sujetos obligados a proporcionar in-
formación a la Administración Tributaria, más intere-
sada en conocer el lugar donde se encuentran los datos 
e informes con trascendencia tributaria. 
La legislación tributaria debería tener en cuenta las 
distintas funciones que puede cumplir el domicilio en el 
ámbito tributario, así como las distintas relaciones en 
que se pueden encontrar los particulares con respecto a 
la Administración Tributaria y utilizar, por tanto, otros 
criterios, como el del domicilio profesional o empresa-
rial, a efectos del cumplimiento de otros deberes tri-
butarios. 
Sin embargo, para completar el estudio del ámbito 
subjetivo del domicilio, es necesario analizar dos cues-
tiones. En primer lugar, la omisión por parte de la Ley 
General Tributaria del domicilio de las entidades sin 
personalidad jurídica, y por otro lado, la declaración por 
parte de normas posteriores a la Ley General Tributa-
ria de un domicilio alternativo para las personas físicas 
cuando éstas ejercen actividades empresariales o profe-
sionales. Esto es, la existencia de un domicilio em-
presarial. 
2. El domicilio de las entidades sin personalidad 
jurídica 
El artículo 45 de la Ley General Tributaria no esta-
blece un domicilio para las entidades sin personalidad 
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jurídica que, como manifiesta el artículo 33 de la mis-
ma Ley, pueden ser sujetos pasivos de los tributos cu-
yas normas así lo establezcan. 
Sólo indirectamente , en virtud del artículo 43.4 de la 
Ley General Tributaria, se podría considerar que el do-
micilio de dichas entidades será el de su representante. 
Según el citado artículo: «En los supuestos de entida-
des, asociaciones, herencias yacentes y comunidades de 
bienes que constituyan una unidad económica o un pa-
trimonio separado actuarán en su representación el que 
la ostente, siempre que resulte acreditada en forma fe-
haciente, y de no haberse designado representante se 
considerará como tal al que aparentemente ejerza la 
gestión o dirección y, en su defecto, cualquiera de los 
miembros o partícipes que integren o compongan la en-
tidad o comunidad.» 
Este criterio parecería lógico habida cuenta de que, 
como veremos, el domicilio despliega sus efectos bási-
camente en toda la actividad administrativa de comuni-
cación entre la Administración y el sujeto pasivo. Esta 
actividad, obviamente, sólo se puede realizar con los su-
jetos que gozan de capacidad jurídica y de capacidad de 
obrar. En ausencia de tal capacidad, serán los represen-
tantes de tales entidades los que actúen ante la Admi-
nistración Tributaria y respecto de los cuales sea nece-
sario conocer su domicilio. El representante de las en-
tidades sin personalidad jurídica será una persona física 
o jurídica a las que el artículo 45 de la Ley General Tri-
butaria atribuye un domicilio a efectos tributarios; de-
bemos señalar, una vez más, que el artículo 45 de la Ley 
General Tributaria no hace referencia al sujeto pasivo, 
sino a personas físicas o jurídicas en cuanto se relacio-
nen con la Administración Tributaria, y en cuyo ámbito 
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puede incluirse, por tanto, el representante de las enti-
dades sin personalidad jurídica. 
Esta interpretación se ha visto, sin embargo, oscure-
cida por normas posteriores. 
Así, el Real Decreto 2529/1986, de 5 de diciembre, 
por el cual se regula la declaración o relación anual que 
deben presentar los empresarios o profesionales acerca 
de sus operaciones con terceras personas, cuando esta-
blece en su disposición adicional 2." que: 
«A los efectos de este Real Decreto, el domicilio fis-
cal de las entidades sin personalidad que desarrollen ac-
tividades empresariales o profesionales será el lugar 
donde esté efectivamente centralizada su gestión admi-
nistrativa y la dirección de sus negocios. En los supues-
tos en que resulte dudoso el lugar del domicilio fiscal 
de acuerdo con este criterio prevalecerá aquel en que ra-
dique el mayor valor del inmovilizado». 
En el mismo sentido, el Real Decreto 104111990, de 
27 de julio, por el que se regulan las declaraciones cen-
sales que han de presentar a efectos fiscales los empre-
sarios, los profesionales y otros obligados tributarios es-
tablece en su artículo 14 que: 
«1. Las declaraciones a que se refiere el presente 
Real Decreto se presentarán en la Administración o, en 
su defecto, Delegación de Hacienda en cuyo ámbito 
territorial tenga su domicilio fiscal el obligado tri-
butario. 
2. A efectos de este Real Decreto se entenderá que 
las entidades no sujetas al Impuesto sobre Sociedades 
tienen su domicilio fiscal en el lugar donde esté efecti-
vamente centralizada la gestión administrativa y la di-
rección de sus negocios. Cuando de acuerdo con este cri-
terio no pueda determinarse el domicilio fiscal, se aten-
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derá al lugar donde radique el mayor valor de sus ele-
mentos de inmovilizado material.» 
Estas normas atribuyen a las entidades sin personali-
dad jurídica el domicilio en función de los mismos cri-
terios que la Ley General Tributaria y el Impuesto so-
bre Sociedades lo hacen respecto a las personas ju-
rídicas. 
Sin embargo, con estas normas no se puede ver, en 
nuestra opinión, colmada la laguna de la Ley General 
Tributaria acerca del domicilio de las entidades sin per-
sonalidad jurídica. 
En primer lugar, las normas transcritas sólo hacen re-
ferencia a estas entidades en cuanto realicen activida-
des empresariales o profesionales, y hay que tener en 
cuenta a este respecto la tendencia de nuestro ordena-
miento tributario, en sus últimas reformas, de estable-
cer un régimen jurídico-tributario común a empresarios 
y profesionales independientemente de la forma jurídi-
ca que adopten. 
El domicilio que estas normas establecen para las en-
tidades sin personalidad jurídica puede ser el elegido 
también para las personas físicas según el artículo 3 .l.b) 
del Real Decreto 2529/1986, de 5 de diciembre, que dis-
pone que <<para las personas jurídicas y las entidades sin 
personalidad el domicilio será siempre su domicilio fis-
cal. Tratándose de personas físicas podrá servir a estos 
efectos el lugar donde se halle el establecimiento, des-
pacho u oficina desde el que se realicen sus operaciones 
y cuando tuviesen varios, el lugar donde tengan centra-
lizada la gestión administrativa y la dirección de sus ne-
gocios. Estos serán, asimismo, los domicilios en cada 
caso consignados por los empresarios y profesionales en 
las facturas que expidan». 
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No afectan, por tanto, estas normas a las entidades 
sin personalidad cuando no realicen este tipo de ac-
tividades. 
Por otro lado, el domicilio fijado en estas normas lo 
es sólo respecto a los efectos que las mismas determi-
nan. Esto es, el domicilio de estas entidades, así fijado, 
será el que determinará la competencia de los Organos 
de la Administración a efectos de recibir las declara-
ciones acerca de operaciones con terceras personas y 
asimismo las declaraciones censales de comienzo , mo-
dificación y cese en el desarrollo de actividades empre-
sariales y profesionales. Será también el que deban con-
signar en sus declaraciones sobre operaciones con 
terceras personas los empresarios o profesionales cuan-
do el tercero sea una entidad sin personalidad jurídica. 
El interés, por parte del legislador, de fijar el domi-
cilio de los empresarios y profesionales en el ámbito en 
que de modo efectivo se encuentre centralizada la acti-
vidad empresarial obedece a una finalidad, como luego 
veremos, fundamentalmente fiscalizadora y de control. 
Pero en el caso de las entidades sin personalidad jurídi-
ca la atribución del domicilio con los mismos criterios 
que los de las sociedades, alejándose del domicilio del 
representante, como sería más lógico, enturbia más que 
aclara la falta de previsión de la Ley General Tributaria 
a este respecto. 
Parece necesario recordar que un importante sector 
de la doctrina, siguiendo a CORTES DOMINGUEZ 41 , 
mantiene que la subjetividad tributaria de los entes sin 
personalidad jurídica agota sus efectos en la configura-
41 CORTES DOMINGUEZ, M.: <<Los sujetos de la obligación tribu-
taria>>, RAP, núm. 48, 1965 , pág. 9 y ss. ; «Una contribución al estudio de 
la capacidad tributaria>> , Moneda y Crédito, núm. 94, págs. 87 y ss. 
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ción del hecho imponible, pero la deuda tributaria es 
asumida por las personas que integran el ente o com-
parten la titularidad de los bienes. 
Desde esta posición es como se debe entender el ar-
tículo 39 de la Ley General Tributaria, que declara deu-
dores solidarios de las obligaciones tributarias a los co-
partícipes o cotitulares de las entidades sin personalidad 
jurídica. 
El ente desprovisto de personalidad se considerará su-
jeto pasivo en cuanto se le puede imputar la realización 
del hecho imponible, pero la Hacienda Pública se diri-
girá para el cobro de las deudas tributarias a los copar-
tícipes o cotitulares, que responderán solidariamente 
entre sí. Del mismo modo, toda la actividad de gestión 
se dirigirá a la persona que actúe en representación de 
la entidad, y por tanto, parece más necesario conocer 
el domicilio de ésta que el de la propia entidad. 
Por otra parte, el propio concepto de domicilio apa-
rece ligado a la idea de personalidad jurídica. Si el do-
micilio es la sede del ejercicio de los derechos y obliga-
ciones, parece evidente que en el caso que nos ocupa el 
citado ejercicio sólo se puede desarrollar a través de los 
representantes. 
Por último, una de las consecuencias más importan-
tes en el desarrollo de la actividad empresarial, a efec-
tos impositivos, como es la obtención de renta, se atri-
buye, según el artículo 10 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, a los socios, herede-
ros, comuneros o partícipes que no ven, en nuestra opi-
nión, modificado su domicilio por el hecho de partici-
par en una de las citadas entidades. 
Precisamente por ello, el Real Decreto 104111990, de 
27 de julio, aunque fija el domicilio fiscal de las entida-
des sin personalidad jurídica, tal como hemos expues-
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to, establece en el artículo 5.2 que en el caso de enti-
dades no sujetas al Impuesto sobre Sociedades se ano-
tarán los datos siguientes: «a) la clase de entidad sin per-
sonalidad jurídica de que se trate, y b) los apellidos y 
el nombre, el número de Identificación Fiscal o, en su 
defecto, el número de su Documento Nacional de Iden-
tidad, el domicilio y la nacionalidad de quien ostente la 
representación de la entidad según lo dispuesto en el 
apartado cuarto del artículo 43 de la Ley General Tri-
butaria, así como de cada uno de los miembros o par-
tícipes de aquélla, con indicación de su cuota de par-
ticipación». 
En conclusión, pensamos que el concepto de domici-
lio sólo puede conectarse con la personalidad jurídica. 
Los entes sin personalidad jurídica, precisamente por 
carecer de ella, no son titulares de derechos y obliga-
ciones y, por tanto, no pueden ejercitarlos frente a otros 
sujetos. Del mismo modo, no pueden tener un domici-
lio distinto del de sus socios, primero porque las deudas 
son asumidas por los miembros del ente y segundo por-
que la actuación frente a la Administración la realizará 
el representante. 
Corroborando esta idea, El Real Decreto de 17 de ju-
nio de 1977, por el que se regula la tributación de los 
Grupos de sociedades en régimen consolidado, deter-
mina en su artículo 9 que el domicilio fiscal del Grupo 
de Sociedades, a todos los efectos relacionados con la 
declaración consolidada, será el de la sociedad domi-
nante que, como establece el artículo 26 de la misma 
Ley, ostenta la representación del Grupo en todas las 
relaciones con la Hacienda Pública. 
No obstante , y a pesar de las anteriores reflexiones, 
no podemos desconocer las ventajas de la elaboración 
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de un concepto de domicilio empresarial, tal como inci-
pientemente aparece en la normativa tributaria respec-
to a las entidades sin personalidad jurídica y a las per-
sonas físicas que desarrollen actividades empresariales 
y profesionales. 
En efecto, dentro del concepto genérico de entidades 
sin personalidad jurídica, aparecen, como ha resaltado 
FALCON Y TELLA 42 , dos supuestos claramente di-
ferenciados: aquellos basados en la pluralidad de perso-
nas que forman el ente colectivo --comunidades de bie-
nes y sociedades irregulares- de aquellos otros -he-
rencia yacente- en los que lo relevante es la indeter-
minación provisional del titular. 
De tal manera que se podría otorgar un tratamiento 
de tipo societario a aquellas entidades que, formadas 
por una pluralidad de miembros, realizan una actividad 
empresarial, tal como realiza el Impuesto sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documenta-
dos 43 . Como reflejo de esta tendencia debemos inter-
pretar las normas que fijan el domicilio de las entidades 
42 FALCON Y TELLA, R: «La responsabilidad de los copartícipes en 
los entes sin personalidad (una aproximación a la modificación del artícu-
lo 39 de la LGT)>>, Impuestos, t. II, 1985, págs. 81 y ss. 
43 El artículo 22 del Texto Refundido de la Ley del ITPAJD, de 30 de 
diciembre de 1980, establece que: <<A los efectos de este impuesto se equi-
pararán a sociedades: 
t. o Las personas jurídicas no societarias que persigan fines lucrativos. 
2.0 Los contratos de cuenta en participación. 
3. 0 La copropiedad de buques. 
4. 0 La comunidad de bienes, constituida por "actos in ter vivos" , que 
realicen actividades empresariales, sin perjuicio de los dispuesto en la Ley 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
5. 0 La misma comunidad constituida u originada por "actos mortis 
causa", cuando continúe en régimen de indivisión la explotación del ne-
gocio del causante por un plazo superior a tres años. La liquidación se prac-
·ticará en todo caso sin perjuicio del derecho a la devolución que proceda 
si la comunidad se disuelve antes de transcurrir el referido plazo.>> 
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sin personalidad jurídica con los mismos criterios que se 
utilizan para atribuir el domicilio a las sociedades. Los 
efectos limitados de las normas de las que derivan im-
piden, sin embargo , considerar el domicilio empresarial 
como un concepto general y aplicable a todos los 
tributos. 
3. El domicilio de los empresarios y profesionales 
La Ley General Tributaria ofrece el concepto de do-
micilio sobre la base de la distinción entre personas fí-
sicas o personas jurídicas. 
En los criterios de atribución del domicilio parece es-
tar implícita, en el caso de las personas jurídicas, la de-
dicación de estas entidades al ejercicio de una actividad 
empresarial. 
Sin embargo, el desarrollo por parte de las personas 
físicas de una actividad empresarial o profesional no ha 
dejado de tener consecuencias en el ámbito de su 
domiciliación. 
Como hemos visto, el artículo 3 del Real Decreto 
2529/1986, de 5 de diciembre, regulador de la declara-
ción o relación anual que deben presentar empresarios 
o profesionales acerca de sus operaciones con terceras 
personas, permite que como domicilio de las personas 
físicas se consigne el lugar del establecimiento, despa-
cho u oficina desde el que se realicen las operaciones. 
Domicilios que serán los consignados por los empresa-
rios y profesionales en las facturas que expidan. 
Asimismo, el Real Decreto 104111990, de 27 de ju-
lio, establece que constará en el censo de empresarios 
y profesionales cuando se trate de personas físicas resi-
dentes en España «además de su domicilio fiscal, la lo-
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calización del establecimiento, oficina o despacho des-
de el que realicen sus operaciones, o si fueran varios, 
el lugar donde tengan efectivamente centralizada la ges-
tión administrativa y la dirección de sus negocios en 
territorio español» . 
Estas normas no suponen, en nuestra opinión, una 
derogación de la regla general de la residencia habitual 
para estos sujetos. En primer lugar, el rango reglamen-
tario de las citadas normas no podían contradecir lo es-
tablecido en la Ley General Tributaria. Por eso no im-
ponen a estos sujetos un domicilio distinto al fijado le-
galmente, sino una opción a efectos también limitados. 
El domicilio alternativo que se permite consignar a 
empresarios y profesionales no altera, en nuestra opi-
nión, los ámbitos de competencia ni las conexiones de 
carácter general. Se trataría más que de un domicilio 
del sujeto pasivo, la sede del ejercicio de la actividad 
gravada. 
Realmente, la residencia habitual del empresario o 
profesional puede no revestir ningún interés para los ter-
ceros que se relacionen con el mismo ya que, normal-
mente, la localización del empresario o profesional se 
produce en el lugar desde el cual ejerce su actividad. 
En este sentido, el artículo 65 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil establece que «el domicilio legal de los co-
merciantes en todo lo que concierne a actos o contratos 
mercantiles y a sus consecuencias, será el pueblo donde 
tuvieren el centro de sus operaciones comerciales». 
Del mismo modo, a efectos de la actuación de los Or-
ganos de la Inspección puede ser más interesante cono-
cer el lugar donde realizan las actividades gravadas que 
el lugar de su residencia habitual. Pensemos, incluso, 
que en determinados tributos que gravan el ejercicio de 
esta actividad (Impuesto sobre Actividades Económi-
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cas) o la renta obtenida por estos sujetos , cuando de-
terminan sus rendimientos a través del régimen de esti-
mación objetiva en la modalidad de signos, índices o 
módulos, datos como la superficie del local, número de 
mesas existentes en el mismo, número de empleados, 
etc., son datos cuya verificación se ha de producir en el 
lugar donde se realiza la actividad. 
El interés por la localización exacta tanto del domi-
cilio como del lugar donde se ejerce la actividad se 
desprende asimismo del artículo 4.2 del citado Real De-
creto 104111990, de 27 de julio, que prec~ptúa que: 
«cuando haya de figurar en el censo el domicilio de una 
persona o entidad, o el lugar donde se halle un estable-
cimiento , se expresarán los datos necesarios para su 
correcta localización, tales como la calle, número de 
identificación del piso o local, el lugar de situación, la 
localidad y el municipio. Si se encontrara fuera de po-
blado, se indicará el término municipal y el nombre del 
lugar o cualquier otro dato que permita su localización». 
Hay que tener en cuenta que por la índole de las re-
laciones jurídicas entre la Hacienda Pública y el sujeto 
pasivo es más importante el domicilio de tipo económi-
co que el domicilio conectado al desarrollo de la vida 
privada. 
Esta situación se manifiesta no sólo en el ámbito del 
domicilio. También la determinación de la la residencia 
habitual, a efectos del Impuestos sobre la Renta de las 
Personas Físicas, a partir de la Ley 18/1991, de 6 de ju-
nio, no sólo se obtiene por la permanencia en el terri-
torio español , sino por radicar en España el núcleo prin-
cipal o la base de las actividades empresariales o de los 
intereses económicos. En estos casos , el domicilio a 
efectos tributarios debería conectarse con el lugar don-
de se desarrolle la actividad empresarial o el estableci-
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miento permanente, como ocurre con las personas 
jurídicas. 
4. El domicilio de los no residentes 
El artículo 46 de la Ley General Tributaria establece: 
«1. Los sujetos pasivos que residan en el extranjero 
durante más de seis meses cada año natural vendrán 
obligados a designar una representante con domicilio en 
territorio español, a los efectos de sus relaciones con la 
Hacienda Pública. 
2. Las personas jurídicas residentes en el extranje-
ro que desarrollen actividades en España tendrán su do-
micilio fiscal en el lugar en que radique la efectiva ges-
tión administrativa y la dirección de sus negocios.» 
La finalidad originaria del precepto, independiente-
mente de las merecidas críticas que, como más adelante 
veremos, ha merecido, era lógica. 
La Ley General Tributaria pretende que todo sujeto 
pasivo tenga un domicilio en España para sus relacio-
nes con la Hacienda Pública; se enfrenta al problema de 
los no residentes que pueden ser sujetos pasivos y les 
atribuye también un domicilio: para las personas físicas 
no residentes será el de su representante que la propia 
norma les obliga a nombrar, y para las personas jurídi-
cas el lugar que en territorio español reúna los mismos 
requisitos que el domicilio de las personas jurídicas 
residentes. 
Era evidente, como manifiesta ALBIÑANA GAR-
CIA-QUINT ANA 44 que el apartado primero del ar-
44 ALBIÑANA GARCIA-QUINTANA, C.: <<El representante tribu-
tario de los no residenteS>>, Impuestos, núm. 1, 1992, pág. 12. 
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tículo 46 fue redactado para las personas físicas y que 
el denominado representante se limitaba a poner su do-
micilio al servicio del respectivo no residente. El repre-
sentante del artículo 46.1 no tenía otra función ni otra 
responsabilidad que la de vincular al no residente con 
la Administración Tributaria española en cuanto a no-
tificaciones, a comprobaciones e investigaciones de la 
Inspección de los tributos, etc. 
El citado precepto planteaba indudables problemas 
de aplicación no sólo por su ineficacia práctica al no 
contemplar expresamente la ley las consecuencias de 
su incumplimiento, sino porque la falta de comunica-
ción de la Hacienda Pública con el sujeto pasivo con-
vertía prácticamente en imposible establecer una san-
ción en caso de haber incumplido el citado deber 
tributario. 
Las normas posteriores a la Ley General Tributaria 
agravaron más la situación. En efecto, un problema que 
podía haber sido resuelto con la fijación de un domici-
lio a efectos de notificaciones por parte del no residen-
te se complicó, en nuestra opinión innecesariamente, 
con la figura de la representación y sobre todo cuando 
se estableció la responsabilidad solidaria del repre-
sentante. 
En esta evolución, el artículo 11 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas de 1978 y 
10 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, en su re-
dacción anterior a 1991, imponían a las personas o en-
tidades no residentes que fueran sujetos pasivos de los 
respectivos impuestos el deber de designar un represen-
tante con domicilio en España para que les representa-
ra ante la Administración Tributaria en relación con sus 
obligaciones por los respectivos impuestos. 
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El representante no se limitaba a poner a disposición 
del no residente un domicilio, sino que asumía el cum-
plimiento de las obligaciones tributarias del no re-
sidente. 
Un paso más en este protagonismo del representante 
lo llevó a cabo la Ley 5/1983, de 29 de junio, que regu-
ló el régimen de tributación de los no residentes sin es-
tablecimiento permanente, estableciendo la responsabi-
lidad solidaria de los representantes o pagadores de los 
sujetos pasivos. Según el artículo 17.3 de la citada ley 
el representante o pagador responderá solidariamente 
del ingreso de las cuotas correspondientes a los rendi-
mientos cuya gestión a efectos fiscales tengan encomen-
dada o asuman. 
De tal manera, como dice ALONSO FERNAN-
DEZ 45 , que el desplazamiento de una simple obliga-
ción formal -notificaciones, etc.- hacia el represen-
tante puede ir aparejado de una responsabilidad pe-
cuniaria. 
La injusta desproporción de la medida acarreaba ade-
más un grave problema práctico, como ha puesto de ma-
nifiesto CARBAJO VASCO 46 : la negativa de muchas 
personas a operar como representantes por la respon-
sabilidad solidaria que llevaba consigo y la dificultad, 
por tanto del no residente para nombrar represen-
tante. 
La Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas ha suprimido la respon-
45 ALONSO FERNANDEZ, F.: «El domicilio fiscal>>, Comentarios a 
la Ley General Tributaria y líneas para su reforma, IEF, Madrid , 1991, 
pág. 756. 
46 CARBAJO V ASCO, D.: <<La fiscalidad de los no residentes en Es-
paña: perspectiva histórica, situación actual y líneas de reforma en la im-
posición personal», AT, núm. 4, 1992, pág. D-103. 
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sabilidad solidaria de los representantes, si bien mantie-
ne en el artículo 22, para las personas físicas no residen-
tes en relación con el Impuesto sobre la Renta, y para 
las personas jurídicas no residentes, en relación con el 
Impuesto sobre Sociedades ( art. 10 del Impuesto sobre 
Sociedades, redactado conforme a la disposición adicio-
nal 5." de la Ley 18/1991), la obligación de nombrar re-
presentante con domicilio en España. 
Si bien la normativa vigente acertadamente suprime 
el supuesto de responsabilidad solidaria, es susceptible 
de las mismas críticas que en su momento se realizaron 
al artículo 46.1 de la Ley General Tributaria 47 . 
En nuestra opinión, la finalidad originaria del artícu-
lo 46.1 de la Ley General Tributaria se debería satisfa-
cer sin necesidad de acudir a la figura de la repre-
sentación. 
El sujeto pasivo no residente debería declarar su do-
micilio real, fuera en España o en el extranjero, fomen-
tando los Convenios de Asistencia Mutua entre Estados 
a efectos de información tributaria. Asimismo se le de-
bería dar la opción al no residente entre nombrar un re-
presentante en España o fijar un domicilio en territorio 
español a efectos de notificaciones. 
Esta solución parece avalada por el artículo 103.7 del 
Reglamento General de Recaudación, que a efectos de 
notificaciones establece que: 
47 Es necesario recordar además que la obligación de nombrar repre-
sentante se impone sólo a los sujetos pasivos no residentes, y que en vir-
tud del artículo 12 de la vigente Ley del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas se puede ser residente por radicar en España el núcleo 
principal o la base de las actividades empresariales o profesionales. De tal 
manera que se podría producir el supuesto de un residente sin domicilio 
en España al cual no afectara la obligación de nombrar representante. 
Criterios de atribución del domicilio 79 
«La notificaciones a sujetos pasivos con residencia en 
el extranjero se harán por el siguiente orden de pre-
ferencia: 
a) A su representante en territorio español. 
b) Directamente al sujeto pasivo, si se conoce su 
domicilio. 
e) En defecto de los dos anteriores, en el Boletín 
Oficial del Estado. 
Il. ASPECTOS OBJETIVOS 
El problema que hay que analizar en este epígrafe es 
el de los lugares que el legislador tributario ha conside-
rado idóneos para atribuir a los mismos el carácter de 
domicilio fiscal. Estos lugares son los siguientes: 
l. La residencia habitual 
A) Concepto 
La residencia habitual es el criterio que determina el 
domicilio de las personas físicas. Como manifestamos 
en su momento, es el mismo criterio que utiliza el ar-
tículo 40.1 del Código Civil para fijar el domicilio de las 
personas físicas en el orden común. Se traslada así al 
ámbito tributario la polémica acerca del concepto de 
habitualidad. 
La indeterminación del concepto de habitualidad se 
ha querido concretar en el ámbito tributario a través de 
dos preceptos: 
Por un lado, el artículo 46.1 de la Ley General Tri-
butaria, que al obligar a los sujetos pasivos que residan 
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en el extranjero durante más de seis meses cada año na-
tural a designar un representante con domicilio en Es-
paña, se puede interpretar contrario sensu en el sentido 
de que estos sujetos no tienen domicilio en España 
cuando no residan en su territorio al menos seis meses 
cada año natural. 
Por otro lado, la residencia habitual a la que hace re-
ferencia el artículo 45 de la Ley General Tributaria se 
interpretaba tal como aparecía definida en el artículo 6 
de la Ley 44/78, de 8 de septiembre, del Impuesto so-
bre la Renta de las Personas Físicas. Esto es, por resi-
dencia habitual se entenderá, según el citado artículo, 
«la permanencia por más de ciento ochenta y tres días, 
durante un año natural, en el territorio español». 
Ya hemos manifestado en un punto anterior que la re-
sidencia y el domicilio son dos conceptos distintos. El 
primero determina el ámbito de aplicación de las nor-
mas tributarias, y el segundo la localización, dentro de 
ese ámbito, del sujeto pasivo u obligado tributario. 
En nuestra opinión, la Ley General Tributaria utiliza 
la noción de residencia en un doble sentido: como cri-
terio para la aplicación de las normas tributarias en el 
artículo 21 y como lugar de localización de las personas 
a efectos de sus relaciones con la Administración Tri-
butaria en el artículo 45. 
La residencia a la que aludía el artículo 6 de la ante-
rior Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí-
sicas es la residencia a efectos de determinar el ámbito 
de aplicación de la norma y la modalidad de sujeción al 
tributo, pero sigue sin definir cuál es la residencia habi-
tual dentro de un territorio, determinación que es, sin 
embargo, necesaria para fijar el domicilio. 
La diferencia entre ambos conceptos se hace más pa-
tente con la nueva redacción del artículo 12 de la Ley 
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18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, que define la residencia habitual so-
bre la base de dos criterios: la permanencia por más de 
ciento ochenta y tres días en territorio español o que ra-
dique en España el núcleo principal o la base de sus ac-
tividades empresariales o profesionales o de sus intere-
ses económicos. 
Si aplicamos este concepto de residencia habitual a la 
interpretación del artículo 45 de la Ley General Tribu-
taria, resultaría que las personas físicas que residen más 
de ciento ochenta y tres días en territorio español o ten-
gan en él el núcleo principal de sus actividades empre-
sariales o profesionales en España tendrían domicilio en 
nuestro territorio, y que además éste se encontraría en 
el lugar donde el sujeto pasivo permanece durante ese 
lapso de tiempo o donde se puede localizar el centro de 
sus intereses económicos. Esta situación sigue sin defi-
nir dónde se encuentra el domicilio. 
Por ello, en nuestra opinión, el concepto de residen-
cia habitual al que hace referencia el artículo 45 de la 
Ley General :rributaria no puede ser adecuadamente in-
terpretado con los criterios de residencia habitual de la 
vigente Ley del Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas, pues se trata de dos conceptos distintos. 
La residencia habitual del artículo 45 de la Ley Ge-
neral Tributaria es , a nuestro juicio, un concepto idén-
tico al que se utiliza en el orden civil. Será aquel lugar, 
dentro de un territorio, en el que el sujeto realmente 
vive con la intención de establecerse y que como tal ma-
nifiesta como dato de identificación y localización en sus 
relaciones con terceros, incluida la Administración Tri-
butaria. 
Es necesario, por tanto, una voluntad exteriorizada 
del sujeto para fijar el domicilio, cuya concordancia con 
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la realidad podrá ser probada por datos objetivos tales 
como la permanencia durante un cierto tiempo, la ins-
cripción en el padrón municipal, el domicilio declarado 
a efectos del Documento Nacional de Identidad, etc. 
En este sentido, la Orden Ministerial de 30 de diciem-
bre de 1992, que aprueba los nuevos modelos de decla-
ración censal de empresarios y profesionales, al exigir 
la declaración del domicilio fiscal especifica los siguien-
tes datos: nombre de la vía pública, número, escalera, 
piso y puerta, Código Postal, Municipio y Provincia. 
Estos datos son los que determinan, por tanto, lo que 
debe entenderse por residencia habitual y por domicilio 
de las personas físicas: el lugar exacto donde la persona 
está y puede ser localizada por la Administración Tri-
butaria. 
La interdependencia de los conceptos de residencia y 
domicilio no es, sin embargo, una característica de nues-
tro sistema tributario, sino que la encontramos asimis-
mo en las normas fiscales de los países de nuestro 
entorno. 
Así, en Francia el artículo 4 del Code Générale des 
Impóts define el domicilio fiscal con una función simi-
lar a la que cumple la residencia en el Impuesto sobre 
la Renta español. 
El citado precepto considera que tiene su domicilio 
fiscal en Francia: 
a) Las personas que tienen en Francia su hogar o el 
lugar de su residencia principal. 
b) Las personas que ejercen en Francia una activi-
dad profesional, asalariada o no, salvo que justifiquen 
que esta actividad tiene carácter accesorio . 
e) Las personas que tienen en Francia su centro de 
intereses económicos. 
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Por hogar se entiende el lugar donde la persona ha 
establecido su residencia habitual o la de su familia. Por 
residencia principal se entiende el lugar en que la per-
sona está presente efectiva y personalmente a título 
principal. Como regla general se considera que una per-
sona que reside más de seis meses en Francia tiene su 
residencia principal en este país. El centro de intereses 
económicos se define como el lugar donde la persona 
ha realizado sus principales inversiones, el lugar donde 
administra sus bienes o el lugar donde desarrolla su ac-
tividad profesional o donde obtiene la mayor parte de 
sus rentas. 
En el mismo sentido, el domicilio es considerado en 
la legislación tributaria italiana por el artículo 2.2 del 
TU de los Impuestos sobre la Renta como el municipio 
donde los residentes se encuentran empadronados, sien-
do además el domicilio uno de los lugares para deter-
minar la residencia. 
En estos sistemas se aprecia que el domicilio está ba-
sado en criterios objetivos que facilitan la prueba del 
mismo. En otros países, sin embargo, se recurre a cri-
terios objetivos para determinar la residencia y a crite-
rios subjetivos para determinar el domicilio. 
La ley fiscal británica, a efectos del Impuesto sobre 
la Renta, distingue: domicilio, residencia y residencia 
ordinaria. 
El domicilio de una persona es el lugar donde tiene 
su hogar permanente, es el lugar donde vive y al que tie-
ne intención de regresar cuando se ausenta al extranje-
ro. Se distingue entre el domicilio de origen, que es el 
lugar de su nacimiento, y el domicilio de elección si una 
persona se traslada a otro país con la intención de resi-
dir permanentemente en él. 
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La residencia se obtiene por la permanencia en el 
territorio o por disponer en él de un «lugar de re-
sidencia». 
Finalmente, en Alemania la ordenanza tributaria ale-
mana define separadamente el domicilio en el artículo 8 
y la residencia habitual en el artículo 9. 
En la legislación tributaria alemana una persona tie-
ne un domicilio allí donde ocupa una vivienda, en unas 
circunstancias tales que permiten deducir que la man-
tiene y utiliza. 
La residencia habitual, según la ordenanza tributaria 
alemana, es aquel lugar donde reside la persona, en 
unas circunstancias tales que hacen suponer que su per-
manencia en este lugar o en su distrito no es transito-
ria. Se presume que una persona tiene su residencia ha-
bitual en Alemania si permanece en un lugar sin in-
terrupción durante un período de tiempo mayor de seis 
meses. Esta presunción no se aplica cuando la estancia 
en Alemania tiene por objeto visitar el país, vacaciones, 
cuidados médicos o fines privados similares, siempre 
que no dure más de un año. 
Hay que tener en cuenta, sin embargo, que el crite-
rio de la residencia habitual puede plantear diversos 
problemas que ni la Ley General Tributaria ni las leyes 
de los distintos tributos han previsto. Nos referimos a 
la posibilidad y consecuencias de las situaciones que po-
dríamos considerar anómalas con respecto al domicilio: 
la pluralidad de domicilios y la carencia de domicilio. 
B) Respecto a la pluralidad de domicilios 
Es evidente que existiendo en el ordenamiento jurí-
dico un domicilio general, el fijado en el artículo 40 del 
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Código Civil, y domicilios especiales, no hay obstáculo 
para que una persona pueda tener diferentes domicilios , 
a cada uno de los cuales se conectará un efecto jurídico 
distinto. Esto parece claro en el caso de las personas ju-
rídicas, cuyo domicilio general será el domicilio social y 
el especial --en este caso el domicilio tributario-- será 
la sede de dirección efectiva. 
La posibilidad, sin embargo, a la que queremos refe-
rirnos es a la posibilidad de que en varios lugares se pro-
duzcan las circunstancias determinantes para la atribu-
ción del domicilio. Esto es, la existencia de varias resi-
dencias habituales para las personas físicas. 
La Ley General Tributaria parece presumir que las 
personas físicas sólo pueden tener una residencia habi-
tual, pero la realidad demuestra que la movilidad geo-
gráfica de las personas, por razones profesionales o fa-
miliares, puede favorecer la permanencia y habitualidad 
en diferentes lugares a lo largo del año. 
La Ley General Tributaria no aborda ni se plantea 
esta cuestión del domicilio plural. 
Con respecto a este mismo problema en el ámbito del 
Derecho Civil, DE CASTRO 48 aduce a favor de la ad-
misibilidad de la pluralidad de domicilios: 
1." Que el Derecho romano y, siguiéndole a él, la 
doctrina romanista, admitieron la posibilidad de la exis-
tencia de más de un domicilio y no existe razón alguna 
para creer que el legislador se apartase de este an-
tecedente . 
2." Que no hay obstáculo lógico a su admisión. Pue-
de existir el caso de una persona que resida una parte 
48 DE CASTRO, F.: Derecho civil de España, t. II, ob. cit., 
págs. 451-452. 
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del año en un lugar y otra parte del año en lugar distin-
to y en ambos con carácter de habitualidad. 
3." Que el criterio legal parece ser éste, al no haber-
se seguido la determinación del domicilio por el estable-
cimiento principal, que es el que ha llevado a la doctri-
na francesa e italiana a mantener la unidad. 
4. 0 Que es la solución más conforme con el criterio 
realista del domicilio y la que mejor se compagina con 
las necesidades de la práctica. 
La doctrina mayoritaria admite, además, que en es-
tos casos no se tiene un domicilio alternativo, sino una 
pluralidad de domicilios 49 . 
La legislación tributaria española no se plantea el pro-
blema en el caso de la pluralidad de domicilios. Sin em-
bargo, se ha intentado resolver la misma cuestión en el 
caso de doble residencia a través de Convenios in-
ternacionales. 
A este respecto, el artículo 4 del Modelo de Conve-
nio de la OCDE para evitar la doble imposición sobre 
la Renta y el Patrimonio prevé en el caso de que una 
persona sea residente en dos Estados por razón del do-
micilio, residencia, sede de dirección o cualquier otro 
criterio de naturaleza análoga, que su situación se re-
solverá de la siguiente manera: 
49 En este sentido, ALBADALEJO sostiene lo siguiente: <<Creo equi-
vocado pensar que entonces se tiene alternativamente el domicilio en el 
punto en el que en cada momento se esté. Ello porque no se cesa de re-
sidir en un lugar por el solo hecho de ausentarse materialmente de él( ... ). 
Lo exacto no es decir: la ciudad A es ahora la residencia habitual, y ma-
ñana ya no es ésta, sino la B; por el contrario, sería exacto afirmar: son 
-ahora y en todo momento-- residencias habituales las ciudades A y B, 
una que se utiliza unos días y otra, otroS>>, en Comentarios al Código Ci· 
vil, ob. cit., pág. 253. 
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«a) Esta persona será considerada residente del 
Estado donde tenga una vivienda permanente a su dis-
posición; si tuviera una vivienda permanente a su dis-
posición en ambos Estados, se considerará residente del 
Estado con el que mantenga relaciones personales y eco-
nómicas más estrechas (centro de intereses vitales). 
b) Si no pudiera determinarse el Estado en que di-
cha persona tiene el centro de sus intereses vitales, o si 
no tuviera una vivienda permanente a su disposición en 
ninguno de los Estados, se considerará residente del Es-
tado contratante donde viva habitualmente. 
e) Si viviera habitualmente en ambos Estados o no 
lo hiciera en ninguno de ellos, se considerará residente 
del Estado del que sea nacional. 
d) Si fuera nacional de ambos Estados o no lo fuera 
de ninguno de ellos, las autoridades competentes de los 
dos Estados contratantes resolverá el caso de común 
acuerdo.» 
Evidentemente en este caso lo que se cuestiona es el 
sometimiento de la persona a un determinado poder tri-
butario , mientras que en el caso de la pluralidad de do-
micilios se producirá un supuesto de conflicto de com-
petencias en el seno de la Administración Tributaria. 
Los problemas prácticos que plantea la pluralidad de 
domicilios son de gran importancia en orden a la pre-
sentación de las declaraciones tributarias, recepción de 
las notificaciones de la Administración , etc. 
En nuestra opinión , si circunscribimos los efectos del 
domicilio tributario al ámbito estricto de las relaciones 
entre la Administración Tributaria y el sujeto pasivo , 
no existiría obstáculo jurídico alguno para que el sujeto 
pasivo optara por uno de estos domicilios, siempre que 
se den las circunstancias objetivas necesarias para que 
88 Amparo Navarro Faure 
la voluntad del sujeto pasivo se apoye en datos objeti-
vos, tales como poseer una vivienda, realizar su activi-
dad económica en ese territorio, estar domiciliados en 
ese territorio su cónyuge e hijos, etc. 
C) No contempla tampoco la Ley y el Reglamento del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas el 
caso de unidades familiares cuyos miembros tengan 
domicilios distintos y opten por el sistema de tribu-
tación conjunta 
A este respecto la Ley 12/1981, de 13 de mayo, por 
la que se aprueba el concierto económico con el País 
Vasco, establece en el artículo 7.3 que: 
«En el supuesto de que los miembros integrantes de 
una unidad familiar tuvieran domicilios o residencias 
distintas, se entenderá competente la Administración 
que corresponda a la residencia del marido, padre o, en 
su defecto, la madre» 50 . 
El criterio utilizado por las leyes de Convenio con el 
País Vasco y Navarra no resulta adecuado por cuanto 
hace prevalecer el domicilio de uno de los cónyuges en 
función de su sexo, en vez de utilizar un criterio de ma-
yoría de los miembros de la unidad familiar o incluso 
de nivel de rentas. 
50 En el mismo sentido el artículo 8.3 de la Ley 28/1990, de 26 de di-
ciembre, de Convenio Económico con Navarra, dispone que: <<Cuando las 
personas físicas constituyan una unidad familiar y no opten por la tributa-
ción individual, corresponderá a Navarra la exacción del Impuesto cuando 
residan en territorio navarro el cónyuge varón, el padre o la madre si no 
existiera matrimonio o hubiese separación judicial o, en defecto de los mis-
mos, todos los miembros de la unidad familiar.>> 
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En cualquier caso, no es un criterio extrapolable con 
carácter general al problema que estamos abordando. 
Con respecto a la normativa común del Impuesto so-
bre la Renta de las Personas Físicas cabe hacer, a nues-
tro juicio, las siguientes observaciones: 
En primer lugar, hay que tener en cuenta que el tras-
lado temporal de la residencia de uno de los miembros 
de la unidad familiar -por ejemplo, por razones labo-
rales- no supone la pérdida del antiguo domicilio fis-
cal donde se encuentre el resto de los miembros de la 
unidad familiar. Así se ha pronunciado en el ámbito ci-
vil la jurisprudencia del Tribunal Supremo, y no encon-
tramos obstáculo para aplicarla en el ámbito tributario, 
que acoge igualmente el criterio de la residencia ha-
bitual 51 . 
Esta doctrina podría encontrar también su apoyo en 
el ámbito tributario, aunque la norma cumpla una fina-
lidad distinta y se esté refiriendo a la residencia y no al 
domicilio, en el artículo 12.2 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta de las Personas Físicas, según el cual: «Se 
presumirá, salvo prueba en contrario, que el sujeto pa-
sivo tiene su residencia habitual en territorio español 
cuando residan habitualmente en España el cónyuge no 
51 En este sentido se pronuncian las Sentencias del Tribunal Supremo 
de 12 de julio de 1989 y 18 de octubre de 1990. La Sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón de 13 de junio de 1991 es la que recoge de 
forma más explícita esta doctrina. En efecto , en el fundamento jurídico ter-
cero el citado Tribunal manifiesta que: <<El domicilio de la persona viene 
determinado por la habitualidad de la residencia, Jo que impide que aquél 
exista en los supuestos de traslado y permanencia de las personas por cor-
tos períodos de tiempo o incidencias personales o profesionales, pues falta 
esa voluntad de establecerse la persona efectiva y permanentemente; estas 
situaciones no llevan a la desvinculación con el Jugar de origen o proce-
dencia con el que las personas siguen relacionadas, sin intención de alte-
rar la continuidad y con permanencia del epicentro familiar.» 
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separado legalmente y los hijos menores de edad que 
dependan de aquél.» 
En el caso, sin embargo, de que haya una manifesta-
ción de voluntad del sujeto pasivo de cambio de domi-
cilio comunicada a la Administración Tributaria, nos en-
contraríamos ante una pluralidad de domicilios de la 
unidad familiar. Esta situación no afectaría al sistema 
de tributación individual, pero en el caso de que los cón-
yuges optaran por el sistema de tributación conjunta 
ante el vacío normativo pensamos que se podría optar 
por la presentación de la declaración en cualquiera de 
los dos domicilios. 
D) El problema contrario al de la pluralidad 
de domicilios es la falta de domicilio 
La posibilidad de que una persona carezca de domi-
cilio puede resultar de las siguientes circunstancias: bien 
porque no se haya tenido ninguno, en el sentido de que 
en ningún lugar hayan concurrido los requisitos de re-
sidencia y habitualidad, o teniéndolo no se haya decla-
rado nunca a la Administración Tributaria; bien porque 
se abandone el domicilio hasta entonces existente y no 
se haya constituido otro todavía o no se haya comuni-
cado el cambio a la Administración. 
La Ley General Tributaria no sólo no prevé estas si-
tuaciones , sino que parece presumir que todo sujeto pa-
sivo residente en España tiene un domicilio en el terri-
torio español. Por eso establece en el artículo 46 .1 que: 
«Los sujetos pasivos que residan en el extranjero 
durante más de seis meses cada año natural vendrán 
obligados a designar un representante con domicilio en 
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territorio español, a los efectos de sus relaciones con la 
Hacienda Pública.» 
También en este tema las normas forales de Alava, 
Guipúzcoa y Vizcaya prevén que: «En el caso de que el 
sujeto pasivo no hubiera declarado su domicilio fiscal, 
se considerará como tal, entretanto, el de situación de 
cualquier inmueble o explotación económica del que fi-
gure como titular» 52 . 
La Ley General Tributaria sólo se plantea el proble-
ma en el caso de las notificaciones a deudor cuyo do-
micilio no es conocido por la Administración, como pre-
supuesto para la notificación por edictos (art. 103.6 del 
Reglamento General de Recaudación), y como causa 
para declarar un crédito tributario incobrable (art. 164.2 
del Reglamento General de Recaudación). Ambos su-. 
puestos serán objeto de comentario posteriormente. Sin 
embargo, es necesario dejar constancia de la falta de 
previsión de la Ley General Tributaria a este respecto, 
con la consiguiente inoperatividad, como en su momen-
to veremos, del deber de declarar el domicilio y los cam-
bios que en el mismo se produzcan. 
2. El domicilio social 
Son posibles dos criterios para determinar el domici-
lio de las personas jurídicas: el domicilio electivo que 
deciden los fundadores o socios y el domicilio real im-
52 Norma Foral General Tributaria de 31 de mayo de 1981 de Alava 
(art. 45); Norma Foral 111985 , de 31 de enero, General Tributaria del 
Territorio Histórico de Guipúzcoa (art. 45); Norma Foral 3/86, de 26 de 
marzo, General Tributaria de Vizcaya (art. 45). 
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puesto por la ley en consideración a ciertos datos 
objetivos. 
El domicilio social es aquel que la sociedad establece 
en la escritura de constitución de la misma como sede 
de sus relaciones jurídicas. 
La legislación mercantil exige, sin embargo, ciertos 
requisitos para establecer el domicilio social. En el caso 
de las Sociedades Anónimas el artículo 5 del Texto Re-
fundido (RD 1564/1989 de la Ley de Sociedades Anó-
nimas) establece que la sociedad fijará su domicilio den-
tro del territorio español en el lugar en que se halle el 
centro de su efectiva administración y dirección o en 
que radique su principal establecimiento o explota-
ción 53 . 
Parece que la legislación mercantil adopta el criterio 
de la sede de dirección efectiva acercándose al concep-
to de domicilio fiscal del artículo 45 de la Ley General 
Tributaria. No se puede decir, sin embargo, que sea 
coincidente, aunque normalmente así lo sea, porque la 
Ley de Sociedades Anónimas permite que el domicilio 
social se sitúe en el lugar en que radique el estableci-
miento o explotación principal. 
Ahora bien, la fijación del domicilio social no deja de 
tener consecuencias tributarias y, curiosamente, no en 
el ámbito del domicilio fiscal, sino en el de la residencia 
de las personas jurídicas. 
En efecto, a pesar de que el artículo 45 de la Ley Ge-
neral Tributaria sitúa como primer criterio en la deter-
minación del domicilio de las personas jurídicas el do-
53 El artículo 21 del Código de Comercio establece que en la hoja de 
inscripción en el Registro Mercantil de cada comerciante o sociedad se ano-
tará el domicilio , con especificación de la sucursales que hubiere estable-
cido, sin perjuicio de inscribir las sucursales en el Registro de la Provincia 
en que estén domiciliadas. 
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micilio social, éste sólo tendrá efectos tributarios cuan-
do coincida con la sede de su gestión administrativa y 
dirección de los negocios, prevaleciendo este último 
cuando haya discordancia entre ambos. 
Sin embargo, el artículo 9 de la Ley del Impuesto so-
bre Sociedades establece que se considerarán entidades 
residentes en España las que cumplan cualquiera de los 
requisitos siguientes: a) que se hubieran constituido con-
forme a las leyes españolas; b) que tengan su domicilio 
social en territorio español; e) que tengan la sede de di-
rección efectiva en territorio español. 
De esta norma se puede deducir que una entidad será 
residente cuando las reglas de constitución fijen su do-
micilio en España aunque no coincida con su domicilio 
fiscal, y, a su vez, en virtud del tercer criterio también 
lo será cuando tenga su domicilio fiscal en territorio 
español. 
La separación, sin embargo, de ambos criterios, 
abunda en la diferenciación para el legislador tributario 
entre el domicilio social y el domicilio fiscal, pero vuel-
ve a poner de manifiesto la interdependencia que en 
nuestra legislación tienen los conceptos de residencia y 
domicilio. 
3. La sede de dirección efectiva 
El lugar en el que esté efectivamente centralizada la 
gestión administrativa y la dirección de los negocios es 
el criterio que utiliza la Ley General Tributaria para 
atribuir el domicilio fiscal tanto para personas jurídicas 
residentes como no residentes en España, ya que el ar-
tículo 46.2 de la misma ley establece que las personas 
jurídicas residentes en el extranjero que desarrollen ac-
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tividades en España tendrán su domicilio fiscal en el lu-
gar en que radique la efectiva gestión administrativa y 
dirección de sus negocios. 
Idéntico criterio es el utilizado por el artículo 8 de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades para atribuir el do-
micilio fiscal: éste será el domicilio social si en él está 
efectivamente centralizada su gestión administrativa y 
dirección de sus negocios. En otro caso se atenderá al 
lugar en que radique dicha gestión y dirección. 
Acude, sin embargo, el artículo 8 a un criterio subsi-
diario para el caso de que resulte dudoso el lugar del do-
micilio fiscal. En estos casos, según el citado artículo, 
prevalecerá aquel en que radique el mayor valor del 
inmovilizado. 
Esta regla supletoria se debe a una enmienda del gru-
po socialista al proyecto de ley del Impuesto sobre So-
ciedades que trataba, como recoge COLMENAR VAL-
DES de «establecer el domicilio fiscal en base a un 
criterio objetivo -lugar en que radicase la mayoría del 
inmovilizado según el libro de inventario de la socie-
dad-, evitando la creación de polos fiscales (aglomera-
ción en las grandes ciudades de las sedes sociales y 
centros de gestión), así como la ambigüedad del domi-
cilio de las grandes entidades con establecimientos dise-
minados en diversos puntos del territorio nacional, al 
tiempo que desplazaba el centro de decisión de donde 
se encontraban por comodidad los directivos a donde es-
taba situada la mayoría del personal. 
Con este criterio no se resolvía, sin embargo, el pro-
blema de ciertas empresas, como el caso de bancos o 
empresas de transporte, en unos supuestos porque aquel 
inmovilizado se utilizaba en otros lugares, y en otros, 
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porque no era posible decidir el lugar en que se asen-
taba dicho inmovilizado» 54 . 
Se reconoció, sin embargo, este criterio como regla 
supletoria para aquellos casos en que el domicilio fiscal 
no aparecía claramente derivado de sus explotaciones o 
centros dispersos. 
La interpretación de lo que debe entenderse por lu-
gar donde se realice la gestión y dirección de los nego-
cios la llevan a cabo los artículos 22 y 23 del Reglamen-
to del Impuesto sobre Sociedades. 
Según el primero de ellos, el lugar de gestión y direc-
ción de los negocios será aquel en que concurran estas 
tres notas: 
- Contratación: que exista en él una oficina o de-
pendencia donde se verifique normalmente la contrata-
ción general de la entidad, sin perjuicio de la que es pro-
pia y característica de las sucursales y de la que pueda 
desarrollarse en otros lugares , dada la naturaleza de las 
actividades ejercidas. 
- Llevanza de la contabilidad: que en él, o en ofi-
cinas habilitadas al efecto en el territorio a que se ex-
tienda la competencia de la misma Delegación de Ha-
cienda, se lleve de modo permanente la contabilidad 
principal, con el desarrollo , justificantes y antecedentes 
precisos para poder verificar y apreciar en debida for-
ma todas las operaciones sociales. 
54 COLMENAR VALDES , S. : Las exenciones, la residencia y el do· 
micilio en el nuevo Impuesto sobre Sociedades, XVIII SEDF, IEF, Madrid 
1982, pág. 171. 
Sobre el debate parlamentario en torno al artículo 8 de la Ley del lm· 
puesto sobre Sociedades ver MARIN ARIAS, M.: <<Domicilio fiscal>>. en 
Comentarios a las Leyes Tributarias y Financieras, t. IV , vol. 1, págs. 225 
Y SS. 
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Domicilio fiscal de los administradores: que den-
tro del repetido territorio estén domiciliados fiscalmen-
te administradores o gerentes de la entidad en número 
adecuado para que sea debidamente ejercida la direc-
ción de los negocios sociales. 
Para el caso de que en el domicilio social no con-
curran todas estas circunstancias, el domicilio fiscal se 
fija, según el artículo 23, ·en el siguiente orden: 
Primero. En el lugar donde coincida la contrata-
ción, llevanza de la contabilidad y domicilio fiscal de los 
administradores. 
Segundo. En el lugar donde coincidan la contrata-
ción y la llevanza de la contabilidad. 
Tercero. En el lugar donde coincidan la contrata-
ción y el domicilio fiscal de los administradores con el 
domicilio social, o bien donde coincidan la llevanza de 
la contabilidad y el domicilio fiscal de los administrado-
res con el domicilio social. 
Cuarto. En el lugar donde coincidan la contratación 
y la llevanza de la contabilidad con el domicilio social. 
Quinto. Si no es posible aplicar ninguno de estos 
cuatro criterios, el domicilio fiscal coincidirá con aquel 
lugar en que radique el mayor valor de sus elementos 
del inmovilizado material, calculado según su valor neto 
contable. 
La primera cuestión que suscita esta exahustiva enu-
meración de puntos de conexión es si responden al con-
cepto de gestión administrativa y dirección de los nego-
cios establecido en la ley. Por otro lado, algunos auto-
res se han planteado si esta pormenorizada regulación 
es de alguna utilidad práctica sobre todo en sociedades 
de grandes dimensiones. 
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En este sentido , CARBAJO V ASCO y AREV ALO 
ARIAS manifiestan que: «Tras la aspiración, en ocasio-
nes imposible, de llegar a determinar con exactitud dón-
de radica el domicilio fiscal de la entidad , se encuentra 
una visión provincial -que no provinciana- de la fun-
ción inspectora. Según esta visión, cada Delegación de 
Hacienda es un compartimento estanco, sin ninguna re-
lación en la práctica con las demás que realizan la ins-
pección de las empresas -o personas físicas- domici-
liadas fiscalmente en su demarcación , presumiendo im-
plícitamente que tal inspección, basada en un criterio es-
tricto y cerrado de domicilio, va a permitir conocer con 
exactitud la deuda tributaria de la entidad inspec-
cionada. 
En una sociedad industrial avanzada el domicilio fis-
cal puede ser secundario de cara a la función inspecto-
ra, salvo como elemento centralizador de unas actua-
ciones que cada vez más han de tener un carácter plu-
riprovincial. Para que la Inspección sea eficaz ha de con-
templar la entidad inspeccionada como un todo diversi-
ficado, incluyendo las sociedades participadas y vincu-
ladas de una u otra forma a la primera . Este enfoque 
exige la ruptura del rígido molde territorial hasta hoy 
imperante en la función inspectora y presupone la rela-
tiva obsolescencia del domicilio fiscal como elemento 
básico a la hora de cuantificar el hecho imponible>> 55 . 
Las críticas de estos autores no se mantienen del todo 
vigentes tras la publicación del Reglamento General de 
la Inspección de los Tributos. Como ya pusimos de ma-
nifiesto, la competencia de los Organos de la Inspección 
55 CARBAJO VASCO , D.; AREVALO ARIAS. J.: «Una nota so-
bre el domicilio fiscal en el Impuesto sobre Sociedades», CT, núm. 43. 
1982, pág. 61 
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sobre la base del domicilio no supone que no se vaya a 
realizar esta función por los órganos competentes fuera 
del ámbito del territorio donde se encuentre el domici-
lio fiscal del sujeto pasivo. 
En segundo lugar, pueden ser criticables los criterios 
utilizados por el legislador para fijar el domicilio de las 
personas jurídicas pero, en cualquier caso, era necesa-
rio un desarrollo reglamentario de la genérica expresión 
que utilizaba la Ley General Tributaria y la Ley del Im-
puesto sobre Sociedades. Expresión que, por otro lado, 
ya no es privativa del ámbito tributario, sino que se uti-
liza también en la legislación mercantil. 
La intención del legislador tributario al fijar para las 
personas jurídicas un domicilio distinto al social es cla-
ra: se pretende que el domicilio, por los efectos que pro-
duce en el ámbito tributario, coincida con la realidad y 
no se deje al arbitrio de los socios que pueden tender a 
fijarlo en grandes ciudades o en aquellos lugares en los 
que puedan suponer que por la cantidad de sociedades 
allí domiciliadas será más difícil estar sometidas al con-
trol administrativo. Como ha puesto de manifiesto AL-
BIÑANA, la desigual distribución geográfica de medios 
personales y materiales por la Administración Tributa-
ria ha hecho sentir la necesidad de fijar un especial do-
micilio tributario para las personas jurídicas distinto del 
domicilio cuya elección se basa en el grado de presión 
efectiva ejercida por el control por parte de la Admi-
nistración del cumplimiento de las obligaciones y debe-
res formales. 
Respecto a los criterios utilizados por el Reglamento 
del Impuesto sobre Sociedades cabe hacer las siguien-
tes consideraciones. 
Criterios de atribución del domicilio 99 
El criterio de la contratación general de la entidad po-
dría ser susceptible de varias interpretaciones. Bien 
como el lugar desde el cual se realizan las compras ge-
nerales de la entidad, esto es, las adquisiciones de bie-
nes y servicios y la contratación del personal, o bien 
como el lugar desde el cual se realizan las transacciones 
que son propias del objeto social de la entidad, esto es, 
la mayor cifra relativa de negocios 56 . 
En nuestra opinión, el precepto está haciendo refe-
rencia al lugar desde el cual la sociedad centraliza la con-
tratación de los trabajadores y celebra los negocios ju-
rídicos con terceros. Este es el lugar que tiene una ma-
yor proyección exterior frente a terceras personas, in-
cluida la Administración Tributaria. 
Además, la norma exige que sea el lugar donde se de-
sarrolle <<normalmente» esta contratación. 
Para CARBAJO V ASCO y AREV ALO ARIAS: 
«Es obvio que resulta prácticamente imposible fijar la 
frontera entre normalidad y anormalidad en relación 
con el giro económico de la empresa. 
No se puede olvidar, por otra parte, que es en las su-
cursales o en "otros lugares" donde puede radicar la 
contratación general de la entidad, careciendo entonces 
de sentido la alternativa propuesta por el artículo 22.a), 
S(, El artículo 18.5 de la Ley 12/1981, de 13 de mayo , de Concierto con 
la Comunidad Autónoma Vasca, en la redacción que al mísmo le ha dado 
la Ley 27/1990, de 26 de diciembre , de modificación del Concierto Eco-
nómico , interpretando la cifra de negocios como volumen de operaciones, 
establece que <<se entenderá como volumen de operaciones el importe to-
tal de las contraprestaciones, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadi-
do y el recargo de equivalencia, en su caso, obtenido por el sujeto pasivo 
en las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizados en su acti-
vidad». Igual norma contiene el artículo 17 de la Ley de 26 de diciembre 
del Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad de Navarra. 
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entre negocio general y negocio sucursal o el propio de 
"otros lugares"» 57 . 
La opinión de los citados autores se basa, a nuestro 
juicio, en una equivocada interpretación de la contrata-
ción general. En efecto, los negocios propios de la ex-
plotación se llevarán a cabo en las sucursales y en otros 
lugares, pero el precepto no está haciendo referencia a 
la cifra relativa de negocios, como hemos manifestado 
anteriormente. 
El criterio de la contratación lo sitúa el artículo 23 
como el primero en orden de importancia para deter-
minar el domicilio, cuando tal vez no sea el que mayor 
relación guarda con la dirección efectiva entendida, en 
nuestra opinión, como la toma de decisiones acerca de 
la actividad empresarial. 
El segundo criterio que utiliza la norma es el del lu-
gar donde se lleve de modo permanente la contabilidad 
principal de la entidad. Responde este criterio al de-
sarrollo más que de la dirección efectiva al de la centra-
lización de la gestión administrativa. 
En efecto, tanto la Ley General Tributaria como la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades utilizan dos crite-
rios, la gestión administrativa y la dirección de los ne-
gocios, aunque el Reglamento desarrolla sólo el de di-
rección efectiva. En nuestra opinión, la dirección supo-
ne dar las pautas o tomar las decisiones acerca del de-
sarrollo de la empresa, mientras que la gestión adminis-
trativa hace referencia a la aplicación de esas decisiones 
así como al desarrollo de la actividad interna de la 
misma. 
57 CARBAJO VASCO, D.; AREVALO ARIAS, J.: Una nota sobre 
el domicilio fiscal en el Impuesto sobre Sociedades, ob. cit., pág. 60. 
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La contabilidad principal será la requerida por el Có-
digo de Comercio. En efecto , el artículo 280 del Regla-
mento del Impuesto sobre Sociedades establece que : 
«Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades es-
tán obligados a llevar contabilidad de conformidad con 
los preceptos del Código de Comercio y demás normas 
que les sean de aplicación», y asimismo establece en su 
apartado segundo que «las sociedades llevarán necesa-
riamente los libros de contabilidad requeridos por el Có-
digo de Comercio, que tendrán el carácter de contabi-
lidad principal, así como el registro mayor y los auxilia-
res a que se refiere el artículo siguiente , cuyo resumen 
deberá concordar con las anotaciones realizadas en la 
contabilidad principal. » 
Tendrán , pues, el carácter de contabilidad principal 
los libros establecidos en el artículo 25 del Código de 
Comercio, según la redacción dada a este artículo por 
la Ley 19/1989, de 25 de julio, de Reforma y Adapta-
ción de la Legislación Mercantil a las Directivas de la 
Comunidad Económica Europea. Esto es, libro de In-
ventarios y Cuentas Anuales (Balance, Cuenta de Pér-
didas y Ganancias y la memoria, así como el Libro 
Diario) . 
Por último , el criterio del domicilio fiscal de los ad-
ministradores o gerentes tiene sentido en cuanto éstos 
ostentan la representación de la sociedad, pero servirá 
de poco cuando los administradores sean varios , con do-
micilios distintos o celebren los Consejos de Adminis-
tración en lugares diferentes a los de sus domicilios res-
pectivos. El número adecuado de administradores para 
que pueda ser ejercida la dirección de los negocios al 
que alude la norma será, en nuestra opinión, la mayo-
ría absoluta de los mismos. A este respecto el artícu-
lo 140 de la Ley de Sociedades Anónimas establece que 
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los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los 
consejeros concurrentes a la sesión. 
El último criterio que establece la ley con carácter 
subsidiario es el del lugar en que radique el mayor va-
lor de sus elementos de inmovilizado material, calcula-
do según su valor neto contable. 
Se consideran elementos de inmovilizado material, 
según el artículo 52 del Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades, todos aquellos bienes tangibles, muebles, 
inmuebles o semovientes que estén incorporados al pa-
trimonio del sujeto pasivo y que se utilicen para la ob-
tención de rendimientos gravados por este impuesto, 
salvo los elementos que tengan la consideración de 
existencias. 
Poco tiene que ver este criterio con la dirección efec-
tiva de los negocios, pero plantea además problemas 
prácticos. Por un lado, la valoración del inmovilizado, 
por efecto de las amortizaciones, las revalorizaciones, 
mejoras, provisiones afectadas, etc., no es un dato tan 
inmutable como pudiera parecer de su lectura. Pero es 
que, además, en el lugar en que radique el mayor valor 
del inmovilizado puede no encontrarse ninguna de las 
personas con las cuales la Administración Tributaria 
pueda relacionarse válidamente. Pensemos, por ejem-
plo, en una empresa dedicada a la explotación agraria 
que posee la mayoría de sus fincas en un determinado 
territorio distinto de aquel en el que se encuentran los 
administradores o gerentes. 
A nuestro juicio, la introducción de este último cri-
terio responde a una finalidad distinta a la que debe res-
ponder la atribución del domicilio tributario. 
En efecto, como manifiesta MARIN ARIAS: «Lo 
que sucede es que detrás del domicilio fiscal de los su-
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jetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades hay dos te-
mas muy distintos. El primero es el de conocer la rea-
lidad del mismo y facilitar las relaciones entre el sujeto 
pasivo y la Administración. Otro es el de los efectos que 
los ingresos que produzca ese sujeto pasivo puede tener 
para la Administración, dicho sea en la acepción más 
amplia de la palabra, y consecuentemente, los efectos 
que sobre cierta área territorial puedan tener esos in-
gresos, y si se admite el gasto que el Estado pueda rea-
lizar allí. Y coordinar ambos puntos de vista y los dis-
tintos intereses que subyacen en esta materia no resulta 
de modo alguno fácil» 58 . 
En realidad, el criterio de la dirección y gestión de la 
entidad no es un criterio tan difícil de determinar. En 
primer lugar, actualmente coincidirá, en términos gene-
rales, con el domicilio social en virtud de la armoniza-
ción de la legislación mercantil con la tributaria en este 
tema. 
En segundo lugar, el domicilio fiscal debe seguir pro-
duciendo sus efectos en el ámbito de las relaciones del 
sujeto pasivo con la Administración Tributaria. Cues-
tión distinta debe ser si el domicilio fiscal es un criterio 
adecuado o no para el sometimiento a un poder tribu-
tario o para la participación de las Comunidades Autó-
nomas en los tributos cedidos. 
Pensemos, como última reflexión, que el criterio de 
la gestión administrativa y dirección de los negocios de-
termina el domicilio de las personas jurídicas residentes 
en España como de los no residentes que operen me-
diante establecimiento permanente, de las entidades sin 
personalidad jurídica que desarrollen actividades em-
presariales y de las personas físicas, profesionales o em-
sx MARIN ARIAS , M.: «Domicilio fi scal>>, en Comentarios a las Le-
yes Tributarias y Financieras, ob. cit., pág. 232. 
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presarios, cuando opten por el domicilio de su actividad 
empresarial. Las posibles imprecisiones en la determi-
nación del domicilio de las personas jurídicas, en cuan-
to desarrollan una actividad empresarial, no se debe tan-
to a errores del legislador como a la imposibilidad de 
contemplar toda la casuística que en la dirección y ges-
tión de la empresa se pueda producir. Tal vez sería con-
veniente flexibilizar la determinación del domicilio fis-
cal de las personas jurídicas a cambio de una mayor 
coordinación entre los órganos de la Administración tri-
butaria de ámbito territorial distinto en la labor de ins-
pección de los tributos que afecten a las citadas per-
sonas. 
4. El establecimiento permanente 
El concepto de establecimiento permanente tiene una 
importancia en Derecho tributario que no es necesario 
resaltar, habida cuenta de que determina una de las mo-
dalidades de tributación de los no residentes, tanto per-
sonas físicas como jurídicas. 
El problema que nos interesa analizar en este momen-
to es la aplicación a estos establecimientos permanentes 
de los criterios que determinan el domicilio para las 
sociedades. 
El concepto de establecimiento permanente hace re-
ferencia al lugar fijo de negocios en el que una persona 
o entidad no residente efectúa toda o parte de su acti-
vidad en otro territorio . Así se refleja en el artículo 5 
del modelo de Convenio de la OCDE para evitar la do-
ble imposición en los Impuestos sobre la Renta yel Pa-
trimonio y en el artículo 7.a) de la Ley del Impuesto so-
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bre Sociedades. A este último concepto remite el artícu-
lo 16.2 de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas 59 . 
El artículo 7.a) de la Ley del Impuesto sobre Socie-
dades califica como establecimiento permanente todos 
lo lugares recogidos en el apartado 2 del artículo 5 del 
Modelo de Convenio. 
Comentando estos lugares, DE LA VILLA 60 los ha 
clasificado en tres categorías: burocráticos , productivos, 
y de extracción de recursos naturales . 
Dentro de los lugares burocráticos incluye el citado 
autor las sedes de dirección, las sucursales y las oficinas . 
Son conceptos que aluden a la organización adminis-
trativa de la empresa . «Sede de dirección» hace referen-
cia a control y dirección de negocios, mientras que «Ofi-
cina» alude, propiamente , a gestión administrativa; a 
este término puede asimilarse el de «sede de adminis-
tración». «Sucursal» es un concepto más amplio , casi 
equivalente al omnicomprensivo de empresa. El concep-
to tiene , no obstante, contenido estrictamente económi-
59 El artículo 5 del Modelo de Convenio de la OCDE de 1977 estable-
ce en los primeros apartados lo siguiente : 
<<1. A efectos del presente Convenio, la expresión "establecimiento 
permanente" significa un lugar fijo de negocios mediante el cual una em-
presa realiza toda o parte de su actividad . 
2. La expresión "establecimiento permanente" comprende, en es-
pecial: 
a) las sedes de dirección; 
b) las sucursales; 
e) las oficinas; 
d) las fábricas; 
e) los talleres 
f) las minas, los pozos de petróleo o de gas, las canteras o cualquier 
otro lugar de extracción de recursos.>> 
60 DE LA VILLA, J. M.: <<Convenios fi scales de doble imposición», 
en Comentarios a las leyes tributarias y financieras, t. XIV , ob. cit., 
pág. 104. 
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co al carecer de personalidad jurídica. La «filial» es en-
tidad que sí ostenta tal cualidad. 
Para DE LA VILLA, son lugares productivos las «fá-
bricas» y los «talleres». Para el citado autor «en el total 
de una empresa cada elemento contribuye a la produc-
tividad del conjunto; pero desglosando tales elementos 
cabe diferenciar los productivos en sentido estricto y los 
de gestión y administración . El Modelo se refiere a «fá-
bricas» y «talleres», diferenciando las instalaciones que 
integran el ciclo productivo de una mercancía o bien las 
que pueden no tener este carácter integral. La incardi-
nación de aquellos elementos en el concepto de estable-
cimiento permanente completa , en tal caso, la defini-
ción general dada en el apartado 1, atribuyéndose al es-
tablecimiento el carácter productivo que del mismo, fre-
cuentemente, se predica. 
Como lugares de extracción de recursos naturales se 
incluyen «las minas, canteras, pozos de petróleo o gas, 
explotaciones agrarias, forestales, pecuarias o cualquier 
otro lugar de extracción de recursos naturales». Los su-
puestos integrados en este tercer apartado coinciden en 
que el común denominador lo constituye la extracción 
de recursos naturales y que la calificación de estableci-
miento proviene más de la actividad que de la instala-
ción en sí 61 . 
C> l Todos estos lugares aparecen pormenorizados en el artículo 7.a) de 
la Ley de Impuesto sobre Sociedades: <<Se entenderá que una sociedad rea· 
liza operaciones en España por medio de establecimiento permanente 
cuando directamente o mediante apoderado posea en territorio español 
una sede de dirección, sucursal, oficinas, fá bricas, talleres, instalaciones, 
almacenes, tiendas u otros establecimientos; obras de construcción, insta· 
!ación o montaje , cuando su duración sea superior a doce meses; agencias 
o representaciones autorizadas para contratar en nombre y por cuenta del 
sujeto pasivo , o cuando posean minas, canteras, pozos de petróleo o de 
gas, explotaciones agrarias , forestales, pecuarias o cualquier otro lugar de 
extracción de recursos naturales, o realice actividades profesionales o ar· 
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A pesar de las críticas que algunos autores han reali-
zado del concepto de establecimiento permanente 62 , se 
trata de un concepto más exacto y pormenorizado que 
el de domicilio fiscal de las sociedades. Pero plantea a 
su vez el problema de aplicar al mismo los criterios de 
delimitación del domicilio. 
La norma general sobre el domicilio de las personas 
jurídicas no residentes la establece el artículo 46.2 de la 
Ley General Tributaria según el cual: 
«Las personas jurídicas residentes en el extranjero 
que desarrollen actividades en España tendrán su domi-
cilio fiscal en el lugar en que radique la efectiva gestión 
administrativa y la dirección de sus negocios.» 
Esta norma general se aplica, sin embargo, sólo a las 
personas jurídicas que operen en España por medio de 
establecimiento permanente, ya que en los demás su-
puestos de sujeción por obligación real, el domicilio de 
estas entidades será el de su representante, según el ar-
tículo 10 de la Ley y 27 del Reglamento del Impuesto 
sobre Sociedades. 
En cuanto a la aplicación de los criterios de determi-
nación del domicilio de los residentes se plantean las si-
guientes cuestiones: 
En primer lugar, no es posible aplicar el criterio del 
domicilio social, obviamente, ya que si el domicilio so-
cial estuviera en España se trataría de una entidad 
residente. 
tísticas, o posea otros lugares de trabajo en los que realice toda o parte 
de su actividad.>> 
62 Ver CARBAJO VASCO, D.: <<El concepto de "establecimiento per-
manente" en el modelo de la OCDE: consideraciones y crítica», CT, 
núm. 52, 1985, págs. 41 y ss. 
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En segundo lugar, el criterio de la «efectiva gestión 
y administración de los negocios» no se puede entender 
como la sede de dirección efectiva, ya que éste es el ter-
cer criterio por el que, según el artículo 9 de la Ley, 
una sociedad se considera residente en España 63 . 
Por último, el artículo 309 del Reglamento desvirtúa 
la atribución de domicilio a estos establecimientos per-
manentes . El citado precepto considera representantes 
de los establecimientos permanentes a quienes estuvie-
ran facultados para contratar en nombre del mismo. 
Pero establece en su apartado segundo que: «Cuando 
las personas facultadas para contratar en nombre del es-
tablecimiento permanente no tuviesen su residencia ha-
bitual en territorio español, la entidad vendrá obligada 
a designar una persona física o jurídica con domicilio y 
residencia en España para que los represente ante la 
Administración Tributaria en relación con sus obligacio-
nes por este Impuesto. Se plantea entonces el problema 
de cuál sea el domicilio de los establecimientos perma-
nentes: si el de su representante o el que resulte de la 
aplicación de los criterios del artículo 27 del Regla-
mento. 
63 FERNANDEZ JUNQUERA , M., ha manifestado en este sentido 
que: <<La exigencia legal de que la efectiva gestión administrativa y la di-
rección de sus negocios tenga lugar en España supone, en mi opinión, que 
estas entidades han de tener otra sede en el extranjero, pues en el caso 
contrario estaríamos ante el supuesto recogido en el apartado 3. o del ar-
tículo 9, es decir, ante una de las circunstancias de las que se deriva la re-
sidencia en España de estas entidades. Lo que, a su vez, significaría, pri-
mero, que esta norma (art. 8.4 de la Ley del Impuesto) quedaría vacía de 
contenido , y segundo, y de mayor trascendencia , que dichas sociedades al 
entrar en el apartado e) del artículo 9, serían consideradas residentes en 
España y tributarían, en consecuencia, por obligación personal en el Im-
puestO>> (<<Residentes en el extranjero>>, en Comentarios a la Ley General 
Tributaria y líneas para su reforma, ob. cit., pág. 779. 
Criterios de atribución del domicilio 109 
En nuestra opinión, el problema reside en establecer 
un concepto general de domicilio para estos estableci-
mientos sin distinguir los supuestos de establecimiento 
permanente que el propio Reglamento utiliza para atri-
buir, a cada uno de ellos, un distinto régimen de 
tributación . 
Por tanto, se deberían distinguir las siguientes clases 
de establecimiento permanente: 
- Establecimiento permanente con actividad con-
tinuada. 
Para QUINTAS BERMUDEZ «el caso típico de es-
tablecimiento permanente es el que se establece como 
lugar de negocios, sin constituir una nueva sociedad , en 
un territorio distinto al de residencia, sin que tenga un 
permanencia prefijada. En este caso estamos ante una 
forma de empresa que realizará una actividad económi-
ca continuada en territorio español que tratará de com-
petir con las restantes empresas societarias o individua-
les operantes en el país, por lo que su tratamiento fiscal 
debe ser también semejante, tanto en lo relativo a la de-
terminación de la base imponible como en el tipo de gra-
vamen y ajustes e incentivos fiscales aplicables a los su-
jetos pasivos por obligación personal» 64-65 . 
64 QUINTAS BERMUDEZ, J .: Comentarios al Reglamento del Im-
puesto sobre Sociedades, Civitas, Madrid , 1984, pág. 989. 
65 El Reglamento considera en el artículo 314 que se encuentran en 
esta situación las entidades no residentes en las que se dé alguna de las 
siguientes circunstancias: 
a) Que directamente o mediante apoderado posean en territorio es-
pañol una sede de dirección, sucursal, oficinas fábricas, talleres, instala-
ciones, almacenes, tiendas u otros establecimientos , desde los que se de-
sarrolle una explotac;ión económica que cierre un ciclo mercantiL 
b) Que dispongan en territorio español agencias o representaciones 
autorizadas para contratar en nombre y por cuenta del sujeto pasivo. 
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En el caso de que este tipo de establecimiento per-
manente realice sus actividades en varios lugares, esta-
remos en presencia del supuesto al que cabrá aplicar los 
criterios de determinación del domicilio, referidos ex-
clusivamente al establecimiento permanente en España. 
Pero generalmente el domicilio coincidirá en el lugar en 
que esté situado tal establecimiento permanente. 
Es necesario distinguir, sin embargo, el supuesto en 
el que un establecimiento permanente realiza su activi-
dad en varios lugares de la existencia de una pluralidad 
de establecimientos permanentes. 
A este respecto el artículo 311 del Reglamento del 
Impuesto sobre Sociedades establece que: 
«1. Una misma entidad no residente en territorio es-
pañol podrá disponer en el mismo de diversos estable-
cimientos permanentes cuando se cumplan los siguien-
tes requisitos: 
a) Que realicen actividades claramente diferencia-
bies. 
b) Que la gestión de las mismas se lleve de modo 
separado. 
2. En los casos previstos en el apartado anterior, 
cada establecimiento permanente tributará de modo in-
dependiente, para lo que deberá adoptarse para cada 
e) Que posean en territorio español minas, canteras, pozos de petró-
leo o de gas u otros lugares de trabajo en los que se realice toda o parte 
de su actividad. 
d) Que posean en territorio espat'iol explotaciones agrarias, foresta-
les, pecuarias o cualquier otro lugar de extracción de recursos naturales, 
siempre que efectivamente desarrollen las actividades correspondientes. 
e) Que realicen de modo continuado o habitual en territorio español 
actividades profesionales o artísticaS.>> 
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uno una denominación diferenciada y solicitarse dife-
rente número de identificación fiscal.» 
En este último supuesto, en nuestra opinión, cada es-
tablecimiento permanente tendrá también su propio do-
micilio fiscal, lo que se deduce de la gestión y contabi-
lidad separada, así como de su tributación indepen-
diente. 
- Establecimiento permanente con actividad espo-
rádica. 
CLA VIJO HERNANDEZ define estos estableci-
mientos permanentes como «aquellas entidades no re-
sidentes que realicen actividades empresariales planifi-
cadas temporalmente, actividades que se caracterizan 
precisamente porque si bien desde un punto de vista téc-
nico es evidente la existencia de un "lugar de trabajo" 
o "base fija", desde el punto de vista administrativo la 
gestión -generalmente ocurre así- está centralizada 
en el extranjero (en la casa matriz o en la sucursal de 
otro país, lo que las diferencia con nitidez de las activi-
dades de los otros establecimientos permanentes» 66 . 
El artículo 323 del Reglamento considera que perte-
necen a esta clase de establecimientos permanentes: 
1) Obras de construcción, instalación o montaje de 
duración superior a doce meses. 
2) Servicios de cualquier tipo en favor de terceros 
durante más de ciento ochenta y tres días en un perío-
do anual, cuando no resulten realizados por una sucur-
sal en España. 
66 CLAVIJO HERNANDEZ. F .• en FERREIRO LAPATZA/CLA-
VIJO HERNANDEZ/MARTIN QUERAL T/PEREZ ROYO: Curso de 
Derecho tributario, 8." ed. Marcial Pons, Madrid, 1992, págs. 330-331. 
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3) Explotaciones económicas desarrolladas o a de-
sarrollar por un período superior a tres años. 
En este caso será difícil aplicar el criterio de la sede 
de dirección y administración, por lo que si el domicilio 
coincide con el del establecimiento habrá de basarse en 
el de la sede de explotación, lugar al que algún autor 
ha asimilado al del mayor valor del inmovilizado. 
- Establecimientos permanentes que no cierran un ci-
clo mercantil. 
Según el artículo 328 del Reglamento, se considera 
que son establecimientos permanentes que no cierran 
un ciclo mercantil «aquellas entidades no residentes 
que, disponiendo en España de una instalación o lugar 
de trabajo, destinen los productos o servicios en ellos 
realizados a su propio uso , sin que se produzca contra-
prestación alguna, aparte de la cobertura de los gastos 
originados por tal instalación o lugar de trabajo» . 
También en este caso el domicilio coincidirá con el lu-
gar en el que esté situado el lugar de trabajo o la ins-
talación, por la dificultad de utilizar cualquier otro 
criterio. 
CAPÍTULO III 
Efectos jurídico-tributarios del domicilio 
l. EFECTOS MATERIALES: EL DOMICILIO 
COMO CRITERIO DE SUJECION 
Y DE ATRIBUCION 
La diferenciación entre residencia y domicilio, habi-
da cuenta del carácter interdependiente de los términos 
con los que aparecen definidos, no resulta fácil si no es 
recurriendo a los distintos efectos que uno u otro lleven 
consigo. 
La residencia , además de punto de conexión en la 
aplicación de los tributos de carácter personal, tiene im-
portantes consecuencias en la estructura del hecho im-
ponible de estos gravámenes, de los cuales cabe desta-
car, siguiendo a DE JUAN Y PEÑALOSA 67 , los 
siguientes: 
- El residente puede ser gravado por todas sus ren-
tas, cualquiera que sea el lugar de obtención de las mis-
mas. En el residente cabe la acumulación de sus rentas 
(o patrimonio) que miden su capacidad contributiva. 
Por el contrario, el no residente podrá ser gravado, a lo 
67 DE JUAN Y PEÑALOSA, J . L.: La residencia y el domicilio en la 
Ley General Tributaria, ob. cit., págs. 168 y ss. 
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sumo, por las rentas obtenidas en el país de la fuente. 
- Sólo en el residente cabe personalizar el gravamen 
ajustándolo no sólo a su capacidad económica, sino tam-
bién a sus circunstancias personales y familiares. En 
consecuencia, sólo respecto del residente puede aplicar-
se el tipo pleno de gravamen, porque la pretensión de 
una tributación a tipo pleno respecto de los no residen-
tes, en los que no es posible apreciar ni su capacidad 
contributiva completa ni su situación personal, conduce 
a resultados absurdos. 
- Tratándose de sociedades y otras personas jurídi-
cas, las consecuencias son similares. La personalización 
plena sólo es posible respecto de las sociedades residen-
tes que tributan por el beneficio mundial. Ello no obs-
ta, sin embargo, que a las sociedades que actúan en un 
país por medio de un establecimiento permanente se les 
otorgue un estatuto de semirresidencia que lleva consi-
go la aplicación del régimen fiscal propio de los residen-
tes, aunque limitado al cómputo de la renta obtenida en 
el país donde radique. 
- Finalmente, otra consecuencia inherente a la re-
sidencia es la necesidad de evitar la doble imposición 
por parte del país del que sea residente el contribuyente. 
El domicilio, por el contrario, como lugar de locali-
zación de los obligados tributarios a efectos de sus re-
laciones con la Administración Tributaria no tendría 
efectos materiales sobre el tributo, y, por otro lado , se-
ría un dato necesario para la aplicación de todos los tri-
butos no sólo los de carácter personal. 
Ahora bien, del mismo modo que la Ley General Tri-
butaria en 1963 no podía prever las consecuencias ma-
teriales de la residencia en impuestos que en aquella 
época no existían -y de ahí el carácter escueto de su 
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definición- no podía tener en cuenta tampoco la orga-
nización territorial del Estado establecida en la Consti-
tución de 1978 y la nueva dimensión que el domicilio fis-
cal podía tener a partir de aquella fecha. 
La organización territorial de Estado establecida en 
la Constitución Española ha requerido, en el ámbito del 
Derecho tributario, la delimitación de los criterios que 
expresen quiénes quedarán sujetos al poder tributario 
de las Comunidades Autónomas y en virtud de qué cri-
terios se atribuirá el producto de los tributos cedidos . 
Realmente los problemas son distintos según se trate 
de Comunidades Autónomas con regímenes económi-
cos de concierto o convenio (País Vasco y Navarra) o 
Comunidades Autónomas del régimen general. En las 
primeras los puntos de conexión no sólo son decisivos 
para la aplicación de tributos propios, como ocurre en 
el resto de las Comunidades Autónomas, sino para fijar 
el sometimiento a los tributos concertados que trasla-
dan al ámbito interno problemas parecidos a los que se 
pueden producir en el ámbito internacional. Por otro 
lado , a las Comunidades con regímenes especiales no 
les afecta la atribución de la recaudación de los tributos 
cedidos. 
Debemos distinguir, por tanto , lo que es punto de co-
nexión para el sometimiento al poder tributario de las 
Comunidades Autónomas, que en el caso del País Vas-
co y Navarra se extiende al sometimiento a los tributos 
concertados , de lo que son criterios de atribución de la 
recaudación de los tributos cedidos en el caso de las Co-
munidades Autónomas de régimen general. 
Respecto a la sujeción al poder tributario, en el caso 
de las Comunidades Autónomas con régimen de con-
cierto y convenio se rigen también básicamente por los 
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criterios de residencia efectiva (impuestos personales) y 
territorialidad (los demás impuestos), aunque en ciertos 
tributos concertados aparece también la referencia a la 
condición política vasca o a la vecindad civil 68 . 
Respecto a las sociedades, tributarán en el País Vas-
co o en territorio común atendiendo al domicilio fiscal 
y a la cifra relativa de negocios . Aparece aquí el domi-
cilio como punto de conexión en el ámbito de aplica-
ción de las normas, si bien no con carácter exclusivo, 
ya que se combina con el criterio del lugar de realiza-
ción de las operaciones y del volumen de éstas 69 . 
6M El artículo 9 de la Ley 12/1981 , de 13 de mayo, del Concierto Eco-
nómico con el País Vasco, establece respecto al Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas que <<Corresponderá a las Diputaciones forales la 
exacción del Impuesto cuando el perceptor de los rendimientos o incre-
mentos de patrimonio obtenidos en el País Vasco sea un residente en el 
extranjero que conserve la condición política de vasco con arreglo al ar-
ticulo 7 del Estatuto de Autonomía>>. En el mismo sentido el artículo 8 de 
la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, de Convenio Económico entre el Es-
tado y Navarra. 
69 El artículo 18 de la Ley 12/1981 , de 13 de mayo, del Concierto Eco-
nómico con la Comunidad Autónoma Vasca, establece: << l." Corresponde 
a las Diputaciones forales del País Vasco la exacción del Impuesto sobre 
Sociedades de los siguientes sujetos pasivos: 
a) Los que tengan su domicilio fiscal en el País Vasco y su volumen 
total de operaciones en el ejercicio anterior no hubiese excedido de 300 
millones de pesetas. 
b) Los que operen exclusivamente en territorio vasco y su volumen 
total de operaciones en el ejercicio anterior hubiere excedido de 300 mi-
llones de pesetas , cualquiera que sea el lugar en el que tengan su domici-
lio fiscal. 
2." Los sujetos pasivos que operen en ambos territorios y cuyo volu-
men total de operaciones en el ejercicio anterior hubiere excedido de 300 
millones de pesetas tributarán conjuntamente a ambas Administraciones, 
cualquiera que sea el lugar en que tengan su domicilio fiscal. La tributa-
ción se efectuará en proporción al volumen de operaciones realizado en 
cada territorio durante el ejercicio , determinado de acuerdo con los pun-
tos de conexión que se establecen en los artículos 19 y 20 siguienteS.>> La 
misma norma contiene el artículo 17 de la Ley 28/1990, de 26 de diciem-
bre, del Convenio Económico entre el Estado y Navarra . 
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El sistema de cifra relativa de negocios se concreta en 
un reparto de las cuotas a ingresar por el contribuyente 
entre el Estado y la Comunidad Autónoma. Este siste-
ma fue uno de los debatidos durante la primera mitad 
de este siglo para solucionar los problemas de distribu-
ción de los impuestos directos entre territorios diversos. 
Este sistema ha sido sustituido a nivel internacional por 
el sistema de tributación y contabilidad separada en tor-
no al concepto de establecimiento permanente, solución 
acogida igualmente por España en sus normas internas 
como en los convenios de doble imposición . Precisa-
mente por ello se ha criticado el mantenimiento de este 
sistema rechazado a nivel general para solucionar un 
conflicto territorial interno, que habría podido ser solu-
cionado con los mismos criterios del Derecho tributario 
internacional 70 . 
En el resto de las Comunidades Autónomas se sigue 
un criterio territorial. En primer lugar, la residencia 
pierde importancia habida cuenta de la dificultad en es-
tablecer por parte de estas Comunidades Autónomas 
tributos de carácter personal cuyo hecho imponible no 
se encuentre ya gravado por el Estado (art. 6.2 LOF-
CA), y, por otro lado , el carácter territorial es el pre-
dominante por las limitaciones que impone la Constitu-
ción en el artículo 157.2 y el artículo 9 de la LOFCA. 
Así, no podrán sujetarse elementos patrimoniales situa-
dos, rendimientos originados ni gastos realizados fuera 
del territorio de la respectiva Comunidad Autónoma; 
no podrán gravarse, como tales, negocios , actos o he-
chos celebrados o realizados fuera del territorio, ni la 
70 En este sentido, QUINTAS BERMUDEZ, J.: «Notas y sugerencias 
sobre el régimen de cifra relativa>>, RDFHP, núm. 164, 1983, págs. 401 
y SS. 
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transmisión o ejercicio de bienes, derechos y obligacio-
nes que no hayan nacido ni hubieran de cumplirse en di-
cho territorio o cuyo adquirente no resida en el mismo. 
Sin embargo, la residencia y el domicilio aparecen 
como criterios principales para la atribución de los ren-
dimientos procedentes de los impuestos cedidos. 
Se encuentran cedidos a las Comunidades Autóno-
mas: el Impuesto sobre el Patrimonio, el Impuesto so-
bre Sucesiones y Donaciones, el Impuesto sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documenta-
dos, salvo en lo que afecta a rehabilitación y transmi-
sión de títulos nobiliarios, las tasas y demás exacciones 
sobre el juego. 
El artículo 10.4 de la LOFCA establece que «sin per-
juicio de los requisitos específicos que establezca la ley 
de cesión: 
a) Cuando los tributos cedidos sean de naturaleza 
personal, su atribución a una Comunidad Autónoma se 
realizará en función del domicilio fiscal de los sujetos 
pasivos. 
b) Cuando los tributos cedidos graven el consumo, 
su atribución a las Comunidades Autónomas se llevará 
a cabo en función del lugar en el que el vendedor rea-
lice la operación a través de establecimientos, locales o 
agencias. 
e) Cuando los tributos graven operaciones inmobi-
liarias, su atribución a las Comunidades Autónomas se 
realizará en función del lugar donde radique el in-
mueble». 
La enumeración de los puntos de conexión que luego 
realiza la Ley 30/1983, de 28 de diciembre, de Cesión 
de Tributos a las Comunidades Autónomas, puede sis-
tematizarse , de la siguiente forma: 
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- La residencia habitual de las personas físicas o el 
domicilio fiscal si son personas jurídicas: del causante 
en el Impuesto sobre Sucesiones (en este caso obvia-
mente, residencia habitual de la persona física); del su-
jeto pasivo, en el Impuesto sobre el patrimonio, en el 
impuesto que grava las donaciones de bienes muebles y 
derechos, en el ITPAJD cuando grava transmisiones 
onerosas de bienes muebles, semovientes y créditos, la 
constitución de préstamos, fianzas, arrendamientos no 
inmobiliarios y pensiones; la constitución de concesio-
nes administrativas de explotación de servicios; y el au-
mento y disminución de capital, fusión por absorción, 
transformación y disolución de sociedades. 
- El domicilio social: en el ITPAJD cuando grava 
la constitución de sociedades y la fusión con extinción 
de sociedades integradas y creación de una nueva. 
- El lugar donde radiquen los bienes: en el Impues-
to sobre Sucesiones y Donaciones cuando grava las do-
naciones de bienes inmuebles; en el ITP AJD cuando 
grava la constitución de préstamos con garantía real so-
bre bienes inmuebles y cuando grava la constitución de 
concesiones administrativas de bienes. 
- El lugar en donde se formaliza la operación gra-
vada: en el Impuesto sobre Actos Jurídicos Documen-
tados y en el de Transmisiones Patrimoniales cuando 
grava la transmisión de acciones, derechos de suscrip-
ción, participaciones sociales, obligaciones o títulos aná-
logos y cuando grava la constitución de préstamos con 
garantía real. 
- El lugar donde se realiza el hecho imponible: en 
las tasas y demás exacciones sobre el juego. 
En general, como vemos, el rendimiento del impues-
to cedido , salvo excepciones, se atribuye a la Comuni-
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dad Autónoma en cuyo territorio tiene su residencia ha-
bitual el sujeto pasivo , si es persona física, o su domi-
cilio fiscal, si es persona jurídica. 
Según FERREIRO 71 «la ley contrapone de forma 
reiterada y un tanto sorprendente la residencia habitual 
de las personas naturales y el domicilio fiscal de las per-
sonas jurídicas cuando, como es sabido, el domicilio fis-
cal de las personas naturales es, según el artículo 45 de 
la LGT, el de su residencia habitual. Bastaría , pues, ha-
blar en ambos casos de domicilio fiscal». 
Esta consideración sería acertada si no fuera porque 
la ley de Cesión ofrece el concepto de residencia habi-
tual en iguales términos en que aparecía en la Ley 44/78 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Es-
tablece el artículo 9 de la ley de cesión de tributos que: 
«Se entiende que las personas físicas tienen su residen-
cia habitual en la Comunidad Autónoma de que se tra-
te cuando permanezcan en su territorio por más de 183 
días durante el año natural. 
A estos efectos no se tendrán en cuenta las ausencias 
del indicado territorio cuando, por las circunstancias en 
las que se realicen, pueda inducirse que aquéllas no ten-
drán una duración superior a tres años.» 
Sin embargo , con respecto a las personas jurídicas, 
acoge el concepto de domicilio fiscal de la Ley General 
Tributaria, al establecer en el artículo 10 que «se en-
tiende que las personas jurídicas tienen su domicilio fis-
cal en la Comunidad Autónoma de que se trate cuando 
tengan en dicho territorio su domicilio social y en el mis-
71 FERREIRO LAPATZA, J. J ., en FERREIRO/CLAVIJO/MAR-
TIN QUERALT/PEREZ ROYO : Curso de Derecho tributario. Parte es-
pecial, 7." ed., Marcial Pons, Madrid, 1991, pág. 623. 
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mo esté, efectivamente , centralizada su gestión adminis-
trativa y la dirección de sus negocios». 
Creemos que es acertado por parte de la Ley de Ce-
sión de Tributos hacer referencia a la residencia habi-
tual y definirla. Si hubiera establecido el domicilio fis-
cal en el caso de las personas físicas habría trasladado 
a este ámbito la polémica acerca de la interpretación de 
la residencia habitual del artículo 45 de la Ley General 
Tributaria, sobre la cual no hay unanimidad respecto a 
que se pueda interpretar con los criterios que ofrece la 
Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
cas. Pero es que además, en este caso, tampoco se trata 
de localizar a las personas, y, en consecuencia, lo de me-
nos es dónde se encuentre su domicilio dentro de ese 
territorio, sino saber el grado de vinculación con el mis-
mo, lo cual lo proporciona el concepto de residencia y 
no el de domicilio. 
En este sentido, se podría plantear la revisión del con-
cepto de residencia habitual que aparece en la Ley de 
Cesión, a la luz del nuevo concepto que de la misma rea-
liza la Ley de Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas. Pensemos que si se lleva a cabo la cesión de un 
porcentaje en la recaudación del Impuesto sobre la Ren-
ta de las Personas Físicas, deberían ser revisados los cri-
terios de atribución 72 . Si el Estado puede considerar re-
sidentes en su territorio, a efectos de este impuesto, a 
las personas que tengan la base de sus negocios o inte-
72 Acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera de 20 de enero 
de 1992 sobre el Sistema de Financiación Autonómica en el período 
1992- 1996 (PEE, núm. 40 , 1992, págs. 104 y ss.). El Consejo de Política 
Fiscal y Financiera considera deseable asignar a las Comunidades Autó-
nomas un mayor grado de corresponsabilidad fiscal, fomentando las posi-
bilidades que ofrece la LOFCA , especialmente en el contexto de la varia-
ble esfuerzo fiscal. 
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reses económicos en España , la cesión de una parte de 
lo que con tal impuesto se recaude no debería basarse 
sólo en la permanencia en el territorio de la Comuni-
dad Autónoma, sino en la vinculación económica del su-
jeto con el citado territorio. 
Respecto a las personas jurídicas también parece 
acertado acoger el criterio del domicilio fiscal. Es evi-
dente que, en el ámbito de las Comunidades Autóno-
mas, no se puede utilizar el concepto de residencia de 
las personas jurídicas, porque tal concepto no viene de-
finido en la Ley General Tributaria y las normas que lo 
definen (el Impuesto sobre Sociedades) hacen referen-
cia a criterios como la constitución conforme a las leyes 
españolas o el domicilio social en España que no sirven 
para vincular a una sociedad a una determinada Comu-
nidad Autónoma. En cambio el domicilio fiscal, tal 
como aparece definido en la Ley General Tributaria o 
en la propia Ley de Cesión, otorga una conexión de la 
persona jurídica con el territorio que legitima la percep-
ción por parte de dicha Comunidad Autónoma de la re-
caudación de tributos que graven las operaciones reali-
zadas por dichas entidades. 
Una excepción se produce en los supuestos de cons-
titución de sociedades y en el de fusión con extinción 
de las sociedades integradas y creación de una nueva so-
ciedad, en los que el rendimiento del impuesto cedido 
se atribuye a la Comunidad Autónoma en cuyo territo-
rio tenga su domicilio social la sociedad. Como se sabe 
el domicilio social puede no coincidir con el domicilio 
fiscal; en este caso creemos que la excepción se justifica 
porque cuando se crea la sociedad puede desconocerse 
cuál va a ser el lugar de la centralización y gestión de 
los negocios y el vínculo mayor cuando una sociedad se 
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crea es con el territorio que figura como domicilio en la 
escritura de constitución. 
En cualquier caso, toda esta problemática planteada 
no lo es de sujeción a estos impuestos cuyos criterios es-
tablecidos en la ley estatal que los regula no varían con 
la cesión. Es un problema de atribución de su rendi-
miento, que en algunos casos puede ir acompañada de 
la cesión de su gestión . Pero a efectos del trabajo que 
estamos realizando pone de manifiesto que el domicilio 
fiscal ha cobrado una nueva trascendencia que la Ley 
General Tributaria no podía prever en la financiación 
de las Comunidades Autónomas. 
Esta situación plantea, a nuestro juicio, una inade-
cuación del concepto de domicilio ofrecido en el artícu-
lo 45 de la Ley General Tributaria a la función que se 
le asigna en un plano completamente distinto: punto de 
conexión de ciertas normas tributarias y criterio de atri-
bución del producto recaudatorio de ciertos tributos . 
En primer lugar, el ámbito geográfico al que se refie-
re el domicilio en ambos supuestos es diferente. El lu-
gar del domicilio dependerá de los efectos que la nor-
ma le conecte. En el procedimiento de gestión, como lu-
gar de localización del sujeto pasivo, el domicilio es una 
vivienda o una casa-habitación, mientras que en el su-
puesto que estamos comentando se tratará de todo un 
territorio. 
En segundo lugar, porque la falta de previsión de la 
Ley General Tributaria de determinadas incidencias en 
el domicilio -pluralidad de domicilios, domicilio con-
yugal etc.-, si bien en el procedimiento de gestión no 
es difícil resolverlas en base a la voluntad del sujeto pa-
sivo, plantea una mayor problemática en el caso de que 
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lo que esté en juego sea una participación de la Comu-
nidad Autónoma en la recaudación del tributo. 
En este sentido MARIN ARIAS reproduce en su co-
mentario al artículo 8 de la Ley del Impuesto sobre So-
ciedades la afirmación de un senador que en el debate 
parlamentario de la citada ley manifestaba que: «Hasta 
ahora poco importaba pronunciarse sobre cuál era la 
Delegación o Subdelegación de Hacienda competente 
para recaudar el Impuesto, ya que todo iba a parar a la 
misma caja, con la excepción de Navarra. Para el futu-
ro, conviene que las empresas radicadas en las diversas 
Comunidades Autónomas ... hagan sus ingresos fiscales 
a través de los respectivos entes autonómicos donde de-
sarrollan su actividad. Eliminando la posibilidad de des-
viar tales recursos, mediante una estratégica domicilia-
ción fiscal» 73 . 
Del mismo modo, como criterio de sujeción respecto 
a los recargos que pudieran establecer las Comunidades 
Autónomas, el artículo 12 de la LOFCA establece que 
«las Comunidades Autónomas podrán establecer recar-
gos sobre los impuestos estatales cedidos, así como so-
bre los no cedidos que graven la renta o el patrimonio 
de las personas físicas con domicilio fiscal en su terri-
torio». 
La utilización por parte de las Comunidades Autóno-
mas de la potestad concedida en este precepto ha plan-
teado, sin embargo, la posible colisión con el artículo 
157 .2 de la Constitución. 
A este respecto fue objeto de recurso de inconstitu-
cionalidad la Ley 15/1984, de 19 de diciembre , de la Co-
munidad Autónoma de Madrid, que establecía un re-
73 MARIN ARIAS, M.: «Domicilio fiscal>>, en Comentarios a las Le-
yes tributarias y financieras, ob. cit., pág. 228 
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cargo del 3 por 100 sobre la cuota líquida del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas de las personas 
con domicilio fiscal en Madrid . 
Los recurrentes mantenían que tal medida gravaba 
bienes situados fuera de su territorio, conculcando el ar-
tículo 157.2 de la Constitución, por cuanto el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas gravaba los ren-
dimientos que provienen de cualquier elemento patri-
monial, entre los cuales los que no derivaban de una ga-
nancia real, sino de la aplicación de un porcentaje al va-
lor del bien. 
El Tribunal Constitucional , en Sentencia 150/1990, de 
4 de octubre, realizó una interpretación, en nuestra opi-
nión acertada, del artículo 157.2 de la Constitución. 
Según el Alto Tribunal: «El artículo 157.2 de la Cons-
titución prohíbe a las Comunidades Autónomas adop-
tar medidas tributarias sobre bienes situados fuera de su 
territorio, pero no sobre la renta de las personas con do-
micilio fiscal en su territorio, aunque esta renta no pro-
venga, en parte, de bienes localizados fuera de la Co-
munidad Autónoma. ( ... ); a la evidencia de que la ren-
ta personal gravada por el recargo autonómico no es un 
bien situado en territorio alguno, hay que añadir la de 
que las rentas no son bienes, sino que son los bienes los 
que producen la renta . Debe considerarse, en segundo 
lugar, que una cosa es adoptar medidas tributarias so-
bre bienes y otra distinta establecer un recargo tributa-
rio cuyos efectos puedan alcanzar mediata o indirecta-
mente , en el "plano de lo fáctico", a los bienes como 
fuente de riqueza o renta que constituye el hecho im-
ponible. Este último supuesto no es contrario al artícu-
lo 157.2 de la Constitución, pues el límite territorial de 
las normas y actos de las Comunidades Autónomas no 
puede significar, en modo alguno, que les esté vedado 
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a sus órganos, en el ejercicio de sus propias competen-
cias, adoptar decisiones que pueden producir conse-
cuencias de hecho en otros lugares del territorio nacio-
nal» (FJ 5. 0 ). 
A la fundamentación del Tribunal podríamos añadir 
lo que está en la base de nuestro razonamiento: que el 
domicilio fiscal cumple en el ámbito interno la misma 
función que la residencia en el ámbito internacional. 
Esto es, se trata de un criterio de sujeción respecto a 
los tributos personales y, por tanto, la consecuencia que 
produce gravar bienes situados fuera del territorio de la 
Comunidad Autónoma es el mismo que el que se pro-
duce cuando el citado impuesto grava la renta mundial 
de un residente, independientemente del lugar donde se 
haya obtenido. 
De todo ello se deduce que el conocimiento por par-
te de la Administración del domicilio fiscal deja de ser 
un dato únicamente relevante en el procedimiento de 
gestión tributaria, para ser pieza importante como cri-
terio de sujeción a ciertas normas tributarias y como cri-
terio de reparto de recursos entre el Estado y las Co-
munidades Autónomas. 
En el ámbito de las Haciendas locales, el análisis de 
los efectos del domicilio de los sujetos pasivos nos per-
mite realizar las siguientes consideraciones. 
El criterio de aplicación de los tributos locales es tam-
bién, como en el caso de las Comunidades Autónomas, 
el de territorialidad, no sólo por el propio carácter real 
de los tributos municipales, sino por la prohibición con-
tenida en el artículo 6 de la Ley de Haciendas Locales 
(Ley 39/1988, de 28 de diciembre), idéntica a la conte-
nida en el artículo 9 de la LOFCA 74 . 
74 El artículo 6 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de 
las Haciendas Locales, establece: 
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Ello no obstante, en ciertos tributos, como el Impues-
to sobre Vehículos de Tracción Mecánica, el domicilio 
del sujeto pasivo es determinante para saber cuál es el 
Ayuntamiento legitimado para exigir el pago. 
La regulación del derogado Impuesto Municipal so-
bre la Circulación de Vehículos (arts. 362 a 370 del Tex-
to Refundido de Régimen Local; RD 78111986, de 18 
de abril) establecía el criterio de considerar como Mu-
nicipio con derecho al cobro a aquel en el que el sujeto 
pasivo tuviera su domicilio fiscal. 
En el caso de las personas físicas, el artículo 364.2 es-
tablecía que el impuesto habría de ser satisfecho al 
Ayuntamiento donde residieran habitualmente, y en 
caso de duda, añadía el mismo precepto, la residencia 
habitual se determinará por la última inscripción pa-
tronal. 
Existía además una regla adicional para el caso de las 
personas jurídicas que desarrollaran actividades en di-
versos términos municipales, teniendo afectos a dichas 
actividades vehículos sujetos al impuesto. En estos ca-
sos se pagaría el impuesto al Ayuntamiento del término 
<<Los tributos que establezcan las Entidades locales al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 106 de la Ley 711985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases de Régimen Local, respetarán, en todo caso, los siguientes prin-
cipios: 
a) No someter a gravamen bienes situados, actividades desarrolladas , 
rendimientos originados ni gastos realizados fuera del territorio de la res-
pectiva Entidad. 
b) No gravar , como tales , negocios, actos o hechos celebrados orea-
lizados fuera del territorio de la Entidad impositora, ni el ejercicio o la 
transmisión de bienes, derechos u obligaciones que no hayan nacido ni hu-
bieran de cumplirse en dicho territorio. 
e) No implicar obstáculo alguno para la libre circulación de personas , 
mercancías o servicios y capitales, ni afectar de manera efectiva a la fija-
ción de la residencia de las personas o la ubicación de empresas y capita-
les dentro del territorio español, sin que ello obste para que las Entidades 
locales puedan instrumentar la ordenación urbanística de su territorio.» 
128 Amparo Navarro Faure 
municipal respectivo donde se encontrara la dependen-
cia o el establecimiento al que estuviera adscrito el 
vehículo. 
El criterio del domicilio se justifica en función del 
principio del beneficio o del coste social ocasionado por 
la circulación y al que pretende responder el impuesto. 
Actualmente, el artículo 98 de la Ley de Haciendas 
Locales atribuye la gestión, liquidación, inspección y re-
caudación al Ayuntamiento del domicilio que conste en 
el permiso de circulación. Se aparta la nueva regulación 
del criterio del domicilio fiscal e introduce un criterio 
ajeno no sólo a la residencia habitual sino al del lugar 
donde circula el vehículo habitualmente, que debería ser 
el que legitimara la percepción del tributo. 
Por otro lado, la residencia y el domicilio influyen po-
derosamente en la financiación de las Haciendas loca-
les, pero no el domicilio tributario, sino el administra-
tivo; esto es, el Padrón municipal. 
En efecto, tanto la participación en los tributos del 
Estado como la cuantía de la cuota de los tributos loca-
les se determina en gran medida en función de la po-
blación de derecho del municipio (arts. 73 , 88, 96, 103, 
109 y 115 de la Ley de Hacienda Local) 75 . 
Este criterio, si bien es criticado por los Municipios 
turísticos, que ven incrementada su población de hecho 
en gran parte del año, ofrece un criterio más fácilmente 
constatable que el del domicilio fiscal. 
75 Según el artículo 53 del Real Decreto 169011986, de 1l de julio, por 
el que se aprueba el Reglamento de Población y Demarcación Territorial 
de las Entidades Locales: <<La población de derecho del Municipio está 
constituida por el total de los residentes inscritos en el Padrón Municipal 
de Habitantes, presentes y ausentes. La condición de residentes se adquie-
re en el momento de realizar tal inscripción.>> 
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Este criterio demuestra asimismo que el domicilio fis-
cal no es un concepto válido para todas las funciones 
que cabe atribuir a tal figura, y que el legislador tribu-
tario va perfilando distintos conceptos de domicilio o de 
residencia sobre la base de la función que han de 
cumplir. 
11. EFECTOS FORMALES: EL DOMICILIO 
EN EL PROCEDIMIENTO DE GESTION 
TRIBUTARIA 
La gestión tributaria consiste en el ejercicio por par-
te de la Administración de una función encaminada a la 
determinación y realización de los créditos tributa-
rios 76 • Para la consecución de este fin la gestión tribu-
76 La aplicación del concepto de función al Derecho tributario fue lle-
vada a cabo por ALESSI, diferenciando entre una función tributaria abs-
tracta y una función tributaria concreta. Dentro de esta clasificación la ac-
tividad administrativa de aplicación de los tributos se incluiría dentro del 
plano concreto de la función tributaria (ALESSI , R. , y STAMMATI, G.: 
lnstituzioni di Diritto tributario, Utet , Torino. 1965 , págs. 29 y ss.). Esta 
tesis integrada dentro de lo que se ha llamado «tesis dinámicas de l fenó-
meno tributario» , ha tenido una importante influencia en la doctrina es-
paüola, donde destacan las obras de CORTES DOMINGUEZ y MAR-
TIN DELGADO (Ordenamiento tributario espwlol. Tccnos , Madrid , 
1977), PEREZ DE A Y ALA. J. L. (<<Función tributaria y procedimiento 
de gestión>> , RDFHP, núm . 114, 1974, págs. 1677 y ss.); PEREZ ROYO 
(<<El pago de la deuda tributaria», CREDF, núm. 6, 1975, págs. 269 y ss .) 
y GONZALEZ GARCIA (<<Los esquemas fundamentales del Derecho tri -
butario>>, RDF/-IP, núm . 114 , 1974, págs. 1547 y ss.). No obstante , en las 
tesis espaüolas no existe una relegación de la relación jurídica por el pro-
cedimiento, sino que la mayoría de los autores comparten la llamada tesis 
integradora propugnada por SAINZ DE BUJANDA (Sistema de Derecho 
Financiero, vol. 2.", Facultad de Derecho Universidad Complutense. Ma-
drid, 1985 , págs. 140 y ss.). 
En este sentido , BA YONA DE PEROGORDO y SOLER ROCH en-
tienden que <<es posible la integración de los aspectos sustantivos y proce-
dimentales del tributo, y ello se resume en la concepción del crédito tri-
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taria abarca diversos procedimientos, asimismo funcio-
nalizados, que se conocen como procedimiento de liqui-
dación, comprobación, investigación y recaudación 77 . 
Analizaremos la trascendencia del domicilio en cada 
uno de ellos. 
l. Las notificaciones 
La liquidación es el acto administrativo que determi-
na la cuantía de la deuda tributaria y que produce como 
principal efecto la exigibilidad de dicha obligación. Se 
denomina autoliquidación la práctica de la liquidación 
tributaria efectuada por el propio sujeto pasivo, que las 
leyes de los distintos impuestos establecidos a partir de 
1978 han ido generalizando en nuestro Sistema. 
La importancia del domicilio tributario en este pro-
cedimiento se centra en las notificaciones de las liqui-
daciones practicadas por la Administración, ya sean pro-
visionales o definitivas . 
butario como un crédito funcionalizado , es decir, aquel cuya determina-
ción y realización efectiva están sometidos a una serie de procedimientos 
que constituyen la función de gestión tributaria» (Derecho Financiero, 
vol. 11 , Compás, Alicante , 1989, pág. 230). En este último sentido utiliza-
mos en nuestra exposición el concepto de función para definir la gestión 
tributaria. 
77 La gestión tributaria se puede entender en un sentido amplio , que 
abarca el ejercicio de funciones de investigación , comprobación, liquida-
ción y recaudación ; y en un sentido estricto , que incluye sólo las tres pri-
meras, que se desarrollan en el procedimiento de liquidación (o de gestión 
en sentido estricto), sin incluir el procedimiento recaudatorio. 
En este sentido, utilizamos un concepto amplio de gestión tributaria , 
que encuentra su apoyo en el artículo 90 de la Ley General Tributaria , 
cuando establece que: <<Las funciones de la Administración en materia tri-
butaria se ejercerán con separación en sus dos órdenes de gestión , para la 
liquidación y recaudación, y de resolución de reclamaciones que contra 
aquella gestión se susciten, y estarán encomendadas a órganos diferentes .» 
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La notificación es un acto de la Administración con-
sistente en hacer saber al interesado una resolución ad-
ministrativa con las formalidades que en cada caso es-
tablezca la ley 78 . 
HUESO DE CHERCOLES define la notificación 
como «el acto en virtud del cual se pone en conocimien-
to de una o varias personas un acto administrativo que 
interesa a él o a los mismos, dándole parte para su de-
bido conocimiento de todo aquello que, interesándole, 
debe serie dado a conocer» 79 . 
Según la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, la notificación es un 
presupuesto de eficacia de los actos administrativos en 
que así se establezca respecto al destinatario a quien 
haya de notificarse (art. 57.2 LPA). El destinatario será 
el interesado, esto es, aquel a cuyos derechos e intere-
ses afecta la resolución ( art. 31.1 LP A) . 
La notificación es una garantía del administrado y, 
por tanto, el acto carece de eficacia en tanto no se le 
notifique, sin que la obligación , en su caso contenida en 
la misma, pueda ser exigida válidamente. 
En Derecho tributario el requisito de la notificación 
despliega sus efectos respecto a numerosos actos en el 
procedimiento de gestión, como enseguida veremos , y 
el régimen general, anteriormente descrito, presenta 
ciertas peculiaridades, en cuanto que la Ley General 
Tributaria contiene su propia definición de domicilio a 
los efectos tributarios. 
78 Sobre una teoría general en materia de notificaciones , ver LOPEZ 
MERINO, F.: La notificación en el Ordenamiento jurídico español, TAL, 
Granada, 1987. 
79 HUESO DE CHERCOLES, R.: «La notificación del acto adminis-
trativo y su problemática>>, CT, núm. 28 , 1979, pág. 87. 
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La notificación, en primer lugar , es requisito para la 
eficacia del acto de liquidación tributaria, cuyo efecto 
fundamental es la exigibilidad de la obligación tri-
butaria. 
El deber de la Administración de notificar las liqui-
daciones se extiende a todas ellas, incluidas las defini-
tivas , aunque no rectifiquen las provisionales (art. 124.2 
LGT) y al aumento de la base tributaria sobre la resul-
tante de las declaraciones realizadas por el sujeto pasi-
vo (art. 121.2 LGT). 
Existen tres modos de practicar la notificación, según 
el artículo 124 de la Ley General Tributaria: de forma 
expresa, por comunicación escrita e individualizada del 
acto de liquidación al sujeto pasivo; presunta o por edic-
tos, en la que tras una primera notificación de la liqui-
dación correspondiente al alta en el registro padrón o 
matrícula, las sucesivas liquidaciones pueden notificar-
se por edictos; y tácita, en los supuestos en que no sea 
preceptiva la notificación expresa siempre que la Admi-
nistración lo advierta por escrito al que presenta la de-
claración , documento o parte de alta . 
El principal efecto de esta notificación es constituir al 
sujeto pasivo en la obligación de satisfacer la deuda tri-
butaria. La fecha de la notificación inicia el cómputo del 
período voluntario de pago (art. 20 Reglamento gene-
ral de Recaudación), así como los plazos para la pre-
sentación de recursos (art. 69 Reglamento de procedi-
miento en las Reclamaciones Económico-administrati-
vas); asimismo, indirectamente , el inicio del cómputo 
de la prescripción para exigir el pago de las deudas tri-
butarias liquidadas ( arts. 65 LGT y 59.1 Reglamento 
General de Recaudación) . Por último , es requisito para 
el inicio del procedimiento de apremio que la liquida-
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ción haya sido notificada (art. 106 Reglamento General 
de Recaudación). 
La generalización en nuestro sistema tributario del ré-
gimen de las autoliquidaciones ha desplazado la impor-
tancia de las notificaciones al procedimiento ejecutivo . 
De tal forma que la falta de pago durante los plazos de 
pago voluntario establecidos para cada tributo convier-
ten a la providencia de apremio en el primer acto de la 
Administración dentro del procedimiento de gestión, 
notificado al sujeto pasivo. 
Las notificaciones, además, en el desarrollo del pro-
cedimiento de recaudación en vía de apremio, no sólo 
se dirigen a los sujetos pasivos. El régimen jurídico que 
el Reglamento General de Recaudación establece para 
los responsables tributarios exige en el caso de que el 
responsable sea subsidiario, además de la declaración 
de fallido del deudor principal, un acto de derivación de 
responsabilidad notificado al responsable. Y en el caso 
de la responsabilidad solidaria, los efectos que se deri-
van de la misma varían según tal responsabilidad haya 
sido notificada o no en cualquier momento anterior al 
vencimiento del período voluntario, exigiendo en el caso 
de que no se le haya notificado en ese momento un acto 
de declaración de responsabilidad que tendrá que ser 
notificado , asimismo, al responsable solidario. 
No es el objeto de nuestro estudio plantear la pro-
blemática que plantea el régimen de las notificaciones 
en materia tributaria, que excede, sin duda, los supues-
tos aquí planteados y los efectos más importantes que 
hemos querido reseñar. Pero es nuestra intención po-
ner de manifiesto la trascendencia del domicilio tribu-
tario en el procedimiento de gestión tributaria como lu-
gar donde deben dirigirse estas notificaciones. 
134 Amparo Navarro Faure 
De la importancia de la notificación en materia tribu-
taria son suficientemente expresivos los artículos 124 a 
128 de la Ley General Tributaria. Los citados precep-
tos se ocupan del contenido de la notificación, de las cla-
ses de notificación y de los efectos de la notificación de-
fectuosa, pero no establecen la forma de llevar a cabo 
la notificación, el lugar al cuál dirigirla ni cómo queda 
asegurado su conocimiento por el sujeto pasivo. Tiene 
carácter supletorio a este respecto la Ley de Procedi-
miento Administrativo . 
Expresamente , respecto a las notificaciones de la Ins-
pección de los Tributos, declara este carácter supletorio 
la Disposición Adicional6." del Reglamento General de 
la Inspección de los Tributos. 
Nos interesa analizar, por tanto, cómo influye en el 
régimen jurídico de las notificaciones la existencia de un 
domicilio tributario y el especial régimen jurídico al que 
se encuentra sometido. Esto es, el domicilio en el que 
debe efectuarse la notificación. 
En cuanto a la práctica de la notificación, la nueva 
Ley de Procedimiento Administrativo establece en el ar-
tículo 59 lo siguiente respecto al lugar al que debe estar 
dirigida : 
«2. En los procedimientos iniciados a solicitud del 
interesado, la notificación se practicará en el lugar que 
éste haya señalado a tal efecto en la solicitud. Cuando 
ello no fuera posible, en cualquier lugar adecuado a tal 
fin y por cualquier medio conforme a lo dispuesto en el 
apartado primero de este artículo. 
Cuando la notificación se practique en el domicilio 
del interesado, de no hallarse presente éste en el mo-
mento de entregarse la notificación, podrá hacerse car-
go de la misma cualquier persona que se encuentre en 
el domicilio y haga constar su identidad. 
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3. Cuando el interesado o su representante rechace 
la notificación de una actuación administrativa, se hará 
constar en el expediente , especificándose las circunstan-
cias del intento de notificación y se tendrá por efectua-
do el trámite siguiéndose el procedimiento. 
4. Cuando los interesados en un procedimiento sean 
desconocidos, se ignore el lugar de la notificación o el 
medio al que se refiere el punto 1 de este artículo, o 
bien, intentada la notificación, no se hubiera podido 
practicar, la notificación se hará por medio de anuncios 
en el tablón de edictos del Ayuntamiento de su último 
domicilio y en el Boletín Oficial del Estado, de la Co-
munidad Autónoma o de la Provincia , según cuál sea la 
Administración de la que proceda el acto a notificar, y 
el ámbito territorial del órgano que lo dictó. 
En el caso de que el último domicilio conocido radi-
cara en un país extranjero, la notificación se efectuará 
mediante su publicación en el tablón de anuncios del 
Consulado o Sección consular de la Embajada corres-
pondiente. 
Las Administraciones Públicas podrán establecer 
otras formas de notificación complementarias a través 
de los restantes medios de difusión, que no excluirán la 
obligación de notificar conforme a los dos párrafos 
anteriores.» 
De todo este régimen se deriva que la notificación es 
un deber de la Administración, en cuanto requisito de 
eficacia de sus actos y una garantía de los administra-
dos. Esto es un principio común en la actuación de las 
Administraciones Públicas de la que no puede sustraer-
se la Administración Tributaria. Hay que tener en cuen-
ta, además, el carácter subsidiario de la LP A respecto 
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a los procedimientos administrativos en materia tri-
butaria 80 . 
El artículo 103 del Reglamento General de Recauda-
ción ha desarrollado el régimen de las notificaciones en 
el procedimiento en vía de apremio cuya normativa an-
tes aparecía dispersa en el Reglamento General de Re-
caudación de 14 de diciembre de 1968, la Instrucción 
de 24 de julio de 1969 y el RD 132711986, de 13 de 
junio. 
El citado precepto se refiere a las notificaciones en el 
procedimiento de recaudación en vía de apremio, pero 
lo establecido en su apartado 3 y siguientes creemos 
puede colmar la laguna existente a este respecto en la 
Ley General Tributaria, primero porque no contradice 
lo establecido en la Ley de Procedimiento Administra-
tivo, y en segundo lugar, tiene en cuenta las peculiari-
dades de los procedimientos tributarios que la citada ley 
mantiene vigentes. Los mencionados párrafos estable-
cen lo siguiente: 
«3 . La notificación se practicará, según los casos, en 
el domicilio del interesado, en el señalado para notifi-
caciones o en el de sus representantes legales o volun-
tarios, si los hubiera designado . 
Surtirá plenos efectos la practicada en el domicilio de 
la actividad del obligado o en el último consignado en 
un documento de naturaleza tributaria o relativo a otros 
recursos de derecho público . 
4. Las notificaciones podrán realizarse por cualquier 
80 La Disposición Adicional quinta de la nueva Ley de Procedimiento 
Administrativo Común establece que: <<Los procedimientos administrati-
vos en materia tributaria y, en particular, los procedimientos de gestión, 
liquidación, comprobación, investigación y recaudación de los diferentes 
tributos se regirán por su normativa específica y, subsidiariamente, por las 
disposiciones de esta ley. >> 
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medio que permita que quede constancia de su recep-
ción, fecha y acto notificado. 
5. La entrega se hará al interesado. De no hallarse 
éste, podrá hacerse cargo de la notificación cualquier 
pariente, persona que con él conviva, empleado o por-
tero que se encuentre en la finca, siempre que sean ma-
yores de edad y se haga constar su identidad y la rela-
ción que guardan con el interesado. 
El receptor deberá firmar el justificante de la notifi-
cación. De no saber o negarse a firmar cualesquiera de 
las personas mencionadas, se dejará de ello constancia 
en el justificante, firmada por el agente notificador. 
Acreditada tal circunstancia, la notificación se efectua-
rá en el Boletín oficial de la provincia. 
6. La notificación a deudor cuyo domicilio no es co-
nocido se hará mediante edicto que se publicará en el 
tablón de anuncios del Ayuntamiento correspondiente 
al último domicilio conocido y en el Boletín Oficial de 
la provincia, con el fin de que comparezca por sí o por 
medio de representante en el expediente ejecutivo que 
se le sigue. Transcurridos ocho días desde la publica-
ción del edicto en el Boletín oficial sin personarse el in-
teresado, se le tendrá por notificado de todas las suce-
sivas diligencias hasta que finalice la sustanciación del 
procedimiento, sin perjuicio del derecho que le asiste a 
comparecer. 
7. Las notificaciones a sujetos pasivos con residen-
cia en el extranjero se harán por el siguiente orden de 
preferencia: 
a) A su representante en territorio español. 
b) Directamente al sujeto pasivo, si se conoce su 
domicilio. 
e) En defecto de los dos anteriores, en el Boletín 
Oficial del Estado. 
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El artículo 103 del Reglamento General de Recauda-
ción no hace referencia sólo a los sujetos pasivos, sino 
a «los interesados», entre los que debemos incluir todos 
los obligados tributarios en el procedimiento de gestión, 
así como terceras personas que puedan ver afectados sus 
derechos por tal procedimiento. 
Para la práctica de la notificación establecen los pre-
ceptos transcritos cuatro lugares: 
domicilio del interesado 
domicilio a efectos de notificaciones 
domicilio del representante 
domicilio de la actividad . 
La elección , por parte de la Administración, del lu-
gar, entre estos cuatro, donde realizar las notificaciones 
no es, en nuestra opinión, totalmente discrecional, sino 
que se debe basar en la efectividad de la notificación. 
Por lo tanto, creemos que las notificaciones tributa-
rias se dirigirán, en primer lugar al domicilio fiscal, que 
consideramos como el domicilio del interesado y que 
debe coincidir con el domicilio fijado en el artículo 45 
de la Ley General Tributaria . Será éste, además, el do-
micilio que normalmente conozca la Administración. 
Ahora bien, este domicilio cederá en el caso de que 
el obligado tributario haya fijado un domicilio especial 
para las notificaciones. Efectivamente, si la norma con-
cede la facultad al obligado tributario para que designe 
un lugar, a efectos de notificaciones, éste vinculará a la 
Administración en el cumplimiento de la función no-
tificadora 81 . 
"
1 Según BECERRA GUIBERT, 1.: «Se trata de un domicilio prefe-
rente a efectos de notificaciones sobre el domicilio propio del interesado 
( ... ). Es decir , que el legislador autoriza al interesado a designar un do-
micilio para la recepción de las notificaciones de la Administración , por 
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Lo mismo cabe decir respecto al domicilio del repre-
sentante, básicamente destinado a los sujetos pasivos no 
residentes a los que la ley impone la obligación de de-
signar un representante con domicilio en Espaíla 82 . 
Sobre esta cuestión hay que tener en cuenta que res-
pecto a residentes en países de la CEE que no tengan 
nombrado representante en territorio espaílol, el RO 
1068/1988, de 16 de noviembre, sobre Asistencia Mu-
tua en la CEE para Recaudación , ha establecido un nue-
va posibilidad para las notificaciones que se refieran a 
exacciones reguladoras agrícolas, derechos de Aduanas 
e Impuesto sobre el Valor Aíladido . Según el artículo 
17 del mencionado Real Decreto , «la Dirección Gene-
ral de Recaudación podrá solicitar de las autoridades ha-
bilitadas de otros Estados miembros la notificación en 
estos Estados de todos los actos y decisiones, incluidos 
los judiciales, relativos a los créditos nacidos en territo-
rio nacional». 
En el mismo sentido, la disposición quinta de la Or-
den Ministerial de 9 de octubre de 1989 , por la que se 
desarrolla el anterior Real Decreto , establece que «las 
Delegaciones de Hacienda comunicarán a la Dirección 
General de Recaudación las peticiones de notificación 
que deben cursarse a cualquiera de los Estados miem-
bros , remitiendo el acto o decisión cuya notificación se 
solicita, nombre y dirección del destinatario de la noti-
entender que hay muchas veces que el domicilio ordinario se encuentra va-
cío o es poco frecuentado en determinadas épocas del <liJO» (Las notifica-
ciones tributarias, Aranzadi , Pamplona, 1982, pág. 41). 
82 Según LOPEZ MERINO : «La legislación no distingue los concep-
tos de destinatario e interesado , acaso porque frecuentemente son la mis-
ma persona. Pero el destinatario puede ser una representante del intere-
sado (al que se está obligado a notificar o al que se desea hacerlo) >> (La 
notificación en el Ordenamiemo jurídico espwlol, ob. cit., pág. 179). 
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ficación, importe del crédito, naturaleza del mismo y 
cualquier otra información que sea de interés» . 
Respecto al domicilio de la actividad, pese al tenor 
del precepto , creemos que sólo surtirá los efectos que 
manifiesta la norma cuando haya sido el elegido por el 
sujeto pasivo a efectos de notificaciones o como domi-
cilio alternativo a su domicilio fiscal. En este sentido 
hay que tener en cuenta que el Real Decreto 2529/1986, 
de 5 de diciembre, por el que se regula la declaración 
o relación anual que deben presentar los empresarios o 
profesionales acerca de sus operaciones con terceras 
personas, establece en su artículo 3 que «para las per-
sonas jurídicas y las entidades sin personalidad el domi-
cilio será siempre su domicilio fiscal. Tratándose de per-
sonas físicas podrá servir a estos efectos el lugar donde 
se halle el establecimiento, despacho u oficina desde el 
que se realicen sus operaciones y, cuando tuviesen va-
rios, el lugar donde tenga centralizada su gestión admi-
nistrativa y la dirección de sus negocios. Estos serán, asi-
mismo, los domicilios en cada caso consignado por los 
empresarios y profesionales en las facturas que ex-
pidan». 
De igual forma, hay que tener en cuenta también que 
el Real Decreto 1041/1990, de 27 de julio, por el que se 
regulan las declaraciones censales que han de presentar 
a efectos fiscales los empresarios, los profesionales y 
otros obligados tributarios (cuyas normas son de espe-
cial importancia en el régimen jurídico del domicilio fis-
cal, como más adelante veremos), establece en el artícu-
lo 6 que : «Tratándose de personas físicas residentes en 
España, constará en el censo, además de su domicilio 
fiscal , la localización del establecimiento, oficina o des-
pacho desde el que se realicen sus operaciones, o , si fue-
ran varios, el lugar donde tengan efectivamente centra-
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lizada la gestión administrativa y la dirección de sus ne-
gocios en territorio español. » 
También debemos considerar como lugar subsidiario 
en la práctica de las notificaciones el último consignado 
en un documento de naturaleza tributaria o relativo a 
otros recursos de derecho público. En nuestra opinión, 
estos lugares proporcionan un dato más para conocer el 
domicilio de los obligados tributarios , pero no deben li-
berar a la Administración en la diligencia debida a efec-
tos de notificaciones. No olvidemos a este respecto que 
la Administración puede comprobar el domicilio de los 
sujetos pasivos e incluso rectificarlo según el artículo 45 
de la Ley General Tributaria. Creemos que se trata de 
una función y no sólo de una potestad, por lo que debe 
ser ejercida tanto a favor como en contra de los obliga-
dos tributarios. 
Sólo en el caso de que la Administración no pueda co-
nocer el domicilio de los obligados tributarios quedará 
liberada de su carga, publicando tal notificación en los 
Boletines oficiales. Normalmente tal publicación no ase-
gura el conocimiento por parte del interesado de las no-
tificaciones, pero opera como garantía del desarrollo del 
procedimiento que no puede quedar paralizado indefi-
nidamente por la falta de diligencia de los obligados tri-
butarios que no hayan cumplido con el deber de decla-
rar su domicilio. 
El problema más grave se plantea cuando el obligado 
tributario haya cambiado de domicilio y no lo haya co-
municado a la Administración Tributaria. En este caso 
la cuestión que hay que dilucidar es si la notificación 
practicada en el último domicilio conocido por la Admi-
nistración es válida. 
A este respecto la redacción del artículo 45 anterior 
a la modificación de la Ley General Tributaria de 1985 
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establecía que a todos los efectos se estimaría subsisten-
te el último domicilio consignado en cualquier documen-
to de naturaleza tributaria, mientras no se dé conoci-
miento de otro a la Administración, o ésta no lo recti-
fique mediante la comprobación pertinente. 
La actual redacción del citado artículo dispone que: 
«Cuando un sujeto pasivo cambia su domicilio, deberá 
ponerlo en conocimiento de la Administración Tributa-
ria, mediante declaración expresa a tal efecto, sin que 
el cambio de domicilio produzca efectos frente a la Ad-
ministración hasta tanto se presente la citada decla-
ración.» 
En la interpretación de este artículo parece extstlr 
unanimidad en la jurisprudencia acerca de que la noti-
ficación practicada en el último domicilio, cuando el su-
jeto pasivo no ha cumplido con el deber de declarar el 
cambio de domicilio, produce todos sus efectos. Las úl-
timas sentencias de Audiencias Territoriales así parecen 
confirmarlo (SAT Oviedo de 28 de octubre de 1987; 
SAT Barcelona de 12 de mayo de 1989, y STSJ de Ca-
taluña de 13 de mayo de 1991) 83 . 
83 La Audiencia Territorial de Barcelona, en la Sentencia de 12 de 
mayo de 1989, ha considerado que: <<Cuando no se haya comunicado el 
cambio de domicilio, toda notificación intentada en el último domicilio de-
clarado por el sujeto pasivo será eficaz en derecho a todos los efectos. Por 
tanto, para que se produzca esta eficacia serán necesarios cuatro requisi-
tos, a saber: 1." que el sujeto pasivo haya consignado un domicilio en un 
documento de naturaleza tributaria; 2." que haya cambiado de domicilio; 
3. 0 que no haya comunicado ese cambio a la Administración tributaria o 
ésta no lo haya rectificado; y 4." que se haya intentado la notificación en 
el último domicilio declarado por el sujeto pasivo. Cuando concurran con-
juntamente estos cuatro requisitos, y así conste en el expediente de ges-
tión, el simple intento de notificación en el último domicilio declarado sur-
tirá efectos como si la notificación se hubiera llevado a cabo respecto del 
sujeto pasivo incumplidor de la obligación de poner en conocimiento de 
la Administración Tributaria su cambio de domicilio , pero la falta de cual-
quiera de tales requisitos, o de su constancia en el expediente, impide que 
Efectos jurídico-tributarios del domicilio 143 
No nos parece acertada, sin embargo , esta línea ju-
risprudencia! porque supone dispensar un trato más fa-
vorable al sujeto pasivo que nunca ha declarado su do-
micilio y que , por tanto , al tener domicilio desconocido 
se publicará el acto en los Boletines oficiales, que aquél 
que ha incumplido el deber de comunicar el cambio de 
domicilio 84 . 
Por otro lado, esta interpretación es contradictoria 
con el régimen general de las notificaciones. Las notifi-
caciones se realizan personándose el agente del órgano 
competente en el domicilio del interesado o bien por co-
municación postal con acuse de recibo o por cualquier 
otro medio que permita que quede constancia de su re-
cepción, fecha y acto notificado . Si a la Administración 
le queda constancia que el domicilio al que dirige la no-
tificación no es el actual del interesado, creemos que de-
berá dirigirla al comprobado o en su caso seguir el ré-
gimen en el caso de domicilio desconocido, sin perjui-
cio de la sanción por la infracción cometida 85 . 
entre en juego esta ficción legal y será necesari a la not ificación en legal 
forma , bien mediante la comprobación del nuevo domicilio , o bien a tra-
vés de los medios previstos para quienes se hallen en paradero des-
conocido. » 
H4 Sobre esta cuestión, BECERRA GUIBERT ha manifestado que: 
«La continuidad de las relaciones entre la Hacienda Pública y el contribu-
yente favorece el que la Administración no esté ob ligada por la ley a pu-
blicar edictos en los supuestos de domicilio desconocido, sino que le basta 
con notificar en el último domicilio consignado por el sujeto pasivo en un 
documento tributario. Sin embargo, este proceder puede resultar - y de 
hecho resu lta- injusto en la práctica, pues se dan por notificadas resolu-
ciones que nunca han llegado a conocimiento del administrado. No parece 
lógico rodear de toda suerte de cautelas formales a las notificaciones para 
luego, en materia como la del domicilio , dejar una puerta abierta a la in-
defensión . Unicamente en defensa de este procedimiento , el hecho del es-
caso éxito de las notificaciones por edictos que han resultado de una efec-
tividad muy dudosa >> ( Las notificaciones tributarias, ob. cit., pág. 52). 
HS Según AMO ROS RICA, N.: <<La notificación por edicto tiende a le-
galizar o publicar Jos resultados de notificaciones anteriores, porque esa 
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La interpretación contraria favorece la agilidad del 
procedimiento de gestión tributaria, pero no garantiza 
la diligencia debida por parte de la Administración en 
el caso de las notificaciones. La tesis contraria, sin em-
bargo, también aparece apoyada por el artículo 24 del 
Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, que esta-
blece que: «El cambio de domicilio fiscal, cuando coin-
cida con el señalado para notificaciones, deberá ser asi-
mismo comunicado por el sujeto pasivo ante todos los 
órganos de la Administración Tributaria en los que se 
encontrase pendiente la resolución de cualquier clase de 
expediente administrativo. 
En tanto no se realice por el contribuyente el trámite 
seüalado en el apartado precedente, surtirán efecto las 
notificaciones realizadas al anterior domicilio fiscal.» 
Hay que tener en cuenta, además, que el último 
párrafo del artículo 45.2 de la Ley General Tributaria 
establece que «la Administración podrá rectificar el do-
micilio tributario de los sujetos pasivos mediante la com-
probación pertinente». Esto significa , a nuestro enten-
der, no sólo una potestad por parte de la Administra-
ción, sino un poder-deber , una función, que la Admi-
nistración debe ejercitar aun cuando el sujeto pasivo no 
haya comunicado su nuevo domicilio si tiene datos para 
el conocimiento del nuevo domicilio. 
La tesis que aquí sostenemos es la adoptada por la 
Sentencia del Tribunal Supremo de S de marzo de 1992, 
que manifiesta en su Fundamento Jurídico 2." que: «Es 
de seüalar que la notificación de la liquidación debe 
ausencia o desconocimiento del interesado y domicilio ya se había plasma-
do. Por ello , la notificación por edicto cierra una tramitación en la que teó-
ricamente ha podido haber hasta tres notificaciones antecedentes con el 
mismo resultado>>. («Derecho y procedimiento tributario. Notificaciones 
por edicto» , RDFHP, núm. 148, 1980, pág. 1046. 
Efectos jurídico-tributarios del domicilio 145 
practicarse en el domicilio fiscal señalado por el contri-
buyente. Si en dicho domicilio no se hallare ninguna 
persona a quien poder practicar la notificación, se trata 
de contribuyente desconocido en él o se ignora el nue-
vo domicilio del sujeto pasivo, la notificación debe prac-
ticarse mediante edictos publicados en el Boletín Oficial 
del Estado o en el Boletín Oficial de la Provincia del úl-
timo domicilio conocido, sin cuya doble publicación 
edictal (Boletín oficial y Ayuntamiento) y, en todo caso, 
en el tablón de anuncios del Ayuntamiento, no es váli-
da, según el artículo 80.3 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo, de aplicación supletoria según el artícu-
lo 9.2 de la Ley General Tributaria. 
Siendo así que en el presente caso, no habiendo sido 
hallado el contribuyente en el domicilio que figuraba en 
la liquidación (donde resultó ser desconocido), la Ofi-
cina gestora no practicó la notificación de la forma que 
se recoge en el párrafo anterior, es evidente que se in-
currió en un manifiesto defecto de notificación, que 
constituye motivo válido para la impugnación de la pro-
videncia de apremio.» 
A esta misma conclusión se llega si se analiza la Circu-
lar 4/1990, de 12 de noviembre, de la Dirección Gene-
ral de Recaudación, por la que se establece el procedi-
miento para la colaboración de la Administración Tri-
butaria del Estado con las de las Entidades locales en 
materia de recaudación ejecutiva 86 . 
86 La Circular 411990, de 12 de noviembre, desarrolla el apartado 3 del 
artículo 8 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Ha-
ciendas Locales, que señala que en materia de recaudación ejecutiva de 
los tributos propios de las Entidades locales, cuando hayan de practicarse 
actuaciones fuera el territorio de la correspondiente Comunidad Autóno-
ma, se realizarán por los órganos competentes del Estado , previa solicitud 
del presidente de la Corporación. En este sentido, las Entidades locales 
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Según la citada Circular, las Entidades locales podrán 
solicitar de la Administración del Estado la notificación 
de actos y resoluciones del procedimiento de apremio 
de sus deudas tributarias que deban efectuarse fuera del 
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma a que 
pertenezcan. Pero para que sean admitidas tales peti-
ciones se debe probar que la Entidad local ha intentado 
sin resultado la notificación por correo con acuse de re-
cibo, y que si la falta de resultado de la notificación por 
correo se debe a la ausencia del interesado de su domi-
cilio, ésta se ha intentado más de una vez. 
Esto es, en este caso, después de intentada la notifi-
cación por correo, se exige la notificación por agente, 
para lo cual se posibilita la colaboración de la Adminis-
tración del Estado, lo que demuestra que no es suficien-
te sin más la notificación a un domicilio se encuentre o 
no el interesado en él, sino que es necesario que quede 
constancia de la recepción de la misma, circunstancia di-
fícilmente alcanzable si el destinatario ha cambiado de 
domicilio. En este caso sería suficiente con la notifica-
ción por edictos, sin necesidad de mantener como real 
un domicilio inexistente. 
Finalmente, con respecto a las notificaciones, es in-
teresante analizar una práctica cada vez más frecuente 
consistente en la fijación de un apartado de correos a 
efectos de notificaciones. 
Respecto a esta cuestión, hemos de manifestar, en 
primer lugar, que no existe ninguna norma tributaria 
que contemple este supuesto. 
El apartado de correos no puede ser el domicilio tri-
butario del sujeto pasivo, porque no expresa dónde se 
pueden solicitar peticiones de notificación, embargo y enajenación cuando 
deban realizarse fuera de su demarcación territorial. 
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encuentra el sujeto pasivo, esto es, no es el lugar donde 
se reside y, por tanto, no puede producir los efectos que 
cabe atribuir al domicilio. Como veremos más adelan-
te , el deber de declarar el domicilio se cumplimenta es-
pecificando el Municipio , calle , piso y puerta en que el 
sujeto pasivo puede ser localizado. 
Otra cuestión diferente es si el apartado de correos 
puede ser un domicilio a efectos de notificaciones, que 
podría ser incluso de gran utilidad para los sujetos no 
residentes. 
En este sentido hay que tener en cuenta que la noti-
ficación por correo es en la práctica el medio más fre-
cuente de la notificación. Según BECERRA GUI-
BERT, «ello provoca que gran parte de la notificacio-
nes, por no realizarse con todos los requisitos exigidos 
por el Ordenamiento, sean inválidas, tal vez porque el 
servicio de cartería ponga su interés en entregar la car-
ta de que se trate y no tanto en el rellenado de unos re-
quisitos que en algunos casos para el profano en esta 
materia pueden parecer nimios» 87 • 
Como ha manifestado el autor antes citado, la juris-
prudencia del Tribunal Supremo ha sido muy formalis-
ta en la materia , supeditando la validez de la notifica-
ción a que la firma que figurase en el acuse de recibo 
fuera la del propio interesado o, en su defecto , las per-
sonas relacionadas en el artículo 80 de la Ley de Proce-
dimiento Administrativo y artículo 271 del Reglamento 
del Servicio de Correos de 14 de mayo de 1964: parien-
te , persona que con él conviva, portero , siempre que 
fueran mayores de edad y que hicieran constar su iden-
tidad y relación con el interesado. 
87 BECERRA GUIBERT, l.: Las notificaciones tributarias, ob. cit., 
pág. 84 . 
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No es de extrañar, por tanto, que el Tribunal Supre-
mo, en Sentencia de 5 de julio de 1977, no considerara 
válida la notificación efectuada en un apartado de 
correos cuando ésta no acredita la recepción por el 
interesado 88 . 
En nuestra opinión, si se permite al interesado fijar 
un domicilio a efectos de notificaciones, distinto a su do-
micilio particular, no encontramos obstáculo en que éste 
sea un apartado de correos. Precisamente porque el su-
jeto ha optado por este domicilio es responsable del co-
nocimiento de las notificaciones que allí se dirijan 89 . 
2. La comprobación 
La comprobación e investigación tributaria es una ac-
tividad de la Administración, integrada en el procedi-
miento de gestión tributaria, cuyo objeto es, según el ar-
tículo 10 del Reglamento General de la Inspección de 
los Tributos, verificar el adecuado cumplimiento por 
parte de los sujetos pasivos u obligados tributarios de 
HH La Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de julio de 1977 considera 
que <da notificación por correo ha de entregarse al propio destinatario o 
a los receptores citados en este precepto, sin haber excepciones; y, por tan-
to, incluso cuando el particular haga uso del apartado de correos , el in-
cumplimiento de tan esencial requisito impide legalmente que la notifica-
ción se haya producido válidamente con anterioridad a la exigencia dicha 
y que sin duda impedía en este caso dar cumplida o realizada la finalidad 
esencial atribuida a la notificación de dejar constancia de la recepción, de 
fecha y de la identidad del acto notificado>>. 
89 Corroborando esta tesis , la Exposición de Motivos de la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo Común manifiesta que la nueva regulación de 
las notificaciones abren la posibilidad de «medios de notificación distintos 
que , sin merma de las necesarias garantías de autenticidad, permitan su 
agilización mediante el empleo de las nuevas técnicas de transmisión de 
información, superándose la limitación de la exclusividad del domicilio 
como lugar de notificaciones». 
Efectos jurídico-tributarios del domicilio 149 
sus obligaciones y deberes para con la Hacienda Pública. 
El domicilio despliega sus efectos , tal como se ha ex-
puesto anteriormente, como lugar dónde realizar deter-
minadas actividades inspectoras y al que dirigir los re-
querimientos de los Organos de la Inspección. 
En este punto, sin embargo, queremos tratar el tema 
de la comprobación del domicilio como actuación par-
cial de comprobación. 
El artículo 45.2 de la Ley General Tributaria estable-
ce que la Administración podrá rectificar el domicilio 
de los sujetos pasivos mediante la comprobación per-
tinente. 
El procedimiento de rectificación de oficio del domi-
cilio tributario se ha desarrollado para los empresarios 
y profesionales y sujetos que satisfagan rendimientos su-
jetos a retención por el artículo 16 del Real Decreto 
1041/1990, de 27 de julio, por el que se regulan las de-
claraciones censales que han de presentar a efectos fis-
cales los empresarios, los profesionales y otros obliga-
dos tributarios. La disposición derogatoria de este Real 
Decreto ha dejado sin efecto el artículo 25 del Regla-
mento del Impuesto sobre Sociedades que regulaba el 
cambio de domicilio fiscal a instancia de la Admi-
nistración 90 . 
90 El artículo 16 del Real Decreto 104111990, de 27 de julio, dispone 
lo siguiente: <<l. Cuando se produzca, a instancia de la Administración, el 
cambio de domicilio fiscal en el ámbito territorial de la misma Adminis-
tración o, en su defecto, Delegación de Hacienda , el procedimiento se ini-
ciará por acuerdo del correspondiente Administrador o Delegado de 
Hacienda. 
2. Si el cambio de domicilio fiscal no se produce dentro del ámbito 
territorial de la misma Administración o, en su defecto, Delegación de Ha-
cienda, el procedimiento se iniciará por acuerdo del Delegado de Hacien-
da del domicilio fiscal actual, bien por propia iniciativa, como consecuen-
cia de moción razonada de cualquier Organo o Dependencia competente 
o a iniciativa de aquella Delegación de Hacienda que considere concurren-
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La comprobación del domicilio se puede integrar den-
tro de las funciones de la Inspección de los Tributos, ya 
que aunque normalmente el objeto de la Inspección son 
los elementos determinantes del hecho imponible y los 
datos y valoraciones determinantes del cálculo de la 
base imponible, el artículo 2, en el apartado e) del Re-
glamento General de la Inspección, establece que es 
función de la Inspección de los Tributos «realizar, por 
propia iniciativa o a solicitud de los demás Organos de 
la Administración Tributaria, aquellas actuaciones in-
quisitivas o de información que deban llevarse a efecto 
acerca de los particulares o de otros organismos, y que 
directa o indirectamente conduzcan a la aplicación de 
los tributos». 
El domicilio es un dato no patrimonial, que permite 
localizar al sujeto pasivo y a través de él controlar la 
correcta aplicación de los tributos. 
Se integraría esta actividad de comprobación dentro 
de las que el artículo 11.3 del Reglamento General de 
tes en su ámbito territorial las circunstancias determinantes para la fija-
ción de un domicilio fiscal distinto del actual. 
3. Iniciado el procedimiento, se desarrollarán los actos de instrucción 
necesarios, debiéndose solicitar informe de las Administraciones de Ha-
cienda afectadas de la misma Delegación y de la Delegación de Hacienda 
a cuyo ámbito territorial debiera trasladarse el domicilio fiscal, salvo a 
aquélla a cuya iniciativa se haya iniciado el expediente. 
Instruido el expediente, previa audiencia del interesado, se dictará la 
resolución que proceda por el Delegado o Administrador de Hacienda en 
virtud de cuyo acuerdo se inició el procedimiento. 
No obstante, cuando se hayan puesto de manifiesto diferencias de cri-
terio entre los Delegados de Hacienda, aquel en principio competente para 
resolver elevará el expediente al Delegado de Hacienda especial común o, 
de no haberlo o haber intervenido en la instrucción del expediente, al Di-
rector general de Gestión Tributaria para que resuelva en definitiva. 
4. Los acuerdos o resoluciones que pongan fin al expediente de cam-
bio de domicilio fiscal serán reclamables en vía económico-administrativa, 
previo el recurso de reposición si el interesado decidiera interponerlo. >  
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la Inspección denomina como parciales . El citado pre-
cepto establece que: «Las actuaciones de comprobación 
e investigación serán parciales cuando se refieran sólo 
a uno o varios de los tributos o deberes que afectan al 
sujeto pasivo u obligado tributario, o a hechos imponi-
bles determinados o cuando de cualquier otro modo se 
circunscriba su objeto a límites más reducidos de Jos que 
se señalan en el apartado anterior.» 
Los medios que la Inspección puede utilizar para la 
comprobación del domicilio son Jos generales que esta-
blece el artículo 36 del Reglamento, entre los que cabe 
destacar: las declaraciones del interesado por cualquier 
tributo; los datos o antecedentes obtenidos directa o in-
directamente de otras personas o entidades y que afec-
ten al sujeto pasivo o retenedor; datos o informes ob-
tenidos como consecuencia del deber de colaboración; 
e información obtenida de otros Organos u Organismos 
administra ti vos . 
La utilización, en la comprobación del domicilio, de 
las anteriores declaraciones del sujeto pasivo o que se 
encuentren en algún documento de naturaleza tributa-
ria en poder de la Administración, puede ser realizada 
no sólo por los Organos de la Inspección , sino por las 
Oficinas gestoras , ya que el artículo 1 del Reglamento 
General de la Inspección dispone que «los órganos con 
funciones en materia de gestión tributaria podrán efec-
tuar la comprobación formal de Jos datos consignados 
en las declaraciones tributarias». 
Hay que tener en cuenta que el artículo 45 de la Ley 
General Tributaria establece que «la Administración 
podrá exigir a los sujetos pasivos que declaren su domi-
cilio tributario» . Sin perjuicio de que nos ocupemos más 
adelante de analizar el contenido de este deber, parece 
necesario adelantar que las vías para ejercitar esta po-
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testad por parte de la Administración pueden ser dos : 
Primero, por vía reglamentaria, estableciendo un de-
ber general de declarar el domicilio. No existe en nues-
tro Ordenamiento una norma que, con carácter gene-
ral, regule la forma con que ha de cumplirse ese deber 
de forma autónoma. 
El deber de declarar el domicilio se conecta con el res-
to de deberes formales que ha de cumplir el sujeto pa-
sivo de cada tributo, en la medida que aparece en toda 
declaración como dato de identificación del sujeto pasi-
vo, así como en las disposiciones que regulan las decla-
raciones censales de determinados obligados tributarios, 
o en las que imponen cualquier otro deber tributario res-
pecto del cual el sujeto que ha de cumplirlo deba iden-
tificarse ante la Administración Tributaria. 
Segundo, a requerimiento de la Administración. Será 
ésta una función ejercida por la propia Administración, 
que puede requerir al sujeto pasivo para que declare su 
domicilio fiscal, cuando de los datos que obren en po-
der de la Administración, en base al cumplimiento de 
los anteriores deberes, existan errores o contradicciones 
en el domicilio declarado por el sujeto pasivo. 
Sin embargo, esta última forma será difícil de ejerci-
tar si se desconoce totalmente el domicilio fiscal , por-
que precisamente este desconocimiento rompe la vía de 
comunicación entre la Administración y el sujeto pa-
sivo . 
Se posibilita así la obtención de información acerca 
del domicilio a través de terceras personas y, desde esta 
perspectiva , debemos plantearnos la inclusión del domi-
cilio como objeto del deber de información establecido 
en el artículo 111 de la Ley General Tributaria 91 . 
91 Sobre el deber de información tributaria, ver: PALAO TABOA-
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El citado precepto establece que «toda persona natu-
ral o jurídica, pública o privada, estará obligada a pro-
porcionar a la Administración Tributaria toda clase de 
datos, informes o antecedentes con trascendencia tribu-
taria, deducidos de sus relaciones económicas, profesio-
nales o financieras con otras personas» . 
La imprecisión del concepto de «trascendencia tribu-
taria» ha convertido a este término en el núcleo central 
de la interpretación de este artículo. La mayoría de la 
doctrina ha destacado la interpretación que del mismo 
realizó el TEAC en la Resolución de 23 de septiembre 
de 1987 y mantenida posteriormente en la Resolución 
de 15 de noviembre de 1988. 
El TEAC declara que: «El requisito fundamental 
para que la Inspección tributaria pueda solicitar infor-
mación de terceras personas es la "trascendencia tribu-
taria" de los datos, informes o antecedentes solicitados, 
lo que quiere decir que éstos han de ser susceptibles de 
tener consecuencias jurídicas, de forma directa o indi-
recta, según señala el artículo 140.d), en la aplicación 
de los tributos, esto es, en un procedimiento tributario 
que no es preciso que ya esté iniciado, y por tanto han 
de estar o ser proporcionados a los resultados que pue-
den producir en el referido procedimiento y tienen un 
carácter instrumental respecto de la exacción de impues-
tos determinados; que tales proporcionalidad y carácter 
instrumental entre lo solicitado por la Administración y 
las consecuencias reales que en el ámbito tributario ha-
yan de producirse exigen que se dé, entre ambas, un 
DA, C.: <<La potestad de información tributaria y sus límites», en Estu-
dios de Derecho y Hacienda, Ministerio de Economía y Hacienda, Madrid, 
1987; LOPEZ MARTINEZ, J.: Los deberes de información tributaria, 
IEF-Marcial Pons, Madrid, 1992; HERRERA MOLINA, P. M.: <<Lapo-
testad de información tributaria sobre terceros», La Ley, Madrid, 1993. 
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nexo que no tiene por qué conducir exclusivamente .a al-
gún hecho imponible de cualquier tributo, sino que pue-
de suministrar una información tendente , en una inves-
tigación, al descubrimiento de hechos ignorados por la 
Administración o a la determinación de bases total o 
parcialmente ocultadas por el contribuyente, siendo su-
ficiente que, razonablemente, pueda pensarse en la exis-
tencia de una obligación tributaria .» 
Más recientemente la Sentencia de la Audiencia Na-
cional de 16 de mayo de 1990 ha mantenido que «tras-
cendencia tributaria» ha de ser interpretada como la 
cualidad de aquellos hechos o actos que pueden ser úti-
les a la Administración para, con respeto a los derechos 
humanos, averiguar si ciertas personas cumplen o no 
con la obligación establecida en el artículo 31.1 CE de 
contribuir al sostenimiento de los gastos públicos de 
acuerdo con su capacidad económica. Esa utilidad pue-
de ser directa (cuando la información se refiere a he-
chos imponibles, es decir, a actividades, titularidades, 
actos y hechos a los que la ley anuda el gravamen) o in-
directa (cuando la información solicitada se refiere sólo 
a datos colaterales, que pueden servir de indicio a la Ad-
ministración para buscar después hechos imponibles 
presuntamente no declarados o, sencillamente, para 
guiar después la labor inspectora hacia ciertas y deter-
minadas personas». 
La trascendencia del conocimiento por parte de la 
Administración del domicilio fiscal del sujeto pasivo no 
se puede disociar del resto de los datos que permitan a 
la Administración identificar al sujeto pasivo y dónde 
puede ser localizado. 
Su inclusión dentro de los datos con trascendencia tri-
butaria viene demostrada por el contenido del deber de 
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información que con carácter general se establece para 
determinados obligados tributarios. 
El deber de información puede exigirse por dos vías : 
con carácter general o a requerimiento individualizado 
de los órganos competentes de la Administración tri-
butaria . 
En nuestro Ordenamiento vigente las normas quema-
nifiestan este deber general de información contienen 
entre los datos sobre los que se debe informar, el del do-
micilio fiscal. 
El Real Decreto 252911986, de 5 de diciembre por el 
cual se regula la declaración o relación anual que deben 
presentar los empresarios o profesionales acerca de sus 
operaciones con terceras personas, establece en el ar-
tículo 3 que en la declaración se expresarán los siguien-
tes datos: «b) Los apellidos y nombre , por este orden , 
o, en su caso, la denominación o razón social completa, 
así como el número de identificación fiscal y el domici-
lio de cada una de las personas o entidades relaciona-
das en la declaración . 
Para las personas jurídicas y las entidades sin perso-
nalidad e l domicilio será siempre su domicilio fiscal. 
Tratándose de personas físicas podrá servir a estos efec-
tos el lugar donde se halle el establecimiento, despacho 
u oficina desde el que se realicen sus operaciones y, 
cuando tuviesen varios, el lugar donde tenga centraliza-
da la gestión administrativa y la dirección de sus nego-
cios. Estos serán, asimismo, los domicilios en cada caso 
consignado , por los empresarios y profesionales en las 
facturas que expidan.» 
Destaca en este precepto , en primer lugar , la referen-
cia al domicilio fiscal de las entidades sin personalidad 
jurídica, al cual no hace referencia la Ley General Tri-
butaria, como en su momento manifestamos. En segun-
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do lugar, la necesidad de conocer el domicilio fiscal de 
las personas jurídicas cuya determinación, como tam-
bién hemos analizado, no es sencilla, salvo que se con-
signe el declarado por la propia persona jurídica en la 
factura que expidió a la persona que debe informar. Y 
en tercer lugar, la posibilidad de un domicilio a efectos 
fiscales alternativo al domicilio tributario para las per-
sonas físicas cuando éstas sean empresarios o profesio-
nales y que lo asimila al establecido para las personas 
jurídicas. 
En el mismo sentido, el Real Decreto 155011987, de 
18 de diciembre, por el que se extiende a las entidades 
públicas el deber de presentar una relación anual de 
operaciones con terceras personas, establece en el ar-
tículo 2.2 que en tal declaración se expresarán los datos 
recogidos en el artículo 30 del Real Decereto 2539/1986, 
de 5 de diciembre, al que antes hacíamos referencia. 
El artículo 59.2 del Reglamento del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y el artículo 261 del Im-
puesto sobre Sociedades establecen el deber de los re-
tenedores de presentar un resumen anual de las reten-
ciones e ingresos a cuenta efectuados durante el ejerci-
cio. En este resumen podrá exigirse que conste una re-
lación nominativa de los perceptores con los siguientes 
datos: a) nombre y apellidos; b) número de Identifica-
ción Fiscal; e) retención practicada o ingreso a cuenta 
efectuado. 
En este sentido, la Orden Ministerial de 24 de no-
viembre de 1992, por la que se aprueban los modelos 
del resumen anual de retenciones, incluye entre los da-
tos el número de Identificación Fiscal y el Municipio del 
perceptor de los rendimientos. 
También están obligadas a declarar el domicilio fiscal 
de sus socios las sociedades transparentes en la relación 
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que deben presentar de las imputaciones realizadas a és-
tos según el artículo 68 del Reglamento del Impuesto so-
bre la Renta de las Personas Físicas y 375 del Regla-
mento del Impuesto sobre Sociedades. 
Igualmente se incluye el domicilio fiscal dentro del 
deber de información de las personas y entidades obli-
gadas a efectuar retenciones e ingresos a cuenta sobre 
los rendimientos del capital mobiliario, según el artícu-
lo 9 de la Ley 14/1985, de 29 de mayo, de Régimen Fis-
cal de determinados activos financieros. 
Hay que tener en cuenta que esta forma de obtención 
de información ha pasado, según LO PEZ MARTINEZ, 
«de ser una forma de obtención de información secun-
daria (puesto que la Administración se centraba en los 
concretos procedimientos de obtención de información 
mediante requerimiento de datos específicos a concre-
tos sujetos pasivos, que corrían paralelos a un concreto 
procedimiento de gestión tributaria), a ser la fuente 
principal de obtención de la misma por lógicas razones 
de eficacia administrativa y agilidad en la gestión, de tal 
forma que en la actualidad más del 80 por 100 de los da-
tos que afluyen a la Administración llegan por dicha vía, 
que es utilizada por ésta en la llamada comprobación 
cruzada de declaraciones» 92 . 
La segunda modalidad de obtención de información 
mediante requerimiento individualizado aparece expre-
samente regulada en el artículo 12.1 del Reglamento 
General de la Inspección: «Son actuaciones de obten-
ción de información las que tienen por objeto el cono-
cimiento por la Inspección de los Tributos de los datos 
o antecedentes de cualquier naturaleza que obren en po-
92 LOPEZ MARTINEZ, J .: Los deberes de información tributaria, 
IEF, Madrid , 1992, pág. 104. 
158 Amparo Navarro Faure 
der de una persona o entidad y tengan transcendencia 
tributaria, respecto de otras personas o entidades dis-
tintas de aquélla sin que existiera obligación con carác-
ter general de haberlos facilitado a la Administración 
tributaria mediante las correspondientes declaraciones.» 
La aplicación de esta norma, a efectos de conocer el 
domicilio de una persona o entidad, será minoritaria en 
el procedimiento de gestión, habida cuenta de su inclu-
sión entre los datos que hay que declarar con carácter 
general como acabamos de exponer 93 . Pero, en cual-
quier caso, la información acerca del domicilio deberá 
conectarse a una investigación potencial de los sujetos 
afectados que conceda, por tanto, trascendencia tribu-
taria al domicilio tal como establece la Ley General 
Tributaria. 
En conclusión, no existe una obligación autónoma de 
suministrar a la Hacienda Pública el domicilio de un ter-
cero, aunque tal dato puede figurar en la información 
sobre terceros que se aporte como consecuencia del ar-
tículo 111 de la Ley General Tributaria. 
3. La recaudación 
El artículo 17 del Reglamento General de Recauda-
ción establece que «a efectos recaudatorios, tratándose 
de deudas tributarias, se considerará como domicilio de 
93 Según HERRERA MOLINA , el ejercicio de la potestad de infor-
mación precisa varios presupuestos: <<Trascendencia tributaria de los datos 
que se requieren; imposibilidad de obtener los datos directamente del su-
jeto pasivo, o al menos la sospecha de que tal actuación sería ineficaz; po-
sesión de los datos por parte del sujeto requerido, y que la información 
no se haya suministrado ya por la misma persona» (La potestad de infor-
mación tributaria sobre terceros, ob. cit., pág. 165) 
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los obligados al pago el señalado en los artículos 45 y 
46 de la Ley General Tributaria». 
El domicilio plantea en el procedimiento de recauda-
ción diferentes cuestiones, algunas de las cuales ya las 
hemos analizado anteriormente, como es la entrada en 
el domicilio del deudor para practicar el embargo de los 
bienes. Los temas que queremos tratar en este momen-
to son los siguientes: 
En primer lugar, el domicilio fiscal como criterio para 
determinar el lugar del pago de las obligaciones tribu-
tarias y las consecuencias del pago realizado ante órga-
nos de recaudación incompetentes por razón del do-
micilio. 
En segundo lugar, el domicilio como dato formal que 
debe contener el título ejecutivo y las consecuencias de 
su omisión o consignación errónea. 
Por último, el paradero desconocido del deudor como 
causa de declaración de un crédito tributario como 
incobrable. 
A) Con respecto al lugar del pago de la obligación 
tributaria, la actual organización administrativa encar-
gada de la recaudación tributaria se integra en la Agen-
cia Estatal de Administración Tributaria creada a tra-
vés de artículo 103 de la ley 3111990, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1991. 
La Agencia ha asumido las competencias atribuidas a 
la Dirección General de Recaudación y ha sucedido a 
la Secretaría General de Hacienda y a la Administra-
ción Territorial de la Hacienda Pública en la totalidad 
de las funciones reconocidas a la Agencia. 
Los actuales órganos competentes para la gestión re-
caudatoria son, como órgano directivo, la Dirección del 
Departamento de Recaudación, y en el ámbito perifé-
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rico, las Delegaciones Especiales, Delegaciones y Ad-
ministraciones de Hacienda. 
La Resolución de 18 de septiembre de 1992 del Pre-
sidente de la Agencia Estatal de la Administración Tri-
butaria, por la que se estructuran y se atribuyen com-
petencias a los Organos de Recaudación de la Agencia, 
otorga la competencia de los órganos periféricos en fun-
ción del domicilio de los deudores. 
Las Dependencias Regionales de Recaudación de las 
Delegaciones Especiales de la Agencia Estatal de la Ad-
ministración Tributaria realizarán las actuaciones pro-
pias del procedimiento de apremio, en el ámbito terri-
torial que corresponda a la Delegación Especial, de las 
deudas de personas o entidades con domicilio fiscal en 
su demarcación, cuando dichas deudas estén integradas 
en procedimientos ejecutivos cuya cuantía supere los 
100 millones de pesetas o cuando así lo determine el De-. 
legado especial por la trascendencia o complejidad de 
su gestión o por afectar ésta a varias Delegaciones de 
su demarcación. 
Corresponde a las Dependencias de Recaudación de 
las Delegaciones de la Agencia Estatal de la Adminis-
tración Tributaria la gestión recaudatoria, en el ámbito 
territorial de la provincia en que se encuentre la Dele-
gación, de las deudas de personas o entidades cuyo do-
micilio fiscal se encuentre en su demarcación. 
Por último, corresponde a los Servicios de Recauda-
ción de las Administraciones de la Agencia Estatal de 
la Administración Tributaria el desarrollo, en el ámbito 
territorial de la provincia en que se encuentre la Dele-
gación de que dependan y conforme al reparto de ta-
reas que efectúe el Jefe de la Dependencia, de las ac-
tuaciones de investigación, traba y realización de bienes 
y las demás que sean propias del procedimiento de apre-
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mio para conseguir el cobro y aseguramiento de las deu-
das de personas o entidades cuyo domicilio fiscal se en-
cuentre en la demarcación de la Administración, y cuya 
gestión recaudatoria les haya encomendado la corres-
pondiente Delegación. 
El domicilio tributario del deudor es uno de los cri-
terios que determinan el lugar de pago de la obligación 
tributaria, en función de la genérica atribución de com-
petencia territorial de las Oficinas gestoras que realiza 
el artículo 92 de la Ley General Tributaria. 
A su vez, las leyes propias de los tributos a los que 
se aplica el régimen de autoliquidación e ingreso por 
parte de los sujetos pasivos establecen también como lu-
gar de presentación de las declaraciones e ingreso de las 
deudas tributarias, generalmente, el del domicilio del 
sujeto pasivo. 
En este sentido, el artículo 97 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas establece que la 
deuda tributaria se ingresará en el lugar, forma y plazos 
determinados por el Ministerio de Economía y Ha-
cienda. 
A este respecto, el artículo 144 del Reglamento de 3 
de agosto de 1981 , del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, establecía que tratándose de contribu-
yentes sujetos por obligación personal deberían presen-
tar la declaración en la Delegación de Hacienda o Ad-
ministración Tributaria en cuya demarcación tuvieran su 
domicilio. 
Los contribuyentes por obligación real la presentarían 
en la Delegación de Hacienda en cuya demarcación 
territorial radique la parte principal de los bienes o ac-
tividades. Cuando no sea posible precisar tal extremo 
se presentará en la Delegación de Hacienda o Adminis-
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tración en que tenga el domicilio su representante. 
La Orden Ministerial de 14 de abril de 1993, por la 
que se aprueban los modelos de declaración del Impues-
to sobre la Renta de las Personas Físicas y del Impues-
to sobre el Patrimonio para el ejercicio 1992, y se de-
terminan el lugar, forma y plazos de presentación de los 
mismos, utiliza asimismo como lugar de presentación de 
la declaración e ingreso de la deuda tributaria los órga-
nos competentes o entidades autorizadas del domicilio 
fiscal del sujeto pasivo. 
Del mismo modo el artículo 292 del Reglamento del 
Impuesto sobre Sociedades establece que el ingreso del 
importe de las autoliquidaciones sólo podrá realizarse 
en entidades colaboradoras de la provincia en que ten-
ga su domicilio fiscal el sujeto pasivo y, directamente, 
en las cuentas restringidas de la Delegación de Hacien-
da o, en su caso, Administración de Hacienda en cuya 
demarcación territorial tenga su domicilio fiscal el suje-
to pasivo 94 . 
El domicilio como punto de conexión para determi-
nar la competencia de los órganos de recaudación y 
como lugar donde efectuar el ingreso procedente de las 
autoliquidaciones nos parece correcto, si bien habría 
que analizar las consecuencias de la presentación de au-
toliquidaciones ante órganos de recaudación incompe-
tentes en función del domicilio. 
A este respecto es necesario analizar dos preceptos: 
el artículo 59.2 de la Ley General Tributaria y el artícu-
lo 19.2 del Reglamento General de Recaudación. 
94 El criterio del domicilio tributario como lugar del pago de la obliga-
ción tributaria es igualmente el establecido en el artículo 69 del Reglamen-
to del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Do-
cumentados de 29 de diciembre de 1981; y el artículo 81 del Reglamento 
del Impuesto sobre el Valor Añadido de 29 de diciembre de 1992. 
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El artículo 59.2 de la Ley General Tributaria estable-
ce que: «Se entiende pagada en efectivo una deuda tri-
butaria cuando se ha realizado el ingreso de su importe 
en las Cajas del Tesoro, Oficinas recaudadoras o enti-
dades debidamente autorizadas que sean competentes 
para su admisión.» 
El artículo 19.2 del Reglamento General de Recau-
dación determina que: «Los pagos realizados a órganos 
no competentes para recibir pagos o personas no auto-
rizadas para ello no liberarán al deudor de su obligación 
de pago, sin perjuicio de las responsabilidades de todo 
orden en que incurra el perceptor indebido.» 
El problema que nos planteamos, por tanto, es si es 
liberatorio el pago de la deuda tributaria ante un órga-
no de recaudación distinto al que tenga asumida la com-
petencia territorial en función del domicilio tributario 
del deudor. 
Para resolver esta cuestión debemos partir de la dis-
tinción entre incompetencia absoluta e incompetencia 
relativa. 
Para FERREIRO estaríamos en presencia de la pri-
mera cuando pretendiera hacerse el pago de un tributo 
ante un órgano no integrado en la Administración fi-
nanciera; se produciría la segunda en los supuestos en 
que el pago se efectuara ante un órgano de la misma Ad-
ministración financiera, cuando debiera hacerse a otro 
competente funcional o territorialmente para la exac-
ción del tributo de que se trate 95 . 
No hay discrepancias en la doctrina en cuanto a la ine-
ficacia del pago realizado ante un órgano manifiesta-
mente incompetente, tal como prescribe el artículo 19.2 
95 FERREIRO LAPA TZA, J. J.: << La extinción de la obligación tri-
butarían , RDFHP, núm. 77 , 1968, págs. 1031-1032. 
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del Reglamento General de Recaudación . La razón es 
además obvia, como dice GONZALEZ MENDEZ, en 
el sentido de que no se está dirigiendo el pago al acree-
dor y, por tanto, no se está cumpliendo con la obliga-
ción tributaria 96 . 
La polémica se suscita, sin embargo, respecto a los 
efectos del pago ante órgano «relativamente incompe-
tente», que sería el supuesto que aquí contemplamos. 
Antes de la aprobación del Reglamento General de 
Recaudación de 1968, FERREIRO LAPA TZA mante-
nía que: «Cuando el cobro se realice por un órgano que 
adolezca de incompetencia relativa habrá de entender-
se que el pago efectuado surte efectos liberatorios para 
el deudor. En apoyo de esta tesis puede alegarse una 
consideración de tipo general , cual es la de que el error 
del sujeto que realiza el pago es notoriamente excusa-
ble al estar el órgano que realiza el cobro encuadrado 
dentro del marco de la Administración fiscal. Por otra 
parte, esta misma conclusión puede considerarse apoya-
da por el artículo 95 de la Ley General Tributaria, en 
el que se establece que "la actuación de Jos particulares 
ante los órganos incompetentes producirá efecto" 97 . 
La citada polémica resurgió con el artículo 18.2 del 
Reglamento General de Recaudación, que establecía 
idéntica norma a la contenida actualmente en el artícu-
lo 19.2 del Reglamento General de Recaudación de 
1990. 
FERREIRO LAPA TZA ha mantenido que la norma 
contenida en el Reglamento General de Recaudación se 
96 GONZALEZ MENDEZ, A. : El pago de la obligación tributaria, 
IEF, Madrid, 1988, pág. 113. 
97 FERREIRO LAPATZA, J. J. : La extinción de la obligación tribu· 
taria , ob. cit., pág. 1032. 
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refiere sólo a los casos de incompetencia absoluta, por-
que otra interpretación va en contra de una norma ge-
neral aceptada no sólo en el artículo 95.1 de la Ley Ge-
neral Tributaria, sino en todo el Derecho público 98 . En 
este mismo sentido se ha manifestado también COR-
TES DOMINGUEZ, para quien no es válido el pago 
hecho a un órgano absolutamente incompetente 99 . 
Por el contrario se muestran contrarios al efecto libe-
ratorio del pago ante cualquier órgano incompetente 
PEREZ ROYO y GONZALEZ MENDEZ. 
Para el primero de ellos, el precepto del Reglamento 
General de Recaudación constituye una derogación de 
las reglas de competencia establecidas con carácter ge-
neral en la Ley de Procedimiento Administrativo y, más 
específicamente, en relación a las funciones tributarias, 
en la Ley General Tributaria 100 . 
Por su parte, GONZALEZ MENDEZ mantiene esta 
misma postura por entender que el efecto a que se re-
fiere el artículo 95.1 de la Ley General Tributaria no es 
el liberatorio del pago, ya que si la extinción se consi-
dera producida no tiene sentido que el propio artículo 
95.2 prevea, cuando el órgano se estime incompetente , 
la devolución de la documentación al interesado notifi -
cándole el órgano competente y el plazo de presenta-
ción ante el mismo 101 . 
En el caso que analizamos, sin embargo , apoyamos 
la postura deBA YONA DE PEROGORDO y SOLER 
9R FERREIRO LAPATZA, J. J.: Curso de Derecho Financiero, Mar-
cial Pons, Madrid , 1992, pág. 510. 
99 CORTES DOMINGUEZ, M.: <<Ordenamiento tributario espai\ol» , 
ob. cit., pág. 478. 
I()(J PEREZ ROYO, F: << El pago de la deuda tributaria» , CREDF, 
núm. 6, 1975, pág. 289. 
JOJ GONZALEZ MENDEZ, A: El pago de la obligación tributaria, 
ob. cit., pág. 114-115. 
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ROCH, según los cuales «no creemos que sea nulo el 
pago hecho ante un órgano recaudador, pero incompe-
tente para recibir el cobro de un determinado tributo, 
ya que el efecto liberatorio deriva, en este caso, de una 
interpretación conjunta de los artículos 59.2 y 95 .1 de 
la Ley General Tributaria. El pago hecho a un órgano 
relativo (o no manifiestamente) incompetente no es en 
principio nulo, aunque esté afectado de un vicio de com-
petencia, subsanable por el propio órgano mediante los 
mecanismos previstos en el artículo 95.2 de la Ley Ge-
neral Tributaria» 102 . 
B) Con respecto al domicilio tributario como dato 
de identificación del sujeto pasivo en el título ejecutivo, 
es de destacar que en el procedimiento recaudatorio en 
vía de apremio el domicilio es uno de los datos forma-
les que debe contener el título ejecutivo. El artículo 
105.2 del Reglamento General de Recaudación estable-
ce que los títulos contendrán los siguientes datos: «a) 
Nombre y apellidos, razón social o denominación, loca-
lidad y domicilio del deudor y, si consta, número de 
Identificación Fiscal.» 
Se plantea, por tanto, en este caso, si el error o la 
omisión del dato del domicilio puede considerarse como 
defecto formal del título que permita la oposición, por 
parte del deudor, al procedimiento de apremio según el 
artículo 137 de la Ley General Tributaria . 
El artículo 99 del Reglamento General de Recauda-
ción establece en su apartado d) que «Se entiende por 
defecto formal la omisión o error en los datos del título 
que impidan la identificación del deudor o de la deuda 
102 BAYONA DE PEROGORDO, J. J.; SOLER ROCH , M." T.: 
Compendio de Derecho Financiero, Ed. Compás, Alicante, 1991, pág. 330. 
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apremiada, la falta o error sustancial de la liquidación 
del recargo de apremio y la falta de indicación de haber 
finalizado el período voluntario». 
Pensamos que no será posible una oposición legal al 
procedimiento de apremio, aunque no conste el domi-
cilio, sea desconocido o erróneo, si la deuda puede atri-
buirse con certeza a la persona que figura en el título. 
Sólo cabría esta oposición en el caso de que el error 
en el domicilio determinara la falta de notificación de 
la providencia de apremio. Hay que tener en cuenta que 
la providencia de apremio se incluye en el mismo docu-
mento que contiene la certificación de descubierto, lo 
que conlleva que los defectos existentes en la certifica-
ción de descubierto se transmitan a la providencia de 
apremio. 
C) Por último, hay que analizar, en este procedi-
miento, si el desconocimiento del domicilio del deudor 
puede ser la causa para declarar el crédito tributario 
incobrable . 
El Reglamento General de Recaudación de 1968, en 
su artículo 164, determinaba como causas de declara-
ción de un crédito incobrable la insolvencia o el desco-
nocimiento del paradero del deudor. Sin embargo, el ar-
tículo 70 de la Ley General Tributaria, que sirve de base 
a la mencionada disposición reglamentaria, parece exi-
gir en todo caso la insolvencia probada del deudor 103 . 
En este sentido, el Reglamento General de Recauda-
ción de 1990 exige justificar en el procedimiento para 
103 El artículo 70 de la Ley General Tributaria establece que: «Las deu-
das tributarias que no hayan podido hacerse efectivas en los respectivos 
procedimientos ejecutivos por insolvencia probada del sujeto pasivo y de-
más responsables se declararán provisionalmente extinguidas en la cuantía 
procedente en tanto no se rehabiliten dentro del plazo de prescripción.>> 
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declarar un crédito incobrable la inexistencia de bienes. 
El artículo 164 del Reglamento General de Recauda-
ción establece , en sus primeros apartados, lo siguiente: 
«1. Cuando la imposibilidad de cobrar se produzca 
por desconocerse el paradero del deudor o deudores 
principales y de los responsables solidarios, se consulta-
rá la información sobre los mismos obrante o a la cual 
tenga acceso la Delegación de Hacienda, de lo cual se 
dejará constancia en el expediente. 
2. Tanto en el caso anterior como cuando sea cono-
cido el paradero del deudor o deudores principales, se 
justificará la inexistencia de bienes embargables de los 
mismos a través de las actuaciones del procedimiento 
de apremio. De igual forma se justificará la insolvencia 
de los responsables solidarios.» 
El Reglamento General de Recaudación no desarro-
lla los medios para justificar tanto el paradero descono-
cido del deudor como la inexistencia de bienes. 
A este respecto el artículo 166 del Reglamento Ge-
neral de Recaudación de 1968 establecía que: 
«1 . Cuando la imposibilidad de cobrar se produzca 
por desconocerse el paradero del deudor, y el último o 
único domicilio conocido de éste fuese en la demarca-
ción de la propia zona recaudatoria, se recabará certi-
ficación de la Alcaldía que acredite la no residencia del 
deudor, con informe sobre las indagaciones que se ha-
yan hecho para averiguar su paradero actual y de si se 
le conocen bienes de alguna especie en la localidad. 
2. Si se tuvieren noticias de que el deudor reside en 
cualquier lugar fuera del territorio de la zona, queda-
rán unidos al expediente iguales justificantes que los que 
señala el número anterior, proporcionados por la corres-
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pondiente Alcaldía, que el Recaudador recabará por 
medio de oficio al de la zona de aquella residencia». 
Comentando este precepto, ALLER 104 mantenía 
que era necesario que se acreditasen tres requisitos: que 
el deudor no reside en la localidad correspondiente al 
domicilio que conste en el expediente, que no posee bie-
nes y un informe sobre la averiguación de su paradero. 
Si se cumplen los primeros requisitos y esta averigua-
ción tuviese resultados negativos, la justificación queda-
ría completa, pero si se llega a conocer su nuevo domi-
cilio, o la posesión de bienes en otro lugar, el Rec~u­
dador debía utilizar el oficio rogatorio para que se con-
tinúe el procedimiento de apremio. 
En nuestra opinión el paradero desconocido del deu-
dor no es causa suficiente para declarar un crédito in-
cobrable sino que es necesario que de la consulta de los 
correspondientes Registros públicos, así como de los 
restantes medios de comprobación, resulte que no exis-
ten bienes embargables o en la suficiente cuantía como 
para satisfacer la deuda tributaria. 
Hay que tener en cuenta, a este respecto, que la Ad-
ministración puede desconocer el domicilio del sujeto 
pasivo desde el momento en que se prevé la notifica-
ción de la providencia de apremio mediante edictos, sin 
que tal circunstancia paralice el procedimiento de apre-
mio . 
104 ALLER, C.: Recaudación de tributos, Ministerio de Hacienda, Ma-
drid, 1981, págs. 352-353. 

CAPÍTULO IV 
Régimen jurídico del domicilio tributario 
l. EL DEBER DE DECLARAR EL DOMICILIO 
El artículo 45.2 de la Ley General Tributaria estable-
ce que «la Administración podrá exigir a los sujetos pa-
sivos que declaren su domicilio tributario. Cuando un 
sujeto pasivo cambie su domicilio, deberá ponerlo en 
conocimiento de la Administración Tributaria, median-
te declaración expresa a tal efecto, sin que el cambio de 
domicilio produzca efectos frente a la Administración 
hasta tanto se presente la citada declaración tributaria . 
La Administración podrá rectificar el domicilio tributa-
rio de los sujetos pasivos mediante la comprobación 
pertinente». 
La redacción actual del artículo 45 .2 se debe a la Ley 
10/1985, de 26 de abril, de modificación parcial de la 
Ley General Tributaria, que incluyó en este precepto el 
deber de declarar el cambio de domicilio y la rectifica-
ción del mismo por parte de la Administración que se 
contenía en el Decreto 2572/1975, de 16 de octubre. 
Establece este precepto dos tipos de deberes tributa-
rios en relación con el domicilio: el deber de declarar 
el domicilio y el deber de declarar el cambio del mis-
mo. Asimismo incluye la potestad , por parte de la Ad-
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ministración, de rectificar, mediante comprobación, el 
domicilio. 
La primera cuestión que suscitan los deberes impues-
tos por el artículo 45.2 de la Ley General Tributaria es 
si se trata de deberes que afectan sólo a los sujetos pa-
sivos, esto es, contribuyentes y sustitutos, o a cualquier 
obligado tributario. 
El tenor literal del artículo 45.2 parece claro al res-
pecto: sólo menciona a los sujetos pasivos. Del mismo 
modo el Decreto de 16 de octubre de 1975, en el cual 
se inspira la nueva redacción del artículo 45.2, estable-
cía en su artículo 4 que: «Los sujetos pasivos, sean con-
tribuyentes o sustitutos del contribuyente, están obliga-
dos a declarar su domicilio tributario a la Administra-
ción y a comunicar en forma los cambios que en el mis-
mo se den, aunque no proceda requerimiento de aqué-
lla.» 
El desarrollo reglamentario de estos deberes, sin em-
bargo, desmiente esta postura restrictiva al respecto. 
En efecto, a pesar de que el artículo 45.2 establece la 
potestad de la Administración de exigir la declaración 
del domicilio, no existe en nuestro Ordenamiento una 
norma que determine el momento en que surge la obli-
gación de declararlo, salvo, como luego veremos, para 
cierta clase de contribuyentes. 
De tal manera que el deber de declarar el domicilio 
se conecta con el resto de deberes formales impuestos 
al sujeto pasivo por las normas tributarias particulares 
que regulan cada uno de los tributos. En las declaracio-
nes que el sujeto pasivo debe realizar con ocasión de la 
liquidación de sus tributos se consignará como un dato 
de identificación de éste su domicilio tributario. 
Pero este deber se exige igualmente, pese al tenor li-
teral del artículo 45 .2, en todas aquellas declaraciones 
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impuestas a terceras personas en el desarrollo del deber 
de información de los artículos 111 y 112 de la Ley Ge-
neral Tributaria. 
A mayor abundamiento, en el caso de empresarios, 
profesionales y personas que satisfagan rendimientos su-
jetos a retención, sean personas físicas o jurídicas, el 
Real Decreto 1041/1990, de 27 de julio, por el que se 
regulan las declaraciones censales que han de presentar 
los empresarios, profesionales y otros obligados tribu-
tarios establece el deber, antes de iniciar estas activida-
des en territorio español, de darse de alta en el citado 
censo declarando, entre otros datos, su domicilio fiscal 
en España. 
Asimismo, se exige el deber de declarar el domicilio 
a los sujetos pasivos no residentes en la medida que se 
les impone la obligación de nombrar un representante 
con domicilio en territorio español. 
En consecuencia, en el régimen jurídico del deber de 
declarar el domicilio debemos destacar los siguientes 
aspectos: 
En primer Jugar , la declaración del domicilio se pue-
de producir a requerimiento de la Administración en 
virtud de la potestad que a ésta confiere el párrafo pri-
mero del artículo 45.2 de la Ley General Tributaria. 
En segundo lugar, se puede utilizar la vía reglamen-
taria para establecer el deber de declarar el domicilio . 
En el momento presente se utiliza esta vía para impo-
ner a Jos empresarios, profesionales y personas que sa-
tisfagan rendimientos sujetos a retención el deber de de-
clarar el domicilio en el momento en que se den de alta 
en el censo de empresarios y profesionales. Para los res-
tantes sujetos pasivos la declaración del domicilio seco-
nectará con la obligación de presentar las declaraciones 
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tributarias que establece la normativa específica de cada 
uno de los tributos . En la medida en que en toda de-
claración tributaria se exige la constatación del domici-
lio fiscal , como dato de identificación del sujeto pasivo 
u obligado tributario , se hace aplicación del artícu-
lo 45.2 de la Ley General Tributaria. 
11. EL CAMBIO DE DOMICILIO 
El segundo deber impuesto por el artículo 45 .2 es el 
deber de declarar el cambio de domicilio. 
La obligación de declarar Jos cambios de domicilio se 
estableció, con carácter general, por el Decreto de 16 
de octubre de 1975 y fue incorporado al. propio artícu-
lo 45 .2 por la reforma de la Ley General Tributaria de 
1985. 
Para las personas jurídicas, el artículo 8.2 de la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades establece que los suje-
tos pasivos están obligados a poner en conocimiento de 
la Delegación de Hacienda de su domicilio fiscal , en el 
ejercicio económico en que se produzcan, las variacio-
nes que impliquen el cambio de su domicilio, sea den-
tro del ámbito de la misma Delegación, sea de otra dis-
tinta. Este cambio deberá ser comunicado, asimismo , 
según el artículo 24 del Reglamento, a todos Jos órga-
nos de la Administración Tributaria en los que se en-
contrase pendiente la resolución de cualquier clase de 
expediente administrativo cuando el cambio de domici-
lio fiscal coincida con el señalado para notificaciones . 
La ley no exige la autorización de la Administración 
para el cambio de domicilio fiscal como ocurría con la 
normativa establecida en el Decreto de 16 de octubre 
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de 1975, que exigía, en su artículo 4, a las personas ju-
rídicas la previa autorización de la Dirección General 
de Tributos para poder variar su domicilio tributario. 
La legislación tributaria admite sin reservas la liber-
tad de cambio de domicilio, lo cual deriva, obviamente, 
del artículo 19 de la Constitución que consagra la libre 
circulación de personas por el territorio nacional. A lo 
único que se obliga es a comunicar este cambio. 
No es únicamente en el ámbito tributario en el que 
se obliga a los particulares a comunicar el cambio de do-
micilio a la Administración. En este sentido, el Regla-
mento de Población y Demarcación Territorial de las 
Entidades Locales (RD 1690/1986, de 11 de julio) esta-
blece en su artículo 56 la obligación de toda persona que 
cambie de residencia de solicitar la baja en el Padrón 
Municipal del Ayuntamiento en el que se encuentre ins-
crito y el alta en el de aquel en el que el particular vaya 
a residir 105 . 
105 Es destacable la mayor precisión del Reglamento de Población de 
las Entidades Locales (RD 1690/1986, de 11 de julio) respecto al régimen 
jurídico del cambio de domicilio en comparación con el que ofrece la le-
gislación tributaria. El artículo 56 del citado Reglamento establece: 
<<l. Toda persona que cambie de residencia dentro del territorio es-
pañol está obligada: 
a) A solicitar del Ayuntamiento en cuyo Padrón se encuentre inscrito 
como residente la baja como tal. La solicitud se formulará en el impreso 
oficial que se establezca, consignándose siempre el nombre del Municipio 
en el que se vaya a residir. 
Recibida la solicitud por el Ayuntamiento se acordará la baja en el Pa-
drón Municipal y se expedirá certificado expresivo de dicha baja, consig-
nándose en el mismo el Municipio elegido por el solicitante para residir. 
Este certificado será entregado al solicitante. 
b) A solicitar el alta como residente en el nuevo Municipio dentro del 
plazo de treinta días, contados a partir de la fecha en que se otorgue la 
baja en el Municipio de procedencia. En todo caso, a la solicitud se acom-
pañará la certificación de baja antes indicada, expedida por el Ayunta-
miento de procedencia, y se acreditará, de forma suficiente, que se reú-
nen los requisitos legales establecidos a ese objeto. 
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Por supuesto, para que se produzca el cambio de do-
micilio fiscal, el nuevo domicilio deberá cumplir con los 
requisitos que establece el artículo 45 de la Ley Gene-
ral Tributaria. Esto es, será para las personas naturales 
el de su nueva residencia habitual y para las personas 
jurídicas la nueva sede de dirección efectiva. 
Con respecto a las personas físicas, la inscripción en 
el Padrón Municipal puede ser prueba de tal cambio, en 
cuanto el artículo 62 del Reglamento de Población an-
teriormente citado establece que los datos del Padrón 
Municipal: «Constituirán prueba plena de la residencia 
y clasificación vecinal de los habitantes de cada térmi-
no, y se acreditarán por medio de certificaciones expe-
didas por el Secretario del Ayuntamiento.» 
El modo de cumplir con el deber de declarar el cam-
bio de domicilio es distinto, también, según se trate de 
empresarios y profesionales y el resto de sujetos pasivos. 
Con carácter general, la Orden Ministerial de 27 de 
diciembre de 1990 ha aprobado el modelo impreso para 
declarar el cambio de domicilio fiscal, lo cual presupo-
ne la existencia de un deber autónomo de declarar el 
cambio de domicilio. Creemos, sin embargo, que si la 
declaración del domicilio se conecta con el resto de las 
declaraciones tributarias bastaría para cumplir con este 
deber el consignar el nuevo domicilio en cualquier de-
claración presentada ante la Administración Tributaria. 
Los efectos del domicilio tributario se conectan con 
la gestión de los tributos a los que el sujeto pasivo se 
encuentre sometido, por lo que los datos consignados 
2. La solicitud de residencia antes indicada será resuelta por el Alcal· 
de, notificándose esta resolución al interesado. 
3. La obligación concretada en este artículo corresponde a los padres 
o tutores, respecto de los menores o incapacitados que con ellos vivan, o, 
en otro caso, a los residentes mayores de edad con los que habiten.» 
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en la declaración de dichos tributos es donde se debe de-
clarar el domicilio tributario actual y, por tanto, la va-
riación con respecto a los consignados en declaraciones 
anteriores. 
Por ello, nos parece desafortunada la Sentencia de 
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 13 de mayo 
de 1991, que considera válida la notificación en el anti-
guo domicilio si no se declaró expresamente el nuevo, 
sin que se asimile a la declaración del domicilio la con-
signación del nuevo en la declaración del Impuesto so-
bre la Renta de las Personas Físicas. 
No parece posible que se faculte a los sujetos pasivos 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas a 
rectificar el domicilio de las etiquetas identificativas de 
la declaración de dicho impuesto y que no se admita tal 
rectificación como declaración del cambio de domicilio. 
Para empresarios, profesionales y personas que satis-
fagan rendimientos sujetos a retención la declaración 
del cambio de domicilio se incluye dentro de las decla-
raciones de modificación del censo previstas en el ar-
tículo 10 del Real Decreto 1041/1990, de 27 de julio. Se-
gún el citado precepto el obligado tributario deberá co-
municar a la Administración la variación de los datos re-
cogidos en la declaración de comienzo de la actividad . 
Esta declaración servirá, en particular, según el artícu-
lo 10.2, para «poner en conocimiento de la Administra-
ción Tributaria el cambio de domicilio fiscal , de acuer-
do con lo previsto en el apartado segundo del artícu-
lo 45 de la Ley General Tributaria y el apartado segun-
do del artículo 24 del Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades». 
Ahora bien, el cambio de domicilio puede ser objeto 
de comprobación por parte de la Administración Tribu-. 
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taria. Del mismo modo la Administración puede pro-
mover el cambio de domicilio fiscal rectificando el do-
micilio declarado por los sujetos pasivos. 
La potestad de comprobación por parte de la Admi-
nistración Tributaria no es específica para el domicilio 
tributario, como hemos analizado en otros capítulos de 
este trabajo. La Administración en el ejercicio de su 
función comprobadora, puede verificar el domicilio del 
sujeto pasivo en el sentido de que cumple con los re-
quisitos para ser considerado como domicilio fiscal. Del 
mismo modo puede comprobar que el cambio de domi-
cilio fiscal responde a que las circunstancias que otor-
gan a un lugar la condición de domicilio fiscal han va-
riado en el ámbito de la misma Delegación u otra 
distinta. 
Esto es, el cambio de domicilio supone el cambio de 
las circunstancias que atribuyen el domicilio. En el caso 
de las personas físicas el cambio de domicilio será el 
cambio de su residencia habitual; en el caso de las per-
sonas jurídicas, el cambio de su centro de gestión y di-
rección. Ambas circunstancias pueden ser comprobadas 
por la Administración Tributaria. 
En el caso de las personas jurídicas, el artículo 24 del 
Reglamento del Impuesto sobre Sociedades obliga a la 
Administración, cuando el cambio varíe el ámbito de 
competencia de la Delegación de Hacienda, a realizar 
las comprobaciones oportunas. La comprobación del 
cambio de domicilio fiscal la ha extendido el Real De-
creto 104111990 a aquel que se produzca dentro del ám-
bito de la misma Delegación de Hacienda. El citado 
Real Decreto ha derogado, en este punto , los artículos 
25 y 26 del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades 
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relativos a la rectificación de oficio por parte de la Ad-
ministración del domicilio tributario. 
Ahora bien, antes de describir el procedimiento para 
el cambio de domicilio hay que destacar que el cambio 
del mismo produce sus efectos desde el momento en que 
el sujeto pasivo cumple con la obligación de declarar el 
cambio, sin que pueda estar condicionada su vigencia a 
la comprobación por parte de la Administración. Lo 
cual se deriva de una interpretación contrario sensu del 
artículo 45.2 de la Ley General Tributaria. 
Precisamente por ello, si de las oportunas comproba-
ciones resulta que en el declarado por el sujeto pasivo 
no concurren las circunstancias para ser considerado 
como domicilio fiscal, la Administración deberá proce-
der a la rectificación de oficio del mismo 106 . 
En el Ordenamiento italiano, sin embargo, se supe-
ditan los efectos del cambio de domicilio, según el ar-
tículo 2 del TU de los Impuestos sobre la Renta, al 
transcurso de sesenta días desde que el cambio de do-
micilio fue comunicado a la Administración. Durante 
este tiempo, que permite a la Administración compro-
bar el cambio de domicilio , permanece vigente la com-
petencia de la Administración del último domicilio. 
106 En este sentido, la Resolución del Tribunal Económico-Adminis-
trativo Central de 14 de abril de 1989 considera que: «En la disposición 
actualmente vigente se establece que los sujetos pasivos están obligados so-
lamente a poner en conocimiento de la Delegación de Hacienda de su do-
micilio fiscal las variaciones que impliquen el cambio de su domicilio , no 
exigiéndose pronunciamiento alguno por el que aquél se admita o rechace 
( ... )de donde se infiere que resultan inoperantes las diligencias y el acuer-
do denegatorio adoptado inicialmente por la Administración sobre el cam-
bio comunicado, debiendo aquélla haberse limitado a tomar nota de la co-
municación recibida, y si entendía que el traslado era improcedente, la pos-
tura correcta era la señalada en el número 3 del artículo 8 de la LIS, a te-
nor del cual la Administración debió promover la variación del domicilio 
fijado unilateralmente por el contribuyente.•• 
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En nuestra opinión , es insuficiente la regulación es-
tablecida en nuestro Ordenamiento para el cambio de 
domicilio. 
En primer lugar, no establece la Ley General Tribu-
taria ante qué Administración se debe declarar el cam-
bio de domicilio. Las posibilidades podrían ser varias: 
ante la Administración Tributaria del antiguo domici-
lio, ante la del nuevo, o a ambas. 
Sobre la base del Real Decreto 1041/1990, de 27 de 
julio, y del Reglamento de Impuesto sobre Sociedades, 
se deduce que sólo es necesario comunicar el cambio de 
domicilio a la Administración del antiguo domicilio. La 
Administración del nuevo domicilio tendrá noticia del 
domicilio del sujeto pasivo en la medida en que éste pre-
sente ante la citada Administración sus declaraciones 
tributarias. 
Tampoco se establece un plazo para cumplir con el ci-
tado deber, salvo para los sujetos pasivos del Impuesto 
sobre Sociedades (art. 8.2 de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades) y los empresarios , profesionales y personas 
que satisfagan rendimientos sujetos a retención 
(art. 10.4 Real Decreto 104111990 de 27 de julio). Es-
tos últimos deben presentar la declaración de modifica-
ción en el plazo de un mes a contar desde el día siguien-
te a aquel en que se hayan producido los hechos que la 
determinan. 
Respecto a esta cuestión parece claro que la declara-
ción se debe realizar cuando el cambio ya se haya pro-
ducido, desde el momento en que el sujeto pasivo no so-
licita una autorización ni declara una determinada in-
tencionalidad, sino que pone en conocimiento las varia-
ciones de las circunstancias de hecho que atribuyen el 
domicilio . 
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En la práctica , el contribuyente se encontrará con la 
necesidad de declarar el cambio de domicilio en el 
momento en que tenga que presentar la declaración 
tributaria por cualquier impuesto , momento en el que 
aprovechará para comunicar el citado cambio. Pero 
la solución no deja de plantear problemas, porque es-
tará presentando la declaración ante una Administra-
ción que ya no es la que corresponde a su nuevo 
domicilio. 
Tampoco se especifica si el domicilio que determina 
la competencia de la Administración ante la cual se debe 
presentar la declaración tributaria es el actual o el exis-
tente durante el período impositivo al que va referido 
el impuesto. Este aspecto debería ser tenido en cuenta 
en los impuestos periódicos en términos semejantes a 
los que determinan la residencia. 
En nuestra opinión, si el domicilio hace referencia al 
lugar exacto donde puede ser localizado el sujeto pasi-
vo a efectos de sus relaciones con la Administración Tri-
butaria, el plazo para declarar el cambio de domicilio es-
tará comprendido entre el momento en que realmente 
varíen las circunstancias de hecho y el momento en que 
el sujeto pasivo tenga que presentar cualquier declara-
ción tributaria , en la cual ya no podrá consignar un do-
micilio inexistente, sino el actual en el momento de pre-
sentar la declaración. 
El régimen jurídico de la rectificación de oficio del 
domicilio fiscal se contiene en el artículo 16 del Real 
Decreto 104111990, de 27 de julio. 
La norma distingue dos supuestos en el cambio de do-
micilio a instancia de la Administración: 
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Cambio de domicilio en el ámbito de la misma Ad-
ministración o Delegación de Hacienda. 
El procedimiento se inicia por acuerdo del correspon-
diente Administrador o Delegado de Hacienda. En la 
instrucción se solicitará informe de las Administracio-
nes de Hacienda afectadas de la misma Delegación. Se 
dará audiencia al interesado. La resolución será dictada 
por el Delegado o Administrador de Hacienda en vir-
tud de cuyo acuerdo se inició el expediente. 
- Cambio de domicilio al ámbito territorial de una 
Administración o Delegación de Hacienda distinta. 
Se inicia por acuerdo del Delegado de Hacienda del 
domicilio fiscal actual, por propia iniciativa o a iniciati-
va de aquella Delegación de Hacienda que considere 
que concurren en su ámbito territorial las circunstancias 
determinantes para la fijación del domicilio. 
En la instrucción se solicita informe de las Adminis-
traciones o Delegaciones de Hacienda afectadas, inclui-
da aquella a cuyo ámbito territorial debiera trasladarse 
el domicilio fiscal, salvo que sea aquella la que haya ini-
ciado el expediente. Se dará audiencia al interesado. 
En caso de diferencias de criterio entre los Delega-
dos de Hacienda afectados se elevará el expediente al 
Delegado de Hacienda especial o común y, de no ha-
berlo, al Director general de Gestión Tributaria. 
Los acuerdos que ponen fin al expediente de cambio 
de domicilio son reclamables en vía económico-ad-
ministrativa. 
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III. EL INCUMPLIMIENTO DE LOS DEBERES 
RELATIVOS AL DOMICILIO 
El incumplimiento de los deberes impuestos en rela-
ción con el domicilio tributario lleva aparejadas dos ti-
pos de consecuencias. Por un lado, con respecto al pro-
cedimiento de gestión tributaria, el artículo 45.2 esta-
blece la ineficacia del cambio de domicilio hasta tanto 
no se comunique de forma expresa a la Administración 
Tributaria. Esta ineficacia del cambio de domicilio ha 
sido interpretada, jurisprudencialmente, como ya he-
mos tenido ocasión de desarrollar en otro lugar, como 
la validez ante la Administración Tributaria del último 
domicilio conocido por la Administración, cuya más im-
portante consecuencia es la eficacia de las notificacio-
nes practicadas en éste. 
A este respecto el artículo 5 del Decreto de 16 de oc-
tubre de 1975 disponía en su número 2 que «SÍ el sujeto 
pasivo no hubiera declarado su domicilio a la Hacienda 
Pública, se considerará, entre tanto, como tal el de si-
tuación de cualquier inmueble o explotación económica 
de su propiedad». 
En el mismo sentido el artículo 5.1 del citado Decre-
to vino a establecer que cuando el sujeto pasivo no haya 
comunicado a la Administración Tributaria el cambio 
de su domicilio fiscal, toda notificación intentada en el 
último domicilio por aquél declarado será eficaz en de-
recho a todos los efectos. 
Ya manifestamos nuestra postura al respecto, en el 
sentido de que efectivamente el cambio de domicilio no 
declarado no tiene ningún efecto ante la Administración 
Tributaria, lo cual significa que todas las consecuencias 
en orden a la competencia de los órganos de la Admi-
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nistración no se producen respecto a ese nuevo domici-
lio entre tanto no sea declarado. Ello no obstante, la ac-
tuación de la Administración en el caso de que no co-
nozca el domicilio del sujeto pasivo será la del deudor 
en paradero desconocido. 
Por lo tanto, las consecuencias de no declarar el do-
micilio, hacerlo falsamente o no declarar los cambios 
del mismo serán de naturaleza sancionadora. Se trata, 
evidentemente, de auténticos deberes tributarios cuyo 
incumplimiento da lugar a la comisión de una infracción 
simple de las definidas en el artículo 78.1 de la Ley Ge-
neral Tributaria. La redacción originaria del artículo 78, 
con anterioridad a la Ley de Reforma de 1985, especi-
ficaba en el punto e) como infracción simple el incum-
plimiento de los deberes establecidos en el artículo 45 .2. 
Tras la reforma de la Ley General Tributaria, sin em-
bargo, el incumplimiento de los deberes conectados con 
el domicilio no son objeto de una tipificación o sanción 
específica como ocurre con las denominadas por la doc-
trina «infracciones simples cualificadas» 107 para referir-
se a las tipificadas por la Ley General Tributaria a tra-
vés del reforzamiento de las sanciones a ellas aplicables. 
De tal manera que, en principio, la sanción corres-
pondiente a estas conductas será la de las infracciones 
simples comunes, de 1.000 a 150.000 pesetas , según es-
tablece el artículo 83.1 de la Ley General Tributaria. 
Hay que tener en cuenta, sin embargo, que las san-
ciones tributarias, según el artículo 82 de la Ley Gene-
ral Tributaria, se graduarán atendiendo, entre otras cir-
cunstancias, a la trascendencia para la eficacia de la ges-
107 PEREZ ROYO, F.: Los delitos y las infracciones en materia tribu-
taria, IEF, Madrid , 1986, pág. 346; ZORNOZA PEREZ, J. J.: El sistema 
de infracciones y sanciones tributarias, Civitas. Madrid , 1992, pág. 255. 
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tión tributaria de los datos , informes o antecedentes no 
facilitados y, en general, del incumplimiento de las obli-
gaciones formales, de las de índole contable o registra! 
y de colaboración o información a la Administración 
Tributaria; y según el artículo 12.i) del Real Decreto 
263111985, de 18 de diciembre , sobre procedimiento 
para sancionar las infracciones tributarias, se considera 
como de gran trascendencia tributaria la declaración del 
domicilio tributario y de los cambios del mismo. 
Resulta criticable, del régimen jurídico de las infrac-
ciones tributarias en relación con el domicilio, los si-
guientes aspectos. 
En primer lugar, la falta de una tipificación específi-
ca de estas conductas impide sancionar de forma dife-
rente dos conductas distintas: por un lado, la omisión 
de declarar el domicilio o el cambio del mismo , y por 
otro lado, la declaración de un domicilio falso. 
Hay que tener en cuenta, además, que la omisión o 
inexactitud en la declaración del domicilio puede estar 
conectada a la comisión de infracciones graves. A este 
respecto es interesante destacar cómo los sujetos que no 
están dispuestos a cumplir con sus obligaciones tributa-
rias lo primero que hacen es ocultar o falsear ante la Ad-
ministración Tributaria su domicilio fiscal. 
No está, sin embargo , tipificada una infracción espe-
cífica para la declaración falsa del domicilio . De tal ma-
nera que habremos de considerarla como infracción sim-
ple sin perjuicio de que en la graduación de la sanción 
se pueda apreciar la mala fe del sujeto infractor. 
Por otra parte , nos parece muy dudosa la efectividad 
práctica de las sanciones que se puedan imponer con 
ocasión del incumplimiento de los deberes conectados 
con el domicilio. 
186 Amparo Navarro Faure 
En primer lugar, no existiendo una obligación autó-
noma de declarar el domicilio, su incumplimiento seco-
nectará normalmente al requerimiento por parte de la 
Administración, pero tal requerimiento deviene impo-
sible si precisamente la Administración no puede loca-
lizar al sujeto pasivo. 
En segundo lugar, no existiendo un plazo para decla-
rar el cambio de domicilio tampoco es posible apreciar 
en qué momento se considera producida la infracción , 
salvo que el sujeto declare un domicilio que ya no coin-
cide con el real y la Administración lo compruebe e ins-
te el procedimiento de cambio de domicilio. Pero es que 
además esta falta de plazo dificulta asimismo la aprecia-
ción de la prescripción como modo de extinguir la res-
ponsabilidad derivada de la infracción, cuyo plazo se 
computa según el artículo 65 de la Ley General Tribu-
taria desde el momento en que se cometieron las res-
pectivas infracciones. 
En nuestra opinión, no existirá infracción en los ca-
sos de error en el domicilio, subsanable por el propio 
sujeto pasivo o a requerimiento de la Administración; 
en el caso de discrepancia de criterio entre la Adminis-
tración y el sujeto pasivo; y en los casos en que la de-
claración del cambio de domicilio se produzca con oca-
sión de la declaración de cualquier tributo . 
La indeterminación de los criterios de atribución del 
domicilio, fundamentalmente en el caso de las personas 
físicas, la falta de previsión de la legislación tributaria 
respecto a la pluralidad de domicilios y a las incidencias 
que en el mismo se produzcan, pueden favorecer la apli-
cación del error como criterio de exclusión de la res-
ponsabilidad, precisamente el criterio que el artículo 77 
de la Ley General Tributaria no contempla. 
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La doctrina y la jurisprudencia, sin embargo, ha re-
clamado la aplicación del error como causa de exculpa-
ción. En este sentido, FERREIRO LAPATZA se pro-
nuncia por la aplicación inmediata al campo de las in-
fracciones administrativas de la regulación del error del 
Código Penal 108 . PEREZ ROYO 109 y ZORNOZA 
PEREZ 110 , a partir de la reforma de la Ley General 
Tributaria, consideran, sin embargo, que si bien se debe 
admitir el error como circunstancia excluyente de la res-
ponsabilidad, este error debe ser «invencible», ya que 
el vencible deja subsistente la posibilidad de castigar las 
infracciones culposas, a las que pertenecen las de carác-
ter tributario, sancionables incluso a título de simple 
negligencia. 
La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha sido pro-
clive a admitir el error sobre aspectos interpretativos 
como causa excluyente de la responsabilidad por infrac-
ciones 111 , postura asimismo asumida por la Adminis-
tración Tributaria en la Circular de la Dirección Gene-
ral de Inspección Financiera y Tributaria de 29 de fe-
brero de 1988. 
Precisamente , como un supuesto específico de error 
se puede considerar la eximente recogida en el artícu-
lo 77.4.d) de la Ley General Tributaria, que establece 
que no darán lugar a responsabilidad por infracción tri-
10
R FERREIRO LAPATZA , J. J.: Curso de Derecho Financiero, 
op. cit., pág. 552. 
109 PEREZ ROYO, F.: Los delitos y las injiacciones en materia tribu-
taria, ob.cit. , pág. 315. 
110 ZORNOZA PEREZ, J. J.: El sistema de infracciones y sanciones 
tributarias, ob.cit., pág. 219. 
111 Diversos pronunciamientos del Tribunal Supremo y de Audiencias 
Territoriales pueden verse en: ZORNOZA PEREZ, J. J.: El sistema de 
infracciones y sanciones tributarias, ob.cit., pág. 220 y DURAN SIN-
DREU-BUXADE, A.: «El error como causa excluyente de la responsa-
bilidad por infracción>>, Gaceta Fiscal, núm. 61, 1988, págs. 141 y ss. 
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butaria las acciones u omisiones tipificadas en las leyes: 
«Cuando consistan en el incumplimiento de la obliga-
ción de ingresar en alguna Administración fiscal los tri-
butos o sus ingresos a cuenta correspondientes al régi-
men de cifra relativa de negocios, por haberlo hecho en 
otra u otras oficinas tributarias». 
PEREZ ROYO 112 y ZORNOZA PEREZ 113 apli-
can analógicamente este supuesto para todos aquellos 
casos de ingreso de la deuda tributaria en Oficina no 
competente para recibirlo, entre los cuales se puede in-
cluir el ingreso ante Administración incompetente en 
función del domicilio. El último de los autores citados 
considera además que en el caso de incompetencia terri-
torial resultará muy difícil apreciar incluso la simple ne-
gligencia que el legislador exige para estimar la existen-
cia de infracción tributaria. 
En el mismo sentido, PEDRAZA BOCHONS mani-
fiesta que: «Tanto los actos debidos como los volunta-
rios deben realizarse ante el órgano territorialmente 
competente en función del domicilio fiscal de los par-
ticulares, lo que plantea también en este ámbito el pro-
blema de la eficacia de la actuación ante órgano in-
competente. 
En ausencia de previsión normativa específica, dicha 
eficacia debe ser la propia de cada una de las actuacio-
nes y, en todo caso, tenerlas por realizadas dentro de 
los plazos en cada caso establecidos, enervando la im-
posición de sanciones» 114 . 
11 2 PEREZ ROYO, F.: Los delitos y las infracciones en materia tribu-
taria , ob.cit., pág. 312. 
11 3 ZORNOZA PEREZ, J . J.: El sistema de infracciones y sanciones 
tributarias, ob.cit., pág. 214. 
114 PEDRAZA BOCHONS, J. V.: «Incompetencia de Jos órganos ad-
ministrativos tributarioS>>, en Comentarios a la Ley General Tributaria y lí-
neas para su reforma, ob. cit., pág. 1336. 
CONCLUSIONES 
Primera. El domicilio tributario es un concepto es-
pecial y autónomo respecto al domicilio establecido con 
carácter general por el Derecho civil. Esta especialidad 
se deriva de las funciones que cumple en el ámbito tri-
butario, en cuanto fija la sede jurídica de los sujetos pa-
sivos y de las demás personas que intervienen directa o 
indirectamente en el procedimiento de gestión tribu-
taria. 
Sin embargo, los criterios utilizados para atribuir a un 
lugar el carácter de domicilio tributario no divergen de 
los establecidos en el Derecho privado. Por tanto, la in-
terpretación del concepto de domicilio tributario debe 
realizarse desde una visión multidisciplinar, con espe-
cial atención al carácter supletorio del Derecho común. 
Segunda. El domicilio debe distinguirse de otras fi-
guras afines en el Derecho tributario, fundamentalmen-
te de la residencia. 
La residencia es un criterio de aplicación de las nor-
mas tributarias y, por tanto, de sometimiento de las per-
sonas a un determinado poder tributario. La residencia 
cualifica al sujeto pasivo en los impuestos personales, 
determinando una modalidad específica de tributación. 
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En tal sentido, es un criterio de vinculación jurídica, no 
de localización. 
El espacio físico al que hace referencia la residencia 
es una determinada demarcación territorial dentro de la 
cual producen sus efectos las normas tributarias. 
La residencia se determina con criterios objetivos, 
destacando en el momento actual la combinación de los 
criterios de permanencia durante un lapso de tiempo y 
desarrollo de la actividad económica principal de la per-
sona en un determinado territorio. 
Tercera. El domicilio no es una cualidad del sujeto 
pasivo, sino un criterio de localización. Esto es, un lu-
gar que sirve para identificar y ubicar a los obligados tri-
butarios en el procedimiento de gestión tributaria. Por 
tanto, no tiene efectos materiales sobre el tributo. 
Esta es la función originaria del domicilio tributario 
recogido en el artículo 45 de la Ley General Tributaria. 
Se trata de un concepto general respecto del que pue-
dan establecer otras normas tributarias particulares, si 
bien las normas reguladoras de los distintos tributos no 
han establecido conceptos divergentes a los contenidos 
en la Ley General Tributaria. 
Cuarta. Es necesario distinguir el domicilio tributa-
rio del domicilio particular del sujeto pasivo. Este últi-
mo concepto debe ser interpretado con los criterios que 
proporciona el artículo 18.2 de la Constitución y la doc-
trina del Tribunal Constitucional. 
El derecho a la inviolabilidad del domicilio es predi-
cable de las personas físicas y jurídicas; protege cual-
quier lugar para cuya entrada sea necesario el consen-
timiento de su titular; y la competencia para autorizar 
la entrada en el domicilio la tiene atribuida el Juez de 
Instrucción. Es necesario una reforma de los preceptos 
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de la Ley General Tributaria que regulan la entrada en 
el domicilio de los obligados tributarios en el ejercicio 
de la función tributaria, acorde con la doctrina sentada 
por el Tribunal Constitucional. 
Quinta. El ámbito subjetivo del domicilio tributario 
no es exclusivo de los sujetos pasivos, sino de todos los 
obligados tributarios. Es decir, de todas aquellas perso-
nas, deudores o no del tributo, que se relacionan con la 
Administración Tributaria en los procedimientos de 
aplicación de los tributos. 
En este sentido, no parece correcta la ubicación sis-
temática del domicilio en el capítulo dedicado al sujeto 
pasivo, sino que debería presidir el régimen jurídico del 
procedimiento de gestión tributaria. 
Sexta. El concepto de domicilio sólo debe conectar-
se con la personalidad jurídica. Los entes sin persona-
lidad jurídica, precisamente por carecer de ella, no son 
titulares de derechos y obligaciones y, por lo tanto, no 
pueden ejercitarlos frente a terceros. El domicilio de los 
entes sin personalidad jurídica ha de ser el de su 
represen tan te. 
Séptima. En la normativa tributaria aparece inci-
pientemente un concepto de domicilio empresarial, 
como lugar de desarrollo de las actividades gravadas , 
tanto para empresarios individuales como entes sin per-
sonalidad jurídica. Este domicilio puede tener induda-
bles ventajas para el desarrollo de los procedimientos 
de investigación y comprobación , de tal manera quepo-
dría ser un domicilio idóneo para los tributos que gra-
van las actividades empresariales . 
Octava. No existe obstáculo lógico ni jurídico que 
impida tener una pluralidad de domicilios tributarios, 
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tanto porque normas particulares ofrezcan otros concep-
tos de domicilio, como por las situaciones de hecho que 
provoquen una pluralidad de residencias habituales. 
La legislación tributaria no contempla esta posibili-
dad, que deberá ser resuelta caso por caso, tal como ha 
realizado hasta ahora la jurisprudencia atendiendo a la 
intencionalidad del sujeto y a datos objetivos tales como 
la permanencia, las relaciones familiares y profesio-
nales. 
Novena. Los mayores problemas que plantea la de-
terminación del domicilio se derivan de los distintos te-
mas que subyacen detrás del mismo: el primero es co-
nocer la realidad del domicilio y facilitar las relaciones 
entre el sujeto y la Administración; el segundo es fijar 
el lugar donde se pueden ejercitar diversas funciones de 
comprobación e investigación; el tercero es el de los 
efectos que el lugar del domicilio de los sujetos pueda 
tener para la financiación del gasto de una determinada 
Hacienda Pública. 
El domicilio debe seguir produciendo sus efectos en 
el ámbito estricto de las relaciones del sujeto pasivo con 
la Administración Tributaria . Cuestión distinta debe ser 
si el domicilio fiscal es un criterio adecuado para el so-
metimiento a un poder tributario o para la participación 
de las Comunidades Autónomas en los tributos cedidos. 
En este sentido, los criterios que deben presidir este 
reparto de poder deben ser los mismos que se utilizan 
en el ámbito internacional, por cuanto el problema es 
idéntico en su planteamiento y, por tanto, también debe 
serlo en sus soluciones . 
Los criterios de residencia y territorialidad deben pre-
sidir la atribución del rendimiento de los tributos cedi-
dos o que se cedan en el futuro, posibilitando, en su 
Conclusiones 193 
caso, una tributación separada sobre la base del concep-
to de establecimiento permanente. 
La financiación de las Comunidades Autónomas ha 
puesto de manifiesto una nueva función del domicilio 
tributario que la Ley General Tributaria no podía pre-
ver. Existe, por tanto, una inadecuación del concepto 
de domicilio ofrecido en la Ley General Tributaria a la 
función que se le asigna en un plano completamente dis-
tinto: como punto de conexión de ciertas normas tribu-
tarias y criterio de atribución del producto recaudatorio 
de ciertos tributos. 
El ámbito geográfico al que se refiere el domicilio en 
ambos supuestos es diferente. En el procedimiento de 
gestión será una vivienda, un lugar exacto; en el caso 
de la Ley de Cesión , todo un territorio . 
La falta de previsión de la Ley General Tributaria de 
determinadas incidencias en el domicilio, si bien pue-
den resolverse en el procedimiento de gestión tributaria 
sobre la base de la voluntad del sujeto pasivo, plantean 
una mayor problemática cuando lo que está en juego es 
la participación de una Comunidad Autónoma en la re-
caudación del tributo. 
En definitiva, el domicilio tributario ha dejado de ser 
un dato únicamente relevante en el procedimiento de 
gestión tributaria , para ser pieza importante como cri-
terio de sujeción a ciertas normas tributarias y como cri-
terio de reparto de recursos entre el Estado y las Co-
munidades Autónomas . 
Décima. El domicilio tributario es también un ele-
mento esencial de la función notificadora de la Admi-
nistración Tributaria. Sería conveniente la distinción del 
domicilio como criterio de atribución de competencia y 
de localización, y el domicilio a efectos de notifi-
caciones. 
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Es necesario un desarrollo del régimen de las notifi-
caciones tributarias. Si bien existe una línea jurispru-
dencia! que admite la validez de las notificaciones prac-
ticadas en el antiguo domicilio cuando el sujeto pasivo 
ha incumplido el deber de comunicar el cambio de do-
micilio, el procedimiento a seguir en estos casos debe-
ría ser , en concordancia con la nueva Ley de Procedi-
miento Administrativo, el del sujeto con domicilio 
desconocido. 
Undécima. La comprobación del domicilio se inte-
gra dentro de las funciones de la Inspección de los Tri-
butos. Son medios de comprobación: las declaraciones 
del interesado por cualquier tributo, los datos obteni-
dos de otras personas o entidades, los datos o informes 
obtenidos como consecuencia del deber de colaboración 
e información obtenida de otros Organos u Organismos 
oficiales. 
El deber de declarar el domicilio se puede exigir por 
vía reglamentaria o a requerimiento de la Administra-
ción. No existe ninguna norma que con carácter gene-
ral regule la forma con que ha de cumplirse con ese de-
ber de forma autónoma. 
El deber de declarar el domicilio se conecta con el res-
to de deberes formales que ha de cumplir el sujeto pa-
sivo de cada tributo, en la medida en que aparece en 
toda declaración como dato de identificación del sujeto 
pasivo , así como en las disposiciones que regulan las de-
claraciones censales de determinados obligados tributa-
rios, o en las que imponen cualquier otro deber respec-
to del cual el sujeto que ha de cumplirlo deba identifi-
carse ante la Administración Tributaria. 
El domicilio se puede incluir entre los datos con tras-
cendencia tributaria que pueden ser objeto del deber de 
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información, como se deduce del contenido de este de-
ber establecido por vía reglamentaria. 
No existe un deber autónomo de suministrar a la Ha-
cienda Pública el domicilio de un tercero, aunque tal 
dato puede figurar en la información sobre terceros que 
se aporte como consecuencia del artículo 111 de la Ley 
General Tributaria. 
Duodécima. El pago realizado ante un órgano de re-
caudación tributaria incompetente por razón del domi-
cilio adolece de un vicio de competencia relativo y, por 
tanto, no puede considerarse nulo, si bien adolece de 
un vicio de competencia subsanable por el propio órga-
no administrativo. 
Decimotercera. El domicilio tributario es uno de los 
datos formales que debe contener el título ejecutivo. No 
es posible, sin embargo, una oposición legal al procedi-
miento de apremio, aunque no conste el domicilio, sea 
desconocido o erróneo, si la deuda puede atribuirse con 
certeza a la persona que figure en el título. La oposi-
ción es posible si el domicilio erróneo determina la fal-
ta de notificación de la providencia de apremio. 
Decimocuarta. El paradero desconocido del deudor 
no es causa suficiente para declarar un crédito incobra-
ble, sino que es necesario que de la consulta de los 
correspondientes Registros públicos, así como de la uti-
lización de los restantes medios de comprobación , re-
sulte que no existen bienes embargables o en la suficien-
te cuantía para satisfacer la deuda tributaria. 
Decimoquinta. Es insuficiente la regulación estable-
cida en nuestro Ordenamiento respecto al domicilio tri-
butario, cuya máxima expresión se produce en los casos 
de cambio de domicilio. 
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Es necesario un desarrollo reglamentario del concep-
to de domicilio, de las funciones que cumple, de las in-
cidencias que se produzcan en el mismo y de sus conse-
cuencias; tal desarrollo debería contenerse en un Regla-
mento General de la Gestión Tributaria . 
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